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TEXTO DE LA CITACION 


“Montevideo, 1? de diciembre de 1992. 


La CAMARA DE SENADORES se reunirá en sesión ordi- 


naria mañana miércoles 2, a la hora 16, a fin de informarse de 


los 


asuntos entrados y considerar el siguiente 
ORDEN DEL DIA 


Discusión general y particular de los siguientes proyectos 


de ley: 


- En consideración, 
- Manifestaciones de varios señores senadores. 
(Cuarto intermedio) 


- Se resuelve considerar la moción presentada por 
el señor senador Cigliuti solicitando se invite al 
señor Presidente del CODICEN a aclarar sus 
manifestaciones en la Comisión de Educación y 
Cultura. 


- Asimismo, se resuelve, por moción del señor 
senador Pereyra, invitar al Consejero de Prima- 
ria, señor Wilson Elutchanz. 


14 y 16)Sesiones ordinarias del Cuerpo de Jos días 8 y 


9 de diciembre. Su SUSPensión .ononccninanmanesnesoas 338 y 339 


- Se resuelve, por moción del señor senador Mi- 
llor, suspender ambas sesiones. 


15 y 17)Protección del medio ambiente e impacto am- 


biental. Proyecto de ley ...oocnocaconransconsrnnceresonzacas 338 y 339 


-  Seresuelve, por moción del señor senador Brue- 
ra, incluirlo en el orden del día de la sesión a 
realizarse el día 15 de diciembre. 


- El señor senador Araújo solicita que se incluya 
también el proyecto sobre abanderamiento de 
buques y que la Mesa estudie la inclusión de 
otros temas. 


18) Se levanta la sesión ...omoosmmooos daireriósn driiaacoiisóón 339 


- Se resuelve, por moción del señor senador Ci- 
gliuti, levantar la sesión. 


1% Por el que se aprueba el Convenio para Evitar la Doble 
Imposición en Materia de Ingresos Procedentes de la 
Explotación de Líneas Internacionales de Transporte 
Aéreo entre el Gobierno de la República y el Gobierno 
de la República del Paraguay. 


(Carp. N* 952/92 - Rep. N* 509/92) 


2%) Por el que se aprueba el Acuerdo para la Promoción + 
la Protección Recíproca de las Inversiones entre el Go- 
bierno de la República y el Reino de España. 


(Carp. N* 953/92 - Rep. N* 510/02) 
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3% Por el que se regula el régimen de “Tiempo Comparti- 
do”. 


(Carp. N* 664/91 - Rep. N* 435/92, Anexo 1) 


4% Por el que se modifica el decreto-ley N* 14.294 que 
regula la comercialización y uso de estupefacientes. 


(Carp. N* 795/92 - Rep. N* 512/92) 


5% Continúa la discusión particular del proyecto de ley 
por el que se establecen normas para el abanderamien- 
to de buques. 


(Carp. N* 786/92 - Rep. N* 464/92) 


6% Discusión particular del proyecto de ley por el que se 
otorgan diversas prerrogativas tendientes a lograr y fa- 
cilitar el afincamiento en el territorio nacional de per- 
sonas de alto poder adquisitivo. 


(Carp. N* 427/91 - Rep. N? 272/91. Anexos 1 y 11) 


7% Discusión particular del proyecto de ley por el que se 
declara la obligatoriedad de la lucha contra la sarna 
ovina a efectos de su erradicación en todo el territorio 
nacional. 


(Carp. N* 550/91 - Rep. N* 388/92. Anexo I) 


Discusión general y particular de los siguientes proyectos 
de ley: 


8%) Por el que faculta al Poder Ejecutivo a instalar y poner 
en funcionamiento institutos de medicina altamente es- 
pecializados y se crea el Fondo Nacional de Recursos, 


(Carp. N? 870/92 - Rep. N? 517/92) 


9% Por el que se aprueba el Tratado General de Coopera- 
ción y Amistad entre la República y el Reino de Espa- 
ña, 


(Carp. N* 916/92 - Rep. N* 521/92) 


10) Informe de la Comisión de Asuntos Administrativos 
relacionado con la solicitud de aprobación de la Supre- 
ma Corte de Justicia para designar a la Doctora Marie- 
la Sasson Balleto miembro del Tribunal de Apelacio- 
nes. 


(Carp. N* 983/92 - Rep. N* 516/92) 


11) Informes de la Comisión de Asuntos Administrativos 
relacionados con la solicitud de venia del Poder Ejecu- 
tivo para exonerar de sus cargos a: 


un funcionario del Ministerio de Economía y Finanzas 
(plazo constitucional vence 14 de enero de 1993). (Carp. 
N* 964/92 - Rep. N* 511/92). 
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una funcionaria del Ministerio de Salud Pública (plazo cons- 
titucional vence 14 de enero de 1993). (Carp, N* 974/92 - 
Rep. N? 513/92). 


un funcionario del Ministerio de Salud Pública (plazo cons- 
titucional vence 9 de febrero de 1993). (Carp. N* 980/92 - 
Rep. N* 518/92). 


un funcionario del Ministerio de Educación y Cultura 
(plazo constitucional vence 26 de enero de 1993). (Carp. 
N* 760/92 - Rep. N* 519/92). 


un funcionario del Ministerio de Educación y Cultura 
(plazo constitucional vence 8 de diciembre de 1992), 
(Carp. N* 927/92 - Rep. N* 520/92). 


LOS SECRETARIOS”. 


2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores senadores Alonso Tellechea, Amo- 
rín Larrañaga, Arana, Araújo, Astori, Batalla, Belvisi, Blan- 
co, Bruera, Cadenas Boix, Cassina, Cigliuti, de Fuentes, 
González Modernell, Irurtia, Jude, Korzeniak, Millor, Oxa- 
celhay, Pereyra, Pérez, Raffo, Ricaldoni, Santoro y Urioste. 


FALTAN: con licencia, el señor senador Abreu; con aviso, 
el señor Presidente, doctor Aguirre Ramírez, y los señores 
senadores Librán Bonino, Silveira Zavala y Zumarán; y, sin 
aviso, el señor senador Bouza, 


3) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE. - Habiendo número, está abierta la 
sesión. 


(Es la hora 16 y 12 minutos) 
-Dése cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes:) 
“Montevideo, 2 de diciembre de 1992, 


La Presidencia de la Asamblea General remite un Mensaje 
del Poder Ejecutivo comunicando la resolución adoptada por la 
Administración Nacional de Educación Pública por la que se 
dota al Proyecto 761 -Recursos Propios “Herencias Yacentes- 
Adquisición de Tierras e Inmuebles” del Plan de Inversiones 
Públicas 1992, con dinero proveniente de cuenta corriente del 
Banco República, para pago de la diferencia de valores relacio- 
nado con la adquisición de un inmueble para asiento de la 
Escuela de Discapacitados Intelectuales de Libertad, departa- 
mento de San José. 


-Téngase presente. 


El Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca acusa reci- 
bo del pedido de informes formulado por los señores senadores 
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Mariano Arana, José Germán Araújo, Danilo Astori, Leopoldo 
Bruera, Reinaldo Gargano, José Korzeniak y Jaime Pérez rela- 
cionado con el decreto de fecha 28 de noviembre de 1992, que 
reglamenta la producción agrícola ecológica. 


-A disposición de los mencionados señores senadores. 


Las Comisiones de Vivienda y Ordenamiento Territorial, 
Salud Pública, Hacienda y Especial sobre Seguridad Pública 
elevan los informes trimestrales de los asuntos a estudio, de 
conformidad a lo establecido en los artículos 129, 130 y 131 
del Reglamento del Senado, 


-Repártase. 


La Junta Departamental de Maldonado remite nota solici- 
tando se instrumenten los mecanismos pertinentes a fin de que 
la zona entre los ríos Queguay Grande y Chico, denominada 
“Rincón de Pérez”, sea declarada Parque Nacional en defensa 
de la fauna y flora autóctona que se encuentra en la zona. 


La Junta Departamental de Treinta y Tres remite las si- 
guientes notas: 


adjuntando el planteamiento efectuado por el señor edil Lindy 
Maguna referente a la situación de la enseñanza; 


y apoyando el mantenimiento del monopolio del Banco de 
Seguros por parte del Estado, 


La Junta Departamental de Rivera remite nota rechazando 
el cobro de derecho de autor por parte de AGADU en fiestas 
privadas sin fines de lucro. 


La Junta Departamental de Lavalleja remite nota transcri- 
biendo la exposición formulada por el señor edil Santiago Her- 
nández en procura de lograr se dicte una ley que permita el 
ingreso de un familiar directo en caso de fallecimiento de un 
funcionario municipal. 


-Ténganse presente”. 
4) PEDIDO DE INFORMES 


SEÑOR PRESIDENTE. - Dése cuenta de un pedido de 
informes. 


(Se da del siguiente: ) 

“Varios señores senadores, solicitan se curse un pedido de 
informes a los Ministerios de Educación y Cultura, Economía y 
Finanzas y Defensa Nacional”. 


-Léase. 


(Se lee:) 


CAMARA DE SENADORES 


2 de Diciembre de 1992 


“Montevideo, 2 de diciembre de 1992. 


Los señores senadores Gargano, Pérez, Bruera, Korzeniak, 
Araújo y Astori solicitan, de conformidad con lo dispuesto en 
el artículo 118 de la Constitución, se curse un pedido de infor- 
mes a los Ministerios de Educación y Cultura, Economía y 
Finanzas y Defensa Nacional sobre la emisión y publicación de 
publicidad por la opción del NO para la jornada cívica del 13 
de diciembre, que no contiene ninguna identificación sobre el 
emisor responsable del mensaje, 


-Procédase como se solicita”, 
5) ALTERACION DEL ORDEN DEL DIA 


SEÑOR PRESIDENTE. - No habiendo oradores inscriptos 
para hacer uso de la palabra en la hora previa, el Senado 
ingresa al orden del día. 


SEÑOR ARANA. - Pido la palabra para una cuestión de 
orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR ARANA. - Señor Presidente: deseo solicitar, si el 
Cuerpo lo entiende conveniente, que se altere el orden del día 
y que se considere en primer término el punto que figura en 
décimo lugar, relacionado con la solicitud de aprobación de la 
Suprema Corte de Justicia para designar a la doctora Mariela 
Sasson Balleto como miembro del Tribunal de Apelaciones, El 
informe respectivo ha sido aprobado por la unanimidad de los 
integrantes de la Comisión de Asuntos Administrativos. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Aunque esta propuesta no admite 
discusión, dado que hay otras solicitudes de venias en el orden 
del día -para cuya consideración habría que pasar a sesión 
secreta- la Presidencia se permite sugerir que tratemos, al me- 
nos, los dos primeros puntos del orden del día, que no amerita- 
rán discusión, para pasar luego a analizar el asunto que figura 
en el décimo lugar junto con los restantes informes de la Comi- 
sión de Asuntos Administrativos relacionados con venias, 


Si los señores senadores están de acuerdo, procederemos de 
esa manera. 


(Apoyados) 


6) CONVENIO CON EL GOBIERNO DE LA REPUBLI- 
CA DEL PARAGUAY PARA EVITAR LA DOBLE 
IMPOSICION EN MATERIA DE INGRESOS PRO- 
CEDENTES DE LA EXPLOTACION DE LINEAS IN- 
TERNACIONALES DE TRANSPORTE AEREO. Pro- 
yecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se pasa a considerar el punto que 
figura en primer término del orden del día: “Proyecto de ley 
por el que se aprueba el Convenio para Evitar la Doble Imposi- 
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ción en Matería de Ingresos Procedentes de la Explotación de 
Líncas Internacionales de Transporte Aéreo entre el Gobierno 
de la República y el Gobierno de la República del Paraguay. 
(Carp. N? 952/92 - Rep. N? 509/92)”. 


(Antecedentes:) 


“Carp. N* 952/92 
Rep. N? 509/92 


PODER EJECUTIVO 
Ministerio de Relaciones Exteriores 
Ministerio de Economía y Finanzas 
Ministerio de Defensa Nacional 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas 


Montevideo, 8 de octubre de 1992. 
Señor Presidente de la Asamblea General: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese Cuerpo 
a fin de someter a su consideración el adjunto proyecto de ley 
por el cual se aprueba el Convenio para Evitar la Doble Impo- 
sición en Materia de Ingresos Procedentes de la Explotación de 
Líneas Internacionales de Transporte Aéreo entre el Gobierno 
de la República Oriental del Uruguay y el Gobierno de la 
República del Paraguay, suscrito en la ciudad de Asunción el 
14 de mayo de 1991. 


Dicho Convenio tiende a facilitar las actividades de trans- 
porte aéreo internacional, mediante normas que eviten la doble 
tributación de las empresas públicas o privadas dedicadas al 
mismo con fines comerciales, de transporte de pasajeros, car- 
gas o correos, en carácter de propietarias, arrendatarias o fleta- 
doras, así como en el caso de que participen en consorcios o 
negocios conjuntos, según la definición brindada por el Artícu- 
lo L 


En cuanto a las empresas alcanzadas por las disposiciones 
del Convenio el mismo establece en principio dos: Primeras 
Líneas Uruguayas de Navegación Aérea (PLUNA), en el caso 
de la República Oriental del Uruguay, y Líneas Aéreas Para- 
guayas, por la República del Paraguay. 


Asimismo se prevé que las Autoridades Competentes (el 
Ministerio de Economía y Finanzas en el caso del Uruguay) 
puedan designar otras compañías, en base al Acuerdo sobre 
Transporte Aéreo suscrito por ambas Partes el 19 de marzo de 
1957. 


El Artículo MI enumera los impuestos de los que cada Parte 
eximirá a la o las empresas de la otra, sobre la base de la 
reciprocidad y cuando la materia imponible de los mismos sean 
los ingresos brutos o los capitales o activos de las respectivas 
sucursales, 


La disposición del Artículo precitado se extenderá a los 
nuevos impuestos cuya naturaleza sea análoga a la de los enu- 
merados. 
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En caso de existir modificaciones a las normas tributarias 
de un .Estado,. las mismas deberán ser notificadas a la otra 
Parte. 


Las Autoridades Competentes de ambos Estados acordarán 
entre sí las medidas necesarias para una mejor aplicación del 
Convenio, así como eventuales modificaciones si fueren del 
caso. 


El Convenio entrará en vigor cuando ambos Estados se 
hayan notificado el cumplimiento de sus respectivos requisitos 
constitucionales, aplicándose respecto a los hechos generadores 
producidos a partir del año fiscal siguiente al del comienzo de 
su vigencia. 


El Poder Ejecutivo se permite destacar la importancia del 
Convenio a estudio, dado que. el mismo facilitará la intensifica- 
ción del comercio y las comunicaciones, en el marco de los 
tradicionales lazos de amistad entre ambos Estados. 


Por lo expuesto, se solicita la correspondiente aprobación 
parlamentaria a efectos de la entrada en vigor del mismo. 


El Poder Ejecutivo reitera al señor Presidente de la Asam- 
blea General las seguridades de su más alta consideración. 


Luis Alberto Lacalle Herrera, PRESIDENTE DE LA 
REPUBLICA, Héctor Gros Espiell, Wilson Elso Goñi, 
Mariano Brito, Ignacio de Posadas Montero. 


PROYECTO DE LEY 


Artículo 1%, - Apruébase el Convenio para Evitar la Doble 
Imposición en Materia de Ingresos Procedentes de la Explota- 
ción de Líneas Internacionales de Transporte Aéreo entre el 
Gobiemo de la República Oriental del Uruguay y el Gobierno 
de la República del Paraguay, suscrito en la ciudad de Asun- 
ción el 14 de mayo de 1991. 


Art, 22, - Comuníquese, etc. 


Héctor Gros Espieil, Wilson Elso Goñi, Mariano Brito, 
Ignacio de Posadas Montero. 
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Asuntos Internacionales 


INFORME 
Al Senado: 


El Poder Ejecutivo ha remitido al señor Presidente de la 
Asamblea General un proyecto de ley por el cual se aprueba el 
Convenio para Evitar la Doble Imposición en Materia de Ingre- 
sos Procedentes de la Explotación de Líneas Internacionales de 
Transporte Aéreo entre los Gobiernos de la República Oriental 
del Uruguay y de la República del Paraguay, suscrito en Asun- 
ción el 14 de mayo de 1991. 
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Según se expresa en el Mensaje del Poder Ejecutivo, dicho 
convenio tiende a facilitar las actividades de transporte aérco 
internacional, mediante normas que eviien la doble imposición 
tributaria de las empresas públicas o privadas, que se dediquen 
al transporte de pasajeros, cargas, correos, en carácter de pro- 
pietarias, arrendatarias o fletadoras, con fines comerciales, 


El artículo II establece que el convenio regirá, para PLU- 
NA, LAP o cualquier otra empresa de transporte aéreo urugua- 
ya O paraguaya designada por las autoridades competentes en 
el marco del Acuerdo sobre Transporte Aéreo de 19 de marzo 
de 1957. 


Se establece, sobre la base de la reciprocidad, que las em- 
presas estarán exentas de los tributos especificados en el artícu- 
lo TIL: correspondiéndole a la República Oriental del Uruguay, 
el impuesto a las rentas de la industria y comercio; el impuesto 
a las comisiones; el impuesto al patrimonio; y el impuesto a la 
constitución y arriendos de capital de las sociedades anónimas; 
y a la República del Paraguay, del impuesto a la renta, inclusi- 
ve el impuesto a beneficiarios de rentas sin domicilio en el 
país; del impuesto a determinadas entidades económicas; del 
impuesto de patentes fiscales; y del impuesto en papel sellado 
y estampillas (Ley N* 1.033/64), así como de los impuestos de 
idéntica o similar naturaleza que se añadan o sustituyan a los 
mencionados (artículo IV). 


El Convenio tendrá una vigencia indefinida, aunque se pre- 
vé la posibilidad de que cualquiera de los Estados Parte lo 
denuncie con un preaviso de seis meses (artículo VID). 


En síntesis, se trata de un convenio claro y preciso, que 
viene a solucionar un problema real de doble imposición que 
dificulta las actividades de transporte aéreo entre los países 
contratantes, : 


Por lo expresado, esta Comisión sugiere al Senado la apro- 
bación del presente proyecto de ley. 


Sala de la Comisión, 5 de noviembre de 1992. 


Juan Carlos Raffo (Miembro Informante), Sergio Abreu, 
Hugo Batalla, Juan Carlos Blanco, Leopoldo Bruera, Rei- 
naldo Gargano, Américo Ricaldoni, Alberto Zumarán. Se- 
nadores. 


CONVENIO PARA EVITAR LA DOBLE IMPOSICIÓN 
EN MATERIA DE INGRESOS PROCEDENTES DE LA 
EXPLOTACION DE LINEAS INTERNACIONALES DE 
TRANSPORTE AEREO ENTRE EL GOBIERNO DE LA 
REPUBLICA ORIENTAL DEL URUGUAY Y 
EL GOBIERNO DE LA REPUBLICA DEL PARAGUAY 


El Gobierno de la República Oriental del Uruguay y el 
Gobierno de la República del Paraguay: 


DESEANDO evitar la doble imposición en materia de in- 
gresos procedentes de la explotación de líneas internacionales 
de transporte aéreo; 
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HAN CONVENIDO lo siguiente: 
ARTICULO 1 


Para los efectos del presente Convenio; 


1. La expresión “Estado Parte” significa República Oriental 
del Uruguay y República del Paraguay. 


2. La expresión “explotación de líneas internacionales de 
transporte aéreo” significa la actividad de transporte de aerona- 
ves con fines comerciales, de pasajeros, cargas o correo y otras 
actividades relacionadas con el negocio aerocomercial llevadas 
a cabo por el propietario, arrendatario o fletador de aeronaves 
excepto donde tal transporte es llevado a cabo entre puntos de 
una de las Partes. Las disposiciones de este Convenio, se apli- 
carán también al ingreso bruto de la participación de un con- 
sorcio (Poo!) o negocio conjunto (Joint Business) y al capital 
aplicado en el mismo que correspondan a las empresas com- 
prendidas en el Artículo II. 


3. La expresión “empresa de transporte aéreo” significa las 
personas jurídicas de derecho privado o público de los Estados 
Partes, que explotan líneas internacionales de transporte aéreo 
con aeronaves propias, arrendadas o por ellas fletadas. 


4, La expresión “autoridad competente” significa: 


en el caso de la República Oriental del Uruguay, el Minis- 
terio de Economía y Finanzas. 


en el caso de la República del Paraguay, el Ministerio de 
Hacienda. 


ARTICULO IU 


El presente Convenio rige para las siguientes empresas de 
transporte aéreo: 


En el caso de la República Oriental del Uruguay, para las 
Primeras Líneas Uruguayas de Navegación Aérea (PLUNA), o 
cualquier empresa de transporte aéreo uruguaya designada por 
las Autoridades Competentes, en el marco del Acuerdo sobre 
Transporte Aéreo concertado entre ambos Estados Contratan- 
tes, el 19 de marzo de 1957. 


En el caso de la República del Paraguay, para las Líncas 
Aéreas Paraguayas (LAP), o cualquier empresa de transporte 
aéreo paraguaya designada por las Autoridades Competentes, 
en el marco del Acuerdo sobre Transporte Aéreo concertado 
entre ambos Estados Contratantes, el 19 de marzo de 1957. 


ARTICULO IM 


Cada Estado Parte eximirá a la empresa del otro, mencio- 
nada en el Artículo II de los siguientes impuestos y demás 
gravámenes sobre la base de la reciprocidad, cuya materia im- 
ponible sean los ingresos brutos o los capitales o activos de las 
sucursales correspondientes: 
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La República Orienta! del Uruguay: 
- el impuesto a las rentas de la industria y comercio, 
- el impuesto a las comisiones, 
- el impuesto al patrimonio, 


- el impuesto a la constitución y arriendos de capital de las 
sociedades anónimas, 


La República del Paraguay: 


- del impuesto a la renta, inclusive el impuesto a beneficia- 
rios de rentas sin domicilio en el país, 


- del impuesto a determinadas entidades económicas, 
- del impuesto de patentes fiscales, y 


- del impuesto en papel sellado y estampillas (Ley 1.033/ 
64) 


ARTÍCULO IV 


1. El presente Convenio se aplicará también a los futuros 
impuestos de idéntica o análoga naturaleza que se añadan a los 
mencionados en el Artículo 1TI, o que los sustituyan. 


2. Las Autoridades Competentes de los Estados Parte se 
notificarán recíprocamente, en caso necesario, en el momento 
de su promulgación, las modificaciones de sus respectivas le- 
gislaciones fiscales. 


ARTICULO V 


Las Autoridades Competentes de los Estados Parte se pon- 
drán de acuerdo entre sí, en caso necesario, para asegurar de 
mutua conformidad una adecuada aplicación del presente Con- 
venio, O para examinar una modificación considerada como 
necesaria por una de las Partes. 


ARTICULO Vi 


Los Estados Parte se notificarán por vía diplomática, el 
cumplimiento de sus respectivos requisitos constitucionales para 
la entrada en vigor de este Convenio, el cual entrará en vigor 
en la fecha de la última de estas modificaciones y tendrá vali- 
dez con respecto a los hechos generadores producidos a partir 
del año fiscal siguiente al de su entrada en vigor. 


ARTICULO VII 


El presente Convenio permanecerá en vigor indefinidamen- 
te, pero cualquiera de los Estados Parte podrá denunciarlo. La 
denuncia deberá notificarse por vía dipiomática con un prcavi- 
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so de seis (6) meses, de modo que comience a surtir efecios a 
partir del 1* de enero del siguiente año calendario para Jos 
impuestos y demás gravámenes correspondientes a este perfo- 
do. 


HECHO en Asunción, a los catorce días del mes de mayo 
de 1991. 


Héctor Gros Espiel! FIRMA ILEGIBLE 
Por el Gobierno de la Por el Gobierno de la 
República Oriental República del Paraguay” 
del Uruguay 


SEÑOR PRESIDENTE. - Léase el proyecto. 

(Se lee) 

-En discusión general. 

El miembro informante, el señor senador Raffo, no se en- 
cuentra presente en sala, De todas maneras, se ha distribuido un 


breve informe sobre este tema. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar en general el 
proyecto de ley, 


(Se vota:) 

-17 en 17. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En discusión particular. 

Léase el artículo 1*. 

(Se lee:) 

“ARTICULO 1*. - Apruébase el Convenio para Evitar la 
Doble Imposición en Materia de Ingresos Procedentes de la 
Explotación de Líneas Internacionales de Transporte Aéreo en- 
tre el Gobierno de la República Oriental del Uruguay y el 
Gobierno de la República del Paraguay, suscrito en la ciudad 
de Asunción el 14 de mayo de 1991”. 

-En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 


-17 en 17. Afirmativa. UNANIMIDAD, 


Queda aprobado el proyecto de ley, que se comunicará a la 
Cámara de Representantes. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado, por 
ser igual al considerado). 
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7) ACUERDO CON EL REINO DE ESPAÑA PARA LA 
PROMOCION Y PROTECCION RECIPROCA. DE 
LAS INVERSIONES. Aprabación. Proyecto de.ley. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se pasa a considerar el segundo 
punto del orden del día: “Proyecto de ley por el que se aprueba 
el Acuerdo para la Promoción y la Protección Recíproca de las 
Inversiones entre el Gobierno de la República y el Reino de 
España. (Carp. N* 953/92 - Rep. N* 510/02)”. 


(Antecedentes:) 


“Carp. N* 953/92 
Rep. N? 510/92 


PODER EJECUTIVO 
Ministerio de Relaciones Exteriores 
Ministerio de Economía y Finanzas 


Montevideo, 6 de octubre de 1992. 
Señor Presidente de la Asamblea General: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese Cuerpo 
a fin de someter a su consideración el adjunto proyecto de ley, 
por el cual se aprueba el Acuerdo para la Promoción y la 
Protección Recíproca de las Inversiones entre la República Orien- 
tal del Uruguay y el Reino de España, suscrito el día 7 de abril 
de 1992, 


El objeto de dicho instrumento internacional es la intensifi- 
cación de la cooperación económica entre ambas Partes, a tra- 
vés del estímulo a las inversiones mediante la creación de con- 
diciones favorables para las mismas. : 


El Acuerdo recoge en general, tanto desde el punto de vista 
formal como sustancial, las soluciones normalmente utilizadas 
en los convenios relativos a este tema suscritos por la Repúbli- 
ca, así como en los establecidos entre terceros países. 


En el Artículo I del mismo.se definen, a los efectos de la 
aplicación de las disposiciones del Acuerdo, los conceptos de 
“Inversión”, “Inversor”, “Renta” y “Territorio”. 


En el Artículo II se establece la obligación de cada Parte de 
admitir y fomentar, de acuerdo a su ordenamiento jurídico, las 
inversiones efectuadas en su territorio por inversores de la otra 
parte, extendiéndose además dicha protección a las inversiones 
previas a la entrada en vigor del Acuerdo, realizadas al amparo 
de disposiciones legales de protección a la inversión extranjera 
de la Parte en que se efectúa la inversión, 


Dichas inversiones quedarán incluidas entre las protegidas 
por el Acuerdo siempre que fueren posteriores al 1* de abril de 
1974. 


Cada Parte Contratante protegerá, en las condiciones ya 
referidas, las inversiones alcanzadas por las disposiciones del 
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Acuerdo, sin obstaculizar el conjunto de actividades relaciona- 
das con la misma a través de medidas injustificadas o discrimi- 
natorias, debiendo asimismo esforzarse por acordar las autori- 
zaciones necesarias a dichas actividades y, en su caso, a los 
expertos y consultores encargados de llevarlas a cabo. (Artícu- 
lo ID. 


El Artículo IV garantiza a los inversores de una Parte Con- 
tratante en el territorio de la otra un tratamiento justo y equita- 
tivo, dentro de lo estipulado por la legislación nacional de esta 
última, no menos favorable que el concedido a los inversores 
locales o los de un tercer país que goce del tratamiento de 
nación más favorecida. 


No estarán incluidos en dicho tratamiento los privilegios 
emanados de una zona de libre comercio, una unión aduanera, 
un mercado común, un acuerdo para evitar la doble imposi- 
ción, una organización de asistencia económica o un Acuerdo 
que prevea condiciones análogas a las otorgadas a los partici- 
pantes de la citada organización, suscrito con anterioridad al 
instrumento internacional en estudio. 


En lo que refiere a la compensación, indemnización u Otros 
títulos onerosos, derivados de pérdidas sufridas por un inversor 
de una Parte Contratante en el territorio de la otra, a raíz de un 
conflicto armado, estado de emergencia, etc., el Artículo Y 
estipula que el tratamiento concedido a ese inversor no será 
menos favorable que el acordado a los de cualquier tercer 
Estado, y que los pagos derivados de esa compensación serán 
libremente transferibles. 


El artículo VI prevé la libertad de transferencia, para los 
inversores de una Parte Contratante que efectúen inversiones 
en el territorio de la otra, de los pagos correspondientes a 
intereses, dividendos, fondos para devolución de préstamos, 
aportaciones de capital complementario, el producido de la 
venta o liquidación, etc. 


La transferencia, que deberá realizarse de acuerdo a las 
disposiciones legales y reglamentarias de cada Parte, deberá 
ser facilitada por la misma, y se hará en divisas libremente 
convertibles. 


En cuanto a la posibilidad de adoptar medidas de nacionali- 
zación o expropiación contra inversores de la otra Parte Con- 
tratante, la misma se limita a aquellos casos en que dichas 
medidas no sean discriminatorias; se prevea el pago de una 
indemnización adecuada, efectiva, sin demora y en moneda 
libremente convertible; y se cumplan las condiciones del debi- 
do proceso legal. (Artículo VID. 


De existir una garantía contra riesgos no comerciales, en 
virtud de la cual una Parte Contratante realice un pago a un 
inversor en relación a una inversión efectuada en el territorio 
de la otra, aquella se subrogará en los derechos del inversor, 
aunque en lo que concierne a los derechos reales ligados a la 
inversión en cuestión la subrogación deberá realizarse de acuerdo 
al ordenamiento jurídico de la Parte en que se llevó a cabo la 
inversión. (Artículo IX). 
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El Artículo X prevé que, de existir entre las Partes un con- 
flicto en torno a la interpretación del Acuerdo, el mismo se 
resolverá en primer lugar, de ser posible, a través de negocia- 
ciones entre los Gobiernos. 


Si al cabo de seis meses desde el comienzo de las negocia- 
ciones la controversia no ha podido resolverse, la misma será 
sometida a consideración de un tribunal arbitral de tres miem- 
bros, uno designado por cada Parte y el tercero, que deberá ser 
nacional de un tercer Estado, por los otros dos. 


La decisión de este tribunal arbitral será definitiva y obliga- 
toria para las Partes Contratantes. 


El Artículo XI regula la solución de controversias entre una 
Parte Contratante y un inversor de la otra Parte Contratante. 


De acuerdo al mismo, deberá tentarse una solución amiga- 
ble de la controversia en un plazo de seis meses a partir de la 
fecha en que la misma fuere promovida, 


Transcurrido dicho plazo sin que se hubiere alcanzado una 
solución, cualquiera de las partes en el diferendo podrá acudir a 
los tribunales de la Parte Contratante en cuyo territorio se llevó 
a cabo la inversión. 


Luego de esa etapa, y de subsistir la controversia, la misma 
puede ser sometida a la decisión de un tribunal arbitral interna- 
cional, siempre que ambas partes así lo convengan o bien a 
petición de una de ellas, cuando al cabo de 18 meses no haya 
una decisión de los órganos jurisdiccionales antes citados sobre 
el fondo del asunto o dicha decisión, de existir, se considere 
notoriamente injusta o violatoria del Derecho Internacional, 


Los numerales 4 a 6 del Artículo XI regulan los aspectos 
procedimentales de la actividad de dicho tribunal arbitral inter- 
nacional. 


El numeral 7 del mismo Artículo establece la prohibición 
para las Partes Contratantes de promover reclamaciones inter- 
nacionales en relación a controversias sometidas a arbitraje o a 
un tribunal competente, en el sentido expresado “ut supra”, 
salvo que existiere incumplimiento de la sentencia o laudo 
dictado. 


La importancia que el Acuerdo a estudio presenta, tanto 
para el incremento de los tradicionales lazos de amistad exis- 
tentes entre la República y el Reino de España como para el 
desarrollo económico justifica, a juicio del Poder Ejecutivo, la 
pronta entrada en vigor del mismo, para lo cual se solicita la 
correspondiente aprobación parlamentaria. 


El Poder Ejecutivo reitera al señor Presidente de la Asam- 
blea General las seguridades de su más alta consideración. 


Luis Alberto Lacalle Herrera PRESIDENTE DE LA 
REPUBLICA, Héctor Gros Espiell, Ignacio de Posa- 
das Montero. 
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PROYECTO DE LEY 


Artículo 1%, - Apruébase el Acuerdo para la Promoción y la 
Protección Recíproca de las Inversiones entre la República Orien- 
tal del Uruguay y el Reino de España, suscrito el día 7 de abril 
de 1992. 


Art, 22, - Comuníquese, etc. 
Héctor Gros Espiell, Ignacio de Posadas Montero. 


CAMARA DE SENADORES 
Comisión de 
Asuntos Internacionales 


INFORME 


Al Senado: 


Vuestra Comisión de Asuntos Internacionales consideró el 
Acuerdo para la Promoción y la Protección Recíproca de las 
Inversiones entre la República y el Reino de España, cuya 
aprobación solicita el Poder Ejecutivo. Al respecto, informa lo 
siguiente: 


I. ANTECEDENTES 


1, El Acuerdo fue suscrito en Madrid, el 7 de abril de 1992 
y el Poder Ejecutivo solicita su aprobación mediante Mensaje 
de 6 de octubre del mismo año. 


2. El Senado, en el curso de la presente Legislatura aprobó 
acuerdos para la protección de inversiones entre la República y 
Alemania, Suiza, los Países Bajos, Hungría y Canadá. 


II, OBJETO 


El objeto específico del Acuerdo, como su denominación lo 
indica, es promover las inversiones de una a otra parte y darles 
protección y garantía. Á su vez, su objetivo se ubica en el 
propósito más amplio de intensificar la cooperación económica 
entre los dos países. (Mensaje del Poder Ejecutivo y Preámbu- 
lo). 


TI. ANALISIS 


1. La promoción de las inversiones se procura a través de 
un sistema de principios y de garantías estructurado en los doce 
artículos del Acuerdo. 


2, Hay, en primer término, una cuidadosa definición de los 
principales términos usados, a fin de evitar conflictos interpre- 
tativos: inversión, rentas, inversionistas y territorio de las Par- 
tes (artículo 1). 


3. Las Partes acuerdan fomentar y admitir las inversiones 
(artículo ID), protegerlas y no obstaculizar su normal desarrollo, 
así como evitar trabas de carácter burocrático. Se aclara que 
ello es en el marco de la legislación interna (artículos II y III). 
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4, Se garantiza a las inversiones un tratamiento justo y 
equitativo, no menos favorable que el otorgado a un tercer país 
que goce del Tratamiento de Nación más favorecida y no me- 
nos favorable que el otorgado a sus propios inversores. Esto 
último, con arreglo a la legislación nacional. El tratamiento así 
definido no se extenderá al régimen resultante de procesos in- 
ternacionales de integración económica (zonas de libre comer- 
cio, uniones aduaneras o mercados comunes) ni a la materia 
tributaria cuando ésta se hallare comprendida en un acuerdo 
para evitar la doble imposición o similares (artículo IV). Como 
aplicación especial del Tratamiento, se establece que las com- 
pensaciones por pérdidas ocurridas en caso de conflictos arma- 
dos y similares no serán menos favorables que las otorgadas a 
cualquier otro Estado (artículo -V). 


Si los inversores de una parte hubieran convenido con las 
otras condiciones más favorables que las del Acuerdo, dicho 
convenio no se verá afectado (artículo VID. 


5. Hay una regulación minuciosa de las garantías para ase- 
gurar la libertad de transferir pagos relativos a las inversiones. 
Las transferencias deberán ser en divisas de libre convertibili- 
dad y los inversores tendrán acceso en forma no discriminatoria 
al mercado de divisas, estableciéndose un plazo para diligen- 
ciar las operaciones de transferencia, Se prevé que la adquisi- 
ción de divisas se hará conforme a las normas cambiarias del 
país receptor y que las transferencias serán después de cumplir 
las obligaciones tributarias locales (artículo VD. 


6. Las partes asumen el compromiso de que las expropia- 
ciones y nacionalizaciones, para alcanzar a los bienes objeto de 
la inversión, cumplirán condiciones expresamente deténmina- 
das: utilidad pública declarada por ley, no discriminatorias, 
garantía del debido proceso, provisiones para el pago de com- 
pensación y materialización de ésta sin demoras y en divisas 
convertibles (artículo VID. 


7. La subrogación se admite cuando una parte paga a un 
inversor en la otra parte en virtud de una garantía contra ries- 
gos no comerciales (artículo IX). 


$. Las controversias previstas en el Acuerdo son las que 
surgen entre las partes o entre una de las partes y un inversor de 
la otra. 


Los conflictos entre las partes se dirimen, agotadas las ins- 
tancias diplomáticas, a través de un procedimiento arbitral (ar- 
tículo X). 


Las controversias entre una parte y un inversor de la otra 
deben procurar solución por medio de procedimientos amisto- 
sos y si estos fracasan (luego de seis meses), ante los tribunales 
competentes del lugar de la inversión. También podrá acudirse 
a un arbitraje internacional si el tribunal local no hubiera deci- 
dido en el plazo de 18 meses o la decisión fuera notoriamente 
injusta o contrariase el Acuerdo u otra norma de Derecho Inter- 
nacional. El arbitraje, en éstos casos, podrá ser en el marco del 
Convenio de las Naciones Unidas de 18 de marzo de 1965 o 
por medio de un tribunal ad hoc (artículo XD. 
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9. El Acuerdo entrará en vigencia luego de su ratificación 
(artículo XII) pero alcanza a las inversiones anteriores que se 
hubieran efectuado después del 1? de abril de 1974 (artículo II, 
2). Dura diez años y, luego, por tácita reconducción, por perío- 
dos de cinco (artículo XII). 


IV. EVALUACION Y RECOMENDACION 


1. Las relaciones entre Uruguay y España, basadas en pro- 
fundas raíces históricas, se encuentran actualmente en un alto 
grado de desarrollo y de dinamismo. A las corrientes y contac- 
tos tradicionales, se añaden, ahora, muestras de un creciente 
interés mutuo, evidenciado en encuentros políticos numerosos 
y de relevancia y en variados esfuerzos para acrecentar la co- 
operación y el intercambio. 


2. El Acuerdo en consideración se inscribe en esa línea y se 
integra a otros instrumentos internacionales entre los dos paí- 
ses, también radicados en el Senado: el Tratado de Asistencia 
Jurídica Mutua en Asuntos Penales y el Tratado de Coopera- 
ción y Amistad con España. Este último y el presente sobre 
inversiones, son claramente complementarios, en tanto que el 
primero encuentra especial justificación en un contexto de rela- 
ciones cada vez más estrechas. 


3. Las disposiciones del Acuerdo son las habituales cn ins- 
trumentos de esta naturaleza y no contienen innovaciones sus- 
tanciales con respecto a las contenidas en los acuerdos a que se 
hace mención en el capítulo de Antecedentes. 


4. Las normas medulares son las relativas al tratamiento a 
las inversiones (artículos II, II! y especialmente IV), transfe- 
rencia de fondos (artículo VI) y expropiaciones (artículo VID, 
las que no coliden con el ordenamiento jurídico nacional y 
coinciden con el principio constitucional de igualdad ante la 
ley, así como las normas civiles y comerciales sobre igualdad 
entre nacionales y extranjeros. Cabe señalar, sin embargo, que, 
al incluirse esas reglas en un Acuerdo internacional adquieren 
carácter convencional. 


5, La solución de controversias también se encuentra en la 
línca de otros convenios similares. En lo que se refiere a los 
conflictos entre los Estados, el procedimiento arbitral está ex- 
presamente indicado por la Constitución. Las controversias en- 
tre una parte y un inversor normalmente se solucionarán ante el 
tribunal previsto en la Ley N* 16.110, de 25 de abril de 1990. 
La posibilidad de acudir, en estos casos, a un tribunal arbitral 
internacional queda limitada a casos excepcionales, en que haya 
denegación de justicia o violación de normas internacionales o 
notoria injusticia en la decisión. 


Por las consideraciones expuestas, vuestra Comisión de 
Asuntos Internacionales recomienda al Senado la sanción del 
proyecto de ley que aprueba el Acuerdo de referencia. 


Sala de la Comisión, 5 de noviembre de 1992, 


Juan Carlos Blanco (Miembro Informante), Leopoldo 
'Bruera, Reinaldo Gargano (Discordes), Sergio Abreu, 
Juan Carlos Raffo, Américo Ricaldoni, Alberto Zu- 
marán, Senadores. 
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ACUERDO PARA LA PROMOCION Y LA 
PROTECCION RECIPROCAS DE INVERSIONES 
ENTRE LA REPUBLICA ORIENTAL DEL URUGUAY 
Y EL REINO DE ESPAÑA 


La Repúhlica Oriental del Uruguay y el Reino de España, 
en adelante las “Partes Contratantes”, 


Deseando intensificar la cooperación económica en benefi- 
cio recíproco de ambos países, 


Proponiéndose crear condiciones favorables para las inver- 
siones realizadas por inversores de cada una de las Partes Con- 
tratantes en el territorio de la otra Parte Contratante, y 


Reconociendo que la promoción y la protección de las in- 
versiones con arreglo al presente Acuerdo estimulan las inicia- 
tivas en este campo, 


Han convenido en lo siguiente: 


ARTICULO I 


A los efectos del presente Acuerdo: 


1. Por “inversión” se entiende, independientemente de la 
forma jurídica elegida, cualquier bien invertido por los inverso- 
res de una Parte Contratante en el territorio de la otra Parte 
Contratante. 


El término “inversión” comprende, en particular, aunque no 
exclusivamente: 


a) bienes muebles e inmuebles así como cualesquiera otros 
derechos reales (tales como hipotecas, derechos de prenda, usu- 
fructos y derechos similares) con respecto a cualquier clase de 
activo. 


b) derechos derivados de acciones, obligaciones y otros ti- 
pos de participaciones en sociedades privadas o públicas, de 
renta fija o variable, préstamos comerciales y financieros capi- 
talizados o no, vinculados con una inversión; 


c) activos monetarios, derechos o dinero efectivo, fondo de 
comercio y otros activos y cualquier prestación que tenga valor 
económico; 


d) derechos en materia de propiedad intelectual, procedi- 
mientos, conocimientos técnicos, patentes, marcas, nombres co- 
merciales y sistemas de producción; 


e) concesiones de origen legal o contractual, incluidas las 
que tengan por finalidad la búsqueda, cultivo, extracción o 
explotación de recursos naturales; 


f) cualquier otro tipo de participación en sociedad y empre- 
sas conjuntas. 
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2. El término “rentas” significa los montos de los beneficios 
netos o intereses vinculados a una inversión durante un período 
determinado, incluyendo en particular, aunque no exclusiva- 
mente, beneficios, dividendos e intereses. 


3. Por “inversores” se entenderá: 


a) con referencia a la República Oriental del Uruguay, las 
personas físicas que de acuerdo con su legislación son conside- 
radas como sus nacionales; 


b) con referencia, al Reino de España, las personas físicas 
que, de acuerdo con su legislación, sean residentes en su terri- 
torio; 


c) en el caso de doble nacionalidad, cada Parte Contratante 
aplicará al inversor y a las inversiones que éste realice en su 
territorio su propia legislación interna; 


d) las personas jurídicas, incluyendo compañías, socieda- 
des, asociaciones empresariales y otras organizaciones, consti- 
tuidas o debidamente organizadas en virtud de las leyes de 
dicha Parte Contratante y que tengan su sede en el territorio de 
esa misma Parte Contratante. 


4. El término “territorio” designa el terrilorio terrestre de 
cada una de las Partes Contratantes, así como la zona económi- 
ca exclusiva y la plataforma continental que se extiende fuera 
del límite del mar territorial de cada una de las Partes Contra- 
tantes sobre la cual éstas tienen o puedan tener, de acuerdo con 
el Derecho Internacional, jurisdicción y derechos soberanos a 
efectos de prospección, exploración y explotación de recursos 
naturales. 


ARTICULO II 
Fomento, Admisión 


1. Cada Parte Contratante fomentará, en la medida de lo 
posible, las inversiones efectuadas en su territorio por inverso- 
res de la otra Parte Contratante y admitirá estas inversiones, 
conforme a sus disposiciones legales. 


2, El presente Acuerdo se aplicará también a las inversiones 
de capital efectuadas antes de la entrada en vigor del mismo 
por los nacionales o sociedades de una Parte Contratante, siem- 
pre que se hubieren amparado a las disposiciones legales de la 
otra Parte Contratante sobre protección de inversiones extran- 
jeras, a partir del 1* de abril de 1974. 


ARTICULO HI 
Protección 
1, Cada Parte Contratante protegerá en su territorio las in- 
versiones efectuadas, conforme a su legislación, por inversores 


de la otra Parte Contratante y no obstaculizará, mediante medi- 
das injustificadas o discriminatorias, la gestación, el manteni- 
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miento, la utilización, el disfrute, la ampliación, la venta y, en 
su caso, la liquidación de tales inversiones. 


2. Cada Parte Contratante se esforzará por conceder las 
autorizaciones necesarias en relación con estas inversiones y 
permitirá, en el marco de su legislación, la ejecución de contra- 
tos de licencia, asistencia técnica, comercial, financiera y ad- 
ministrativa. 


3. Cada Parte Contratante se esforzará igualmente, cada vez 
que sea necesario, en dar las autorizaciones requeridas en rela- 
ción con las actividades de consultores o expertos contratados 
por inversores de la otra Parte Contratante. 


ARTICULO IV 
Tratamiento 


1. Cada Parte Contratante garantizará en su territorio un 
tratamiento justo y equitativo a las inversiones realizadas por 
inversores de la otra Parte Contratante. 


2. Este tratamiento no será menos favorable que el otorgado 
por cada Parte Contratante a las inversiones realizadas en Su 
territorio por inversores de un tercer país que goce del trata- 
miento de Nación Más Favorecida. 


3. Este tratamiento no se extenderá, sin embargo, a los 
privilegios que una Parte Contratante conceda a los inversores 
de un tercer estado, en virtud de su participación en: 


- Una zona de libre cambio, 
- Una unión aduanera, 


- Un mercado común, O 


- Una Organización de asistencia económica mutua o en 
virtud de un Acuerdo suscrito antes de la fecha de la firma del 
presente Convenio que prevea disposiciones análogas a aque- 
llas que son otorgadas por esa Parte Contratante a los partici- 
pantes de dicha organización. 


4. El tratamiento concedido con arreglo al presente artículo 
no se extenderá a beneficios, deducciones y exenciones fiscales 
u otros privilegios análogos otorgados por cualquiera de las 
Partes Contratantes a inversores de terceros países en virtud de 
un Acuerdo para Evitar la Doble Imposición o de cualquier 
otro Acuerdo en materia de tributación, 


5. Además de las disposiciones del párrafo 2 del presente 
artículo, cada Parte Contratante aplicará, con arreglo a su Le- 
gislación Nacional, a las inversiones de los inversores de la otra 
Parte Contratante un tratamiento no menos favorable que el 
otorgado a sus propios inversores. 
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ARTICULO V 
Compensación por Pérdidas 


A los inversores de cualquiera de las Partes Contratantes 
cuyas inversiones sufran pérdidas en el territorio de la otra 
Parte Contratante debido a guerra u otro conflicto armado, 
estado de emergencia, revuelta o motín, se les concederá un 
trato no menos favorable por esa otra Parte Contratante que el 
que dicha Parte Contratante concede a los inversores de cual- 
quier tercer Estado en lo que respecta a la restitución, indemní- 
zación, compensación u otro título oneroso. Esos pagos podrán 
ser transferidos libremente entre las dos Partes Contratantes. 


ARTICULO VI 
Transferencia 


Cada una de las Partes Contratantes, en cuyo territorio ha- 
yan realizado inversiones los inversores de la otra Parte Con- 
tratante, concederá a éstos la libertad de transferir los pagos 
relativos a dichas inversiones, en particular: 


a) los intereses, dividendos, beneficios y cualesquiera otros 
rendimientos. 


b) los fondos destinados a las devoluciones de préstamos 
financieros o comerciales y los derivados de otros contratos. 


c) los importes destinados a cubrir los gastos relativos a la 
gestión de la inversión, 


d) los cánones y otros pagos resultantes de los derechos 
enumerados en las letras c), d) y e) del apartado 1 del artículo 1 
del presente Acuerdo, incluso de carácter asistencial, comer- 
cial, financiero y administrativo. 


e) las aportaciones de capital complementarias necesarias 
para el mantenimiento o desarrollo de la inversión 


[) el producto de la venta o de la liquidación total o parcial 
de la inversión, incluida la revalorización del capital o even- 
tuales plusvalías, 


£) indemnizaciones abonadas por motivo de expropiación, 
de nacionalización o de medidas que tengan el mismo efecto o 
el mismo carácter, 


h) una parte apropiada de los sueldos, salarios y demás 
remuneraciones recibidas por los ciudadanos de una Parte Con- 
tratante que hayan obtenido en la otra Parte Contratante los 
correspondientes permisos de trabajo en relación con una in- 
versión, 


Las transferencias se harán en divisas libremente converti- 
bles adquiridas conforme a las normas cambiarias vigentes en 
el país receptor. 
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Las sociedades en las que participen inversores de la Otra 
Parte Contratante tendrán acceso, en forma no discriminatoria, 
al mercado de divisas de la Parte Contratante receptora de la 
inversión. 


Las transferencias se harán una vez cumplidas las obliga- 
ciones tributarias según las disposiciones legales y reglamenta- 
rias vigentes en cada Parte Contratante, 


Las Partes Contratantes se comprometen a facilitar los pro- 
cedimientos necesarios para efectuar dichas transferencias sin 
excesiva demora ni restricciones. En particular, no deberá trans- 
currir más de un plazo de tres meses desde la fecha en que el 
inversor haya presentado debidamente las solicitudes que fue- 
ren eventualmente necesarias para efectuar la transferencia has- 
ta el momento en que dicha transferencia se realice efectiva- 
mente. Por tanto, cada Parte Contratante se compromete a efec- 
tuar las formalidades que pudieren ser necesarias tanto para la 
compra de la divisa como para su transferencia efectiva al 
extranjero antes del término arriba mencionado. 


ARTICULO VII 
Nacionalización, Expropiación 


Ninguna de las Partes Contratantes tomará directa o indi- 
rectamente, medidas de expropiación, nacionalización o cual- 
quier otra medida de la misma naturaleza o efecto, contra in- 
versiones pertenecientes a inversores de la otra Parte Contra- 
tante, a menos que las medidas se tomen en caso de utilidad 
pública establecida por ley, a condición de que no sean discri- 
minatorias, estén sujetas al debido proceso legal y se hagan las 
provisiones del caso para el efectivo y adecuado pago de la 
indemnización. El monto de la indemnización, incluidos sus 
intereses, se determinará en moneda libremente convertible y 
se pagará sin demora al inversor afectado por la medida. 


ARTICULO VIII 
Condiciones más Favorables 


Las condiciones más favorables que las del presente Acuer- 
do que hayan sido convenidas por una de las Partes Contratan- 
tes con los inversores de la otra Parte Contratante no se verán 
afectadas por el presente Acuerdo. 


ARTICULO 1X ' 
Principio de Subrogación 


En el caso de que una de las Partes Contratantes efectúe un 
pago a un inversor en virtud de una garantía otorgada contra 
riesgos no comerciales respecto a una inversión realizada en el 
territorio de la Otra Parte Contratante, esta última reconocerá la 
subrogación de la primera Parte Contratante en los derechos 
económicos del inversor indemnizado. 


En lo que concierne a los derechos reales ligados a la inver- 
sión (derecho de propiedad, uso, usufructo), la subrogación 
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sólo puede producirse de acuerdo con las leyes y reglamentos 
de la Parte Contratante en la que ha sido realizada la inversión. 


ARTICULO X 


Conflictos de Interpretación del Convenio Entre las 
Partes Contratantes 


1, Las diferencias relativas a la interpretación o a la aplica- 
ción de las disposiciones del presente Acuerdo serán soluciona- 
das hasta donde sea posible, por los Gobiernos de las dos Partes 
Contratantes. 


2. Si la controversia no puede resolverse de esa forma en el 
plazo de seis meses a partir de la fecha de comienzo de las 
negociaciones, la misma será sometida, a petición de cualquie- 
ra de las Partes Contratantes, a un tribunal arbitral compuesto 
por tres miembros. Cada Parte Contratante designará un árbi- 
tro. Los árbitros así designados nombrarán un Presidente que 
deberá ser nacional de un tercer Estado. 


3. Si una de las Partes Contratantes no ha designado su 
árbitro y si, tras la invitación de la otra Parte Contratante para 
designarlo, no lo ha hecho en el plazo de dos meses, el árbitro 
será nombrado a petición de esta última Parte Contratante por 
el Presidente del Tribunal Internacional de Justicia de La Haya. 


4. Si los dos árbitros no pueden ponerse de acuerdo sobre la 
elección del Presidente durante los dos meses siguientes a su 
designación, este último será nombrado a petición de una u otra 
Parte Contratante, por el Presidente del Tribunal Internacional 
de justicia de La Haya. 


5. Si, en los casos previstos en los párrafos 3 y 4 del presen- 
te artículo, el Presidente del Tribunal Internacional de Justicia 
de La Haya no ejerce su mandato o si es nacional de una de las 
Partes Contratantes, las nominaciones serán hechas por el Vice- 
presidente y, si este último no ejerce su mandato o es nacional 
de una de las Partes Contratantes, serán hechas por el miembro 
más antiguo del Tribunal que no sea nacional de ninguna de las 
Partes Contratantes. 


6. A menos que las Partes Contratantes dispongan de otro 
modo, el tribunal fijará su propio procedimiento. 


7. Las decisiones del tribunal son definitivas y obligatorias 
para las Partes Contratantes, 


8. Cada Parte Contratante correrá con los gastos del árbitro 
por ella designado y los relacionados con su representación en 
los procedimientos arbitrales. Los demás gastos, incluidos los 
del Presidente, serán sufragados, por partes iguales, por ambas 
Partes Contratantes, 


ARTICULO XI 


Solución de Controversias entre una Parte Contratante 
e Inversores de la otra Parte Contratante 


1. Las controversias que surgieren entre una de las Partes 
Contratantes y un inversor de la otra Parte Contratante en rela- 
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ción con las inversiones en el sentido del presente Acuerdo 
deberán, en lo posible, ser amigablemente dirimidas entre las 
partes en la controversia. 


2. Si una controversia en el sentido del párrafo 1 no pudiera 
ser dirimida dentro del plazo de seis meses, contando desde la 
fecha en que una de las partes en la controversia la haya pro- 
movido, será sometida a petición de una de ellas a los tribuna- 
les competentes de la Parte Contratante en cuyo territorio se 
realizó la inversión, 


3. La controversia podrá ser sometida a un Tribunal Arbi- 
tral Internacional en cualquiera de las circunstancias siguientes: 


a) a petición de una de las partes en la controversia, cuan- 
do no exista una decisión sobre el fondo después de transcurri- 
dos dieciocho meses contados a partir de la iniciación del pro- 
ceso judicial previsto por el apartado 2 de este artículo, 


0 


cuando exista tal decisión pero la controversia subsista en- 
tre las partes por considerar cualquiera de éstas que dicha deci- 
sión es notoriamente injusta o contraviene las disposiciones de 
este Acuerdo o cualquier otra norma de Derecho Internacional. 
En esta circunstancia, el Tribunal Arbitral Internacional lauda- 
rá sobre la controversia entre las partes en su totalidad, si cons- 
tata que la parte que sometió el asunto a arbitraje lo ha hecho 
con causa justificada. 


b) cuando ambas partes en la controversia así lo hayan 
convenido., 


4. En los casos previstos por el párrafo 3 anterior, las con- 
troversias entre las partes, en el sentido de este artículo, se 
someterán de común acuerdo, cuando las partes en la contro- 
versia no hubiesen acordado otra cosa, sea a un procedimiento 
arbitral en el marco del “Convenio sobre Arreglo de Diferen- 
cias Relativas a las Inversiones entre Estados y Nacionales de 
otros Estados”, del 18 de marzo de 1965, o a un tribunal arbi- 
tral “ad hoc” establecido de conformidad con las reglas de la 
Comisión de Naciones Unidas para el Derecho Mercantil Inter- 
nacional (C.N.U.D.M.I). 


Si después de un período de tres meses a partir de que una 
de las partes hubiere solicitado el comienzo del procedimiento 
arbitral no se hubiese llegado a un acuerdo, la controversia será 
sometida a un procedimiento arbitral en el marco del “Conve- 
nio sobre Arreglo de Diferencias Relativas a las Inversiones 
Entre Estados y Nacionales de otros Estados”, del 18 de marzo 
de 1965, siempre y cuando ambas Partes sean partes de dicho 
Convenio. En caso contrario la controversia será sometida al 
tribunal arbitral “ad hoc” antes citado. 


5. El tribunal arbitral decidirá sobre la base del presente 
Acuerdo y, en su caso, sobre la base de otros tratados vigentes 
entre las Partes Contratantes del derecho interno de la Parte 
Contratante en cuyo territorio se realizó la inversión, incluyen- 
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do sus normas de Derecho Internacional Privado, y de los prin- 
cipiss generales del Derecho Internacional. 


6. La sentencia arbitral será obligatoria y cada Parte Con- 
tratante la ejecutará de acuerdo con su legislación. 


7. Las Partes Contratantes se abstendrán de promover recla- 
maciones internacionales respecto a una controversia sometida 
al arbitraje o al tribunal competente de la Parte Contratante en 
cuyo territorio fue hecha la inversión, a menos que las partes 
en la controversia no hayan ejecutado o cumplido con la sen- 
tencia o laudo pronunciado en esa controversia. 


ARTICULO XII 
Entrada en Vigor, Prórroga, Denuncia 


1. El presente Acuerdo entrará en vigor el día en que los 
dos Gobiernos se hayan notificado mutuamente que las respec- 
tivas formalidades requeridas por los ordenamientos jurídicos 
respectivos para la entrada en vigor de los acuerdos internacio- 
nales han sido cumplimentadas. Permanecerá en vigor por un 
período inicial de diez años y, por tácita reconducción, por 
períodos consecutivos de cinco años. 


Cada Parte Contratante podrá denunciar el presente Acuer- 
do, mediante notificación previa por escrito, scis meses antes 
de la fecha de su expiración. 


2. En caso de denuncia, las disposiciones previstas en los 
artículos l al XI arriba citados seguirán aplicándose durante un 
período de diez años a las inversiones efectuadas antes de la 
denuncia. 


Hecho en dos originales en lengua española, que hacen 
igualmente fe, en Madrid a los 7 días del mes de abril de 1992, 


Héctor Gros Espiel firma ilegible 
Por la República Por el Reino 
Oriental del Uruguay de España” 


SEÑOR PRESIDENTE. - Léase el proyecto. 
(Se lee) 
-En discusión general. 


Tiene la palabra el miembro informante, señor senador Blan- 
co. 


SEÑOR BLANCO. - Señor Presidente: también en este 
caso existe un informe que ha sido distribuido oportunamente 
con respecto al tema que está a consideración del Senado. De 
todas maneras, con mucho gusto haré un resumen de él, y 
desde ya adelanto que estoy a disposición de los señores sena- 
dores para evacuar cualquier consulta. 
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Este Convenio se ubica en la línea de otros de naturaleza 
similar, tendiente a la protección recíproca de inversiones ex- 
tranjeras. Sus disposiciones, sus cláusulas, son las que habitual- 
mente figuran en acuerdos de esta índole. 


En el caso específico de España, las relaciones entre los dos 
países son particularmente significativas por razones no sola- 
mente históricas, sino también porque actualmente han recibi- 
do un nuevo impulso a través de las vinculaciones ya sean 
bilaterales o entre los países latinoamericanos y el reino de 
España. De modo que el Convenio tiende a fortalecer y a desa- 
rrollar estas relaciones, y se integra también en un conjunto de 
normas que hemos considerado en este Cuerpo. Por ejemplo, 
días pasados el Senado aprobó un proyecto de cooperación en 
materia jurídica con el reino de España, y en el orden del día 
de la sesión de hoy, en el punto 9*, figura el Tratado General de 
Cooperación y Amistad entre la República y el Reino de Espa- 
fía. Específicamente, este Tratado que figura en el punto 9* -y 
que viene con el informe del señor senador Gargano- tiene 
relación con el de la protección recíproca de las inversiones, ya 
que uno promueve, justamente, la cooperación y el incremento 
de los vínculos entre los países, y el otro -es decir, el que 
estamos considerando en estos momentos- estructura un régi- 
men de garantías para las inversiones recíprocas. 


Específicamente, el convenio asegura un tratamiento iguali- 
tario a las inversiones que un país realice en el otro con respec- 
to a los inversionistas nacionales, y establece uno no menos 
favorable que el otorgado a terceros Estados. Por otra parte, 
regula normas como la transferencia de pagos relativos a las 
inversiones, o sea, todo lo que tiene que ver con los mercados 
de divisas y aspectos cambiarios. Asimismo, en otras disposi- 
ciones regula lo que dice relación con las expropiaciones y las 
nacionalizaciones, Al respecto, dice que se cumplirán cuando 
haya normas de utilidad pública declaradas por ley, que no sean 
discriminatorias, cuenten con las garantías del debido proceso y, 
asimismo, tengan provisiones para el pago de compensación y 
materialización de éstas sin demora y en divisas convertibles. 


Las normas del acuerdo no son contradictorias, sino que 
coinciden con lo que el orden jurídico nacional prevé, En mu- 
chos casos, como el cambiario y el relativo al tratamiento simi- 
lar a los inversionistas nacionales, el acuerdo se remite a las 
previsiones de las normas internas del país de que se trate, 


Con respecto al tema siempre sensible y que ha suscitado 
algunas divergencias en el seno de este Cuerpo de la solución 
de controversias o conflictos, el Acuerdo prevé dos situaciones 
distintas: cuando éstos se produzcan entre las partes determina 
que se desemboque en un procedimiento arbitral mientras que, 
toda vez que se suscite entre una de las partes y un inversio- 
nista, considera que corresponde el agotamiento de la vía 
jurisdiccional dentro del país donde ha ocurrido el conflicto. 
En el caso del Uruguay es en el Tribunal previsto en la Ley 
N? 16,110, aprobada durante esta Legislatura, en abril de 1990, 
Solamente se podría acudir a una instancia arbitral cuando hu- 
biere denegación de justicia, violación de normas internaciona- 
les o notoria injusticia en la decisión. 
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Lo que he expuesto es lo que por el momento deseaba 
informar, complementando o resumiendo lo contenido en el 
informe en mayoría de la Comisión, en el que se registran los 
votos contrarios de los señores senadores Bruera y Gargano. 


Muchas gracias, 


SEÑOR PRESIDENTE. - A modo de fundamento de voto 
adelantado, quien ejerce la Presidencia en el día de hoy quiere 
dejar constancia de que por las razones conocidas por el Cuer- 
po y relacionadas con el hecho de que en este Tratado se 
incluye la tesis de delegación de jurisdicción, por la que se 
puede resolver un conflicto que se genere en el país entre un 
particular y el Estado remitiéndolo a la decisión de un Tribunal 
ajeno a la jurisdicción nacional, vamos a votar negativamente. 
Lo haremos por el motivo expuesto, no porque estemos en 
contra del contexto de las disposiciones del Tratado. 


8) ALTERACION DEL ORDEN DEL DIA 
SEÑOR BLANCO. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR BLANCO. - Señor Presidente: no sé si este es el 
momento oportuno para plantear una cuestión de orden. Ade- 
más, quería consultar al señor senador Arana con respecto a 
este punto. 


Deseaba proponer que si ahora aprobamos este Convenio, 
consideremos de inmediato el asunto que figura en noveno 
término del orden del día que está relacionado con el Tratado 
General de Cooperación y Amistad entre la República y el 
Reino de España. Lógicamente, está muy asociado con este 
instrumento y creo que no surgirá ninguna discusión con res- 
pecto a su tratamiento. 


Veo que el señor senador Arana está de acuerdo con mi 
propuesta. Por lo tanto, hago moción en el sentido de que si se 
aprueba este asunto, inmediatamente se pase a tratar el asunto 
que figura en noveno término del orden del día. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar la moción de orden 
presentada por el señor senador Blanco en el sentido de que 
luego de aprobado el tema que estamos tratando se pase a 
considerar el Tratado General de Cooperación y Amistad entre 
la República y el Reino de España. 


(Se vota:) 
-19 en 19. Afirmativa. UNANIMIDAD, 


9) ACUERDO CON EL REINO DE ESPAÑA PARA LA 
PROMOCION Y PROTECCION RECIPROCA DE 
LAS INVERSIONES. Aprobación. Proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar en general el proyecto de ley por el que se 
aprueba el Acuerdo para la Promoción y la Protección Recípro- 
ca de las Inversiones entre el Gobierno de la República y el 
Reino de España. 
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(Se vota:) 

-20 en 20. Afirmativa, UNANIMIDAD. 

SEÑOR ASTORI. - Solicito que se rectifique la votación. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a rectificar la votación. 
(Se vota:) 

-13 en 20. Negativa. 


SEÑOR BLANCO. - Solicito que se reconsidere el asunto 
que figura en segundo término del orden del día. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar si se reconsidera el 
segundo punto del orden del día. 


(Se vota:) 
-20 en 20. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


SEÑOR BLANCO. - Solicito que se postergue la considera- 
ción de este tema para otra sesión o para más adelante dentro 
de la del día de hoy. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar la propuesta del señor senador Blanco. 


(Se vota:) 
-19 en 20. Afirmativa. 
Queda postergado este tema para la próxima sesión. 


10) TRATADO GENERAL DE COOPERACION Y AMIS- 
TAD CON EL REINO DE ESPAÑA. Aprobación. Pro- 
yecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE. - De acuerdo con lo resuelto por el 
Cuerpo, se pasa a considerar el asunto que figura en noveno 
término del orden del día: “Proyecto de ley por el que se 
aprueba el Tratado General de Cooperación y Amistad entre 
la República y el Reino de España (Carp. N* 916/92 - Rep. 
N? 521/92)”. 


(Antecedentes:) 


“Carp. N? 916/92 
Rep. N* 521/92 


PODER EJECUTIVO 
Ministerio de Relaciones Exteriores 
Ministerio de Economía y Finanzas 
Ministerio de Educación y Cultura 


Montevideo, 24 de agosto de 1992 
Señor Presidente de la Asamblea General: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese Cuerpo 
a fin de someter a su consideración el adjunto proyecto de ley 
por el que se aprueba el Tratado General de Cooperación y 
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Amistad entre la República Oriental del Uruguay y el Reino de 
Espafía, suscrito en la ciudad de Madrid, el 23 de julio de 
1992, 


Dicho instrumento internacional constituye un hito trascen- 


- dente, no sólo por implicar un paso adelante en las relaciones 


de la República con el Reino de España sino también porque 
este valora como de singular importancia el otorgamiento de 
este nuevo marco convencional, 


En el preámbulo del Tratado se hace referencia a los tradi- 
cionales vínculos de amistad entre ambas Partes, a su completa 
coincidencia en puntos esenciales de principios tales como la 
libre determinación de los pueblos, la no intervención, la abs- 
tención del recurso a la amenaza o al uso de la fuerza en las 
relaciones internacionales, la solución pacífica de las contro- 
versias, la igualdad soberana de los Estados y la cooperación 
internacional para el desarrollo. 


El citado Tratado se establece como instrumento “marco” 
destinado a la ampliación de la cooperación para el desarrollo 
entre los dos países, previéndose promover iniciativas conjun- 
tas en los ámbitos político, económico y financiero, de coope- 
ración técnica y científico-tecnológica, educativa y cultural, y 
consular. Asimismo, se dispone la creación de una Comisión 
de Alto Nivel que, presidida por el Ministro de Relaciones 
Exteriores del Uruguay y por el Ministro de Asuntos Exteriores 
de España, será el órgano responsable de la coordinación, se- 
guimiento y evaluación de este Tratado General (Artículos 1 y 
2). 


Las áreas de cooperación expresamente citadas son las si- 
guientes: 


Cooperación Política: En este ámbito las Partes se eompro- 
meten a intensificar las visitas recíprocas y contactos de sus 
respectivos Jefes de Estado, Jefes de Gobierno y Ministros, así 
como mantener consultas políticas regulares de alto nivel en 
torno a las posiciones y actuación de las Partes en el campo 
internacional. (Artículo 3). Con tal motivo se instituirá una 
Comisión Política, que además de actuar como Secretaría Per- 
manente del Tratado, se ocupará de la realización de las con- 
sultas necesarias, coordinará el seguimiento, análisis y evalua- 
ción de este Tratado General (Artículo 4). 


Cooperación Económica y Financiera: Las Partes acuerdan 
establecer un Programa Global de Cooperación Económica y 
Financiera, de 5 años de duración, que implicará una moviliza- 
ción de recursos financieros en el orden de los 300 millones de 
dólares americanos, el cual se encuentra detallado en el Acuer- 
do Económico correspondiente, parte integrante de este Trata- 
do (Anexo 2). Dicho programa pretende impulsar el desarrollo 
conjunto de Uruguay y España, fomentar el desarrollo de los 
sectores productivos y de servicios, así como estimular la pre- 
sencia de empresarios de cada país en el desarrollo del otro 
promoviendo asociaciones, empresas mixtas y otras formas de 
relación entre empresas españolas y uruguayas. (Artículo 6). 
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Para el logro de estos objetivos se prevé que ambas Partes 
establezcan un marco institucional favorable y estable, que per- 
mita a los operadores económicos de ambos países el desarro- 
llo y la planificación de sus actividades a mediano y largo 
plazo. Asimismo, se comprometen a dotar a la cooperación 
económica de suficientes recursos (Artículo 7). 


Cooperación Técnica y Científica-Tecnológica: Para cum- 
plir con los objetivos de su estrategia de desarrollo conjunto y 
autosostenido, las Partes se comprometen a estimular y favore- 
cer la cooperación técnica; a propiciar el desarrollo institucio- 
nal y la modernización de los sectores productivos y de servi- 
cios; a establecer vínculos e intercambios entre sus comunida- 
des científicas y favorecer la transferencia de tecnología, entre 
otras actividades (Artículo 9). 


En este plano los principales ámbitos de cooperación serán 
la modernización del Estado; el manejo de recursos naturales, 
la preservación del medio ambiente y del desarrolio de los 
sectores agrícola, forestal y pesquero; el desarrollo del sector 
turístico; la modernización de las empresas; el estudio y diseño 
de programas de desarrollo social con especial énfasis en los 
sectores de población menos favorecidos; el desarrollo del sec- 
tor industrial propiciando los mecanismos de reconversión y 
creación de nuevas industrias (Artículo 10). 


La cooperación científica y tecnológica se encuentra am- 
pliada en el Anexo 1, que conforma asimismo este Acuerdo, 
por el que se establecen con mayor minuciosidad los ámbitos, 
mecanismos y objetivos de la mencionada cooperación. 


Cooperación Educativa y Cultural: Con el objeto de profun- 
dizar los lazos entre las partes se prevé el estudio, defensa y 
difusión de la lengua española como principal patrimonio cul- 
tural común; el intercambio académico entre representantes de 
las universidades e instituciones de investigación; la concesión 
de becas de estudio a ciudadanos uruguayos, la conservación, 
protección y restauración del patrimonio histórico y artístico de 
interés común, etc. (Artículo 11). 


Cooperación Consular: Por la misma, ambas Partes estable- 
cen una más estrecha cooperación entre sus respectivos servi- 
cios consulares. con tal motivo, en aquellos países en los que 
no existan Oficinas Consulares de una de las Partes, los nacio- 
nales de ésta podrán acudir a la Oficina Consular de la otra 
(Artículo 13). ] 


En el capítulo de disposiciones finales se establece que en 
lo que no resulte incompatible con este Tratado continuarán 
vigentes los convenios celebrados anteriormente, de tal modo 
de mantener la continuidad de la cooperación que en la actuali- 
dad está en ejecución entre ambos países (Artículo 18). 


Por último corresponde destacar que el Tratado no prevé 
límites para su existencia en el tiempo, no obstante lo cual esa 
duración indefinida puede ser interrumpida si cualquiera de las 
Partes lo considerase necesario y si se efectúa un preaviso con 
por lo menos seis meses de antelación (Artículo 19). 
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Asimismo se establece que para el caso que se decidiese 
denunciar el Tratado ambas Partes, previa evaluación conjunta . 
de los proyectos y actuaciones en ejecución, determinarán de 
común acuerdo cuáles deben ser continuados hasta su finaliza- 
ción. 


La importancia del Tratado a estudio, tanto para la intensi- 
ficación de los tradicionales lazos de amistad entre la Repúbli- 
ca y el Reino de España como para el desarrollo, en diversas 
áreas, de ambos países, justifica a juicio del Poder Ejecutivo la 
pronta entrada en vigor del mismo, para lo cual se solicita la 
correspondiente aprobación parlamentaria, 


El Poder Ejecutivo reitera al señor Presidente de la Asam- 
blea General las seguridades de su más alta consideración. 


Luis Alberto Lacalle, PRESIDENTE DE LA RE- 
PUBLICA, Héctor Gros Espiell, Ignacio de Posa- 
das Montero, Antonio Mercader. 


PROYECTO DE LEY 


Artículo 12.- Apruébase el Tratado General de Cooperación 
y Amistad entre la República. Oriental del Uruguay y el Reino 
de España, suscrito el 23 de julio de 1992. 


Artículo 2?.- Comuníquese, etc. 


Héctor Gros Espiell, Ignacio de Posadas Montero, 
Antonio Mercader 


TRATADO GENERAL DE COOPERACION Y 
AMISTAD ENTRE LA REPUBLICA ORIENTAL DEL 
URUGUAY Y EL REINO DE ESPAÑA 


La República Oriental del Uruguay y el Reino de España 
(en adelante, las Partes); 


CONSIDERANDO el deseo de fortalecer los profundos vín- 
culos históricos y culturales que siempre han existido entre los 
dos países y los estrechos lazos de amistad que tradicionalmen- 
te han unido a sus pueblos; 


CONSTATANDO su completa coincidencia en puntos esen- 
ciales de principios tales como la libre determinación de los 
pueblos, la no intervención, la abstención del recurso a la amne- 
naza o al uso de la fuerza en las relaciones internacionales, la 
solución pacífica de las controversias, la igualdad soberana de 
los Estados y la cooperación internacional para el desarrollo; 


CONVENCIDAS de la necesidad de vivir en una democra- 
cia firme, plena y asentada sobre bases sólidas, como única 
forma política de responder a las aspiraciones éticas, sociales, 
económicas y culturales de los pueblos y de dar cauce a sus 
inquietudes; 


REITERANDO el compromiso de defender y hacer respe- 
tar los Derechos Humanos en el marco del Estado de Derecho, 
que es garantía de la dignidad y seguridad de los ciudadanos; 
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SEÑALANDO la necesidad de aunar sus esfuerzos para 
alcanzar una paz justa y duradera en toda América Latina, 
como factor imprescindible para consolidar la democracia y el 
desarrollo económico y social de la región; " 


AFIRMANDO la importancia de impulsar el desarrollo eco- 
nómico, que es una de las condiciones esenciales para consoli- 
dar y mantener un sistema democrático de libertades; 


CONVENCIDAS de la necesidad de dar un decisivo impul- 
so a los esfuerzos prácticos y concretos para lograr la integra- 
ción de América Latina, que potenciará el desarrollo y la 
interrelación de sus pueblos; 


RECONOCIENDO la trascendencia del V Centenario del 
Descubrimiento -Encuentro entre dos Mundos-, como oportuni- 
dad histórica para la reflexión y la proyección de futuro de una 
Comunidad Iberoamericana de Naciones; 


SEÑALANDO que España, especialmente a raíz de su ad- 
hesión a la Comunidad Europea, y la República Oriental del 
Uruguay, en el ámbito de los procesos de integración política y 
económica en los que participa, contribuirán a una intensifica- 
ción de las relaciones de Europa con Iberoamérica; 


EXPRESANDO su firme condena a toda acción contraria a 
la democracia y las libertades existentes por voluntad popular 
en ambos países, así como la repulsa a toda violencia, autorita- 
rismo e intolerancia; 


CREYENDO que es necesario aunar esfuerzos, a nivel in- 
ternacional, para combatir el terrorismo y el narcotráfico; 


SUBRAYANDO la exigencia de desarrollar esfuerzos co- 
munes que tiendan a lograr una mayor protección y defensa del 
medio ambiente, sin perjuicio del derecho a la explotación 
racional de los recursos naturales; 


CONSCIENTES de la gravedad del problema que supone 


la deuda externa y las trabas al libre comercio internacional 
para el desarrollo de los pueblos de Iberoamérica y para la 
consolidación de sus democracias; 


PONIENDO de relieve la exigencia de completar mediante 
un Tratado de carácter general que abarque lo dispuesto en 
virtud de Acuerdos específicos en vigor o que se concluyan en 
base a este Tratado, y en cumplimiento de los términos del 
Acta de Bases del Tratado de Cooperación y Amistad entre 
Uruguay y España, firmada en Madrid el 7 de abril del presente 
año de 1992; 


ACUERDAN lo siguiente: 
DISPOSICIONES PRELIMINARES 
AMBITOS DE COOPERACION 
ARTICULO 1 
Las Partes acuerdan fortalecer su cooperación bilateral en 


los ámbitos político, económico y financiero, de cooperación 
técnica y científico-tecnológica, educativa y cultural, y consu- 
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lar, a través de las modalidades previstas en este Tratado Gene- 
ral y us 1as que en su virtud pudieran establecerse en el futuro. 
Para ello se constituirá una Comisión de Alto Nivel que presi- 
dida por el Ministro de Relaciones Exteriores de Uruguay y por 
el Ministro de Asuntos Exteriores de España, será el conducto 
por el que se establezcan las bases para el fortalecimiento de 
los vínculos bilaterales en los ámbitos citados. . 


ARTICULO 2 


La Comisión de Alto Nivel, que será gestionada a través 
del Ministerio de Relaciones Exteriores de Uruguay y el Minis- 
terio de Asuntos Exteriores de España, será el órgano responsa- 
ble de la coordinación, seguimiento y evaluación de este Trata- 
do General, sin perjuicio de los órganos y mecanismos ya 
creados por Acuerdos específicos, y celebrará reuniones de 
consulta y análisis. 


La designación de los miembros que formen parte de las 
respectivas delegaciones, la fecha de las reuniones y la “agenda 
de trabajo se establecerán por vía diplomática. 


CAPITULO 1 
COOPERACION POLITICA 
ARTICULO 3 
En el ámbito de la cooperación política, las Partes acuerdan: 


a) Intensificar las visitas recíprocas y contactos de sus res- 
pectivos Jefes de Estado, Jefes de Gobierno y Ministros, para 
fortalecer la fluidez del diálogo político entre las dos Partes, 


b) Mantener consultas políticas regulares de alto nivel en 
torno a las posiciones y actuación de las Partes en el campo 
internacional. Para ello, propiciarán encuentros entre los res- 
ponsables de las relaciones exteriores tanto en el contexto bila- 
teral como en los diversos foros regionales y multilaterales, 


ARTICULO 4 


Las Partes instituirán un sistema de consultas políticas de 
alto nivel a través de una Comisión Política, que analizará los 
temas de orden bilateral e internacional de interés recíproco. 


La Comisión Política actuará como Secretaria Permanente 
del Tratado, realizará las consultas necesarias y coordinará el 
seguimiento, el análisis y la evaluación de este Tratado General, 


La Comisión Política elaborará informes para la Comisión 
de Alto Nivel con las conclusiones alcanzadas en sus reuniones 
y en la de los demás órganos. 

CAPITULO I 
. COOPERACION ECONOMICA Y FINANCIERA 
ARTICULO $5 


En materia de cooperación económica, las Partes acuerdan 
establecer un Programa Global de Cooperación Económica y 
Financiera, de cinco años de duración, que se detalla en el 
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Acuerdo Económico correspondiente y que forma parte inte- 
grante del presente Tratado. 


ARTICULO 6 


El Programa Global de Cooperación Económica y Finan- 
ciera pretende: 


-Impulsar el desarrollo conjunto de España y Uruguay, con 
el objetivo general de establecer mecanismos que contribuyan 
a dinamizar y modernizar ambas economías, y ampliar la co- 
operación económica y financiera entre ambas Partes, sin per- 
juicio de los compromisos internacionales adquiridos por cada 
una. E 


-Fomentar el desarrollo de los sectores productivos y de 
servicios de Uruguay y España, así como la presencia de los 
empresarios de cada país en el desarrollo del otro. A tal efecto, 
se estimulará la participación activa, promoviendo asociacio- 
nes, empresas mixtas y otras formas de relación entre empresas 
españolas y uruguayas, basándose en el principio de comple- 
mentariedad. 


-Llevar a cabo proyectos de inversión y coinversión que 
permitan a ambas Partes desarrollar actividades nuevas y prio- 
ritarias, a fin de situar a la industria española y uruguaya a un 
nivel tecnológicamente avanzado e internacionalmente compe- 
titivo. 


ARTICULO 7 
Para el logro de estos objetivos, el Programa contempla: 


-Establecer un marco institucional favorable y estable, que 
permita a los operadores económicos de ambos países el desa- 
rrollo y la planificación de sus actividades a medio y largo 
plazo. 


-Dotar a la cooperación económica de suficientes recursos 
financieros. 


-Realizar una adecuada y constante promoción y difusión 
de las posibilidades y potencial de la cooperación económica 
entre Uruguay y España. 


ARTICULO 8 
Para el cumplimiento y la vigilancia de los objetivos y las 
actuaciones previstos en el Acuerdo, se creará una Comisión 
Económico-Financiera, cuya composición y funcionamiento se 
establecerá en el mismo. 
CAPITULO IH 
COOPERACION TECNICA Y CIENTIFICO-TECNOLOGICA 
ARJICULO 9 


Ambas Partes manifiestan que la cooperación en el ámbito 
técnico y científico-tecnológico es esencial para el fortaleci- 
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miento de sus relaciones, contribuyendo significativamente al 
desarrollo conjunto y autosostenido de los dos países, para lo 
cual acuerdan: 


a) Estimular y favorecer dicha cooperación entre ambas y 
también conjuntamente con la Comunidad Europea así como 
en el seno de otros organismos multilaterales estableciendo 
para ello Programas y Proyectos de Cooperación en áreas de 
interés mutuo. 


b) Propiciar el desarrollo institucional, la modernización de 
los sectores productivos y de servicios y la mejora de la calidad 
de vida de la población, vincularido en lo posible estas acciones 
con la cooperación en materia económica y financiera. 


c) Incluir en los distintos sectores de esta cooperación el 
intercambio de experiencias y de profesionales, el asesoramien- 
to y la asistencia técnica mutua, la formación de recursos hu- 
manos, los proyectos conjuntos de investigación científica, de 
desarrollo tecnológico e innovación, así como las transferen- 
cias de tecnología. 


ARTICULO 10 


Sin perjuicio de extender la cooperación a otros campos, las 
Partes dejan constancia de su interés por colaborar en todas las 
áreas siguientes: 


a) Cooperación para la modernización del Estado. 


b) Cooperación en el ámbito de la investigación científica, 
el desarroilo tecnológico y la innovación, 


c) Cooperación en el ámbito de los recursos naturales, la 
preservación del medio ambiente y el desarrollo de los sectores 
agrícola, forestal y pesquero. 


d) Cooperación para el desarrollo del sector turístico. 


e) Cooperación para promover la modernización de las em- 
presas. 


f) Cooperación para el estudio y diseño de programas de 
desarrollo social, con especial énfasis en los sectores de pobla- 
ción menos favorecidos. 


2) Cooperación para el desarrollo del sector industrial pro- 
piciando los mecanismos de reconversión y creación de nuevas 
industrias. 


CAPITULO IV 
COOPERACION EDUCATIVA Y CULTURAL 
ARTICULO 11 
Ambas Partes coinciden en subrayar, sin perjuicio de otros, 


como campos prioritarios para su cooperación en este ámbito, 
los siguientes: 
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-Estudio, defensa y difusión de la Lengua Española como 
principal patrimonio cultural común. 


-Intercambio académico entre representantes de las respec- 
tivas universidades, instituciones de investigación y otras orga- 
nizaciones y centros. 


-Establecimiento de un eficaz sistema de equivalencias de 
estudios, con vistas al reconocimiento de títulos y diplomas 
académicos obtenidos en ambos países. 


-Concesión de becas de estudio y ayudas a la investigación, 
otorgadas de acuerdo con las prioridades que se establezcan. 


-Fomento de todas las acciones que contribuyan al mejor 
conocimiento de las respectivas culturas, hechos históricos, cos- 
tumbres y principales actividades intelectuales y artísticas. 


-Cooperación y coordinación, en la medida de lo posible, 
de actividades en el seno de los Organismos Internacionales 
competentes en este ámbito de los que ambos países sean 
parte. 


-Apoyo a las ediciones, la formación de acervos bibliográfi- 
cos y la promoción de convenios de coedición y de empresas 
mixtas editoriales que den a conocer, recíprocamente, los res- 
pectivos valores literarios y científicos, 


-Conservación, protección y restauración del patrimonio his- 
tórico y artístico de interés común. 


-Conmemoración de hechos y tradiciones de interés mutuo, 
en especial los relacionados con el V Centenario del Descubri- 
miento -Encuentro de dos Mundos-. 


ARTICULO 12 


Para asegurar la concreción de estas líneas prioritarias o de 
otras que puedan determinarse en el futuro se celebrarán las 
reuniones de expertos que sean necesarias en el marco de la 
Comisión Técnica y Científico-Tecnológica. 


CAPITULO V 
COOPERACION CONSULAR 
ARTICULO 13 


Las Partes acuerdan establecer una más estrecha coopera- 
ción entre sus respectivos servicios consulares. 


A este efecto, en aquellos países en los que no existan 
Oficinas Consulares de una de las Partes, sus nacionales podrán 
acudir a la Oficina Consular de la otra y solicitar asistencia, 
que se concederá en los términos previstos en la Convención de 
Viena sobre Relaciones Consulares y siempre que lo permitan 
la legislación y las autoridades locales. Las Partes reglamenta- 
rán de común acuerdo la prestación de esta asistencia. 
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ARTICULO 14 


Con sujeción a su legislación y de conformidad con el 
derecho internacional, cada Parte otorgará a los nacionales de 
la otra facilidades para la realización de actividades lucrativas, 
laborales o profesionales, por cuenta propia o ajena, en pie de 
igualdad con los nacionales del Estado de residencia o de tra- 
bajo necesarias para el ejercicio de dichas actividades. La ex- 
pedición de los permisos de trabajo laborales y profesionales, 
por cuenta ajena será gratuita. 


Las respectivas autoridades garantizarán el efectivo goce de 
las facilidades mencionadas, sujeto al criterio de reciprocidad. 


ARTICULO 15 


Los nacionales españoles y uruguayos podrán votar en las 
elecciones municipales del Estado en que residen y del que no 
son nacionales, con sujeción a lo dispuesto en la legislación de 
dicho Estado. 


A tal efecto, ambas Partes establecerán un acuerdo comple- 
mentario para el ejercicio del mencionado derecho de voto. 


ARTÍCULO 16 


Ambas Partes se comprometen a estudiar la ampliación del 
conjunto de los Convenios bilaterales ya vigentes en materia de 
Cooperación Jurídica y Consular, de Seguridad Social y de 
armonización de sus respectivos sistemas jurídicos. 


DISPOSICIONES FINALES 
ARTICULO 17 


Ambas Partes adoptarán las medidas administrativas y pre- 
supuestarias necesarias para el cumplimiento de los compromi- 
sos del presente Tratado. 


ARTICULO 18 


Sin perjuicio de las disposiciones establecidas en el presen- 
te Tratado, las Partes acuerdan que, en lo que no fuere incom- 
patible con el mismo, se mantienen plenamente vigentes los 
convenios celebrados con anterioridad. 


Los programas y proyectos de cooperación se desarrollarán, 
en lo que les sea aplicable, conforme a las normas de este 
Tratado General y a las de los mencionados convenios. 


ARTICULO 19 


El presente Tratado General entrará en vigor treinta días 
después de la fecha en que ambas Partes se hubieran notifica- 
do, por vía diplomática, el cumplimiento de los requisitos esta- 
blecidos por sus legislaciones internas, y permanecerá en vigor 
indefinidamente, a no ser que una de las Partes notifique su 
intención en sentido contrario a la otra, con una antelación de, 
al menos, seis meses. 
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En caso de denuncia del Tratado, ambas Partes realizarán, 
previa y conjuntamente, una evaluación de los proyectos y 
actuaciones en curso, para determinar de común acuerdo aque- 
llos que deban cumplirse hasta su terminación. 


En fe de lo cual se firma el presente Tratado General en dos 
ejemplares originales igualmente válidos, en idioma español, 
en Madrid, a los veintitrés días del mes de julio de 1992. 


Por el Reino 
de España 


Por la República 
Oriental del Uruguay 


Luis Alberto Lacalle Herrera Felipe González Márquez 
Presidente de la República Presidente del Gobierno 


ANEXO AL TRATADO GENERAL DE COOPERACION 
Y AMISTAD ENTRE LA REPUBLICA ORIENTAL 
DEL URUGUAY Y EL REINO DE ESPAÑA 
EN EL AMBITO DE LA COOPERACION TECNICA Y 
CIENTIFICO-TECNOLOGICA 


1. El Convenio Básico de Cooperación Científica y Tecno- 
lógica entre el Gobierno de la República Oriental del Uruguay 
y el Reino de España, suscrito el 29 de noviembre de 1974, así 
como el Acuerdo Complementario General de Cooperación del 
Convenio Básico, suscrito el 4 de febrero de 1987, han consti- 
tuido, hasta el momento, la base de una fructífera cooperación 
bilateral en este ámbito. 


2. La firma el veintitrés de julio de 1992 del Tratado Gene- 
ral de Cooperación y Amistad entre la República Oriental del 
Uruguay y el Reino de España posibilita un nuevo marco para 
la articulación y potenciación de una cooperación técnica y 
científico-tecnológica, que propicie el beneficio mutuo y el 
desarrollo económico y social de los dos países. 


3. Consirlerando las prioridades españolas en materia eco- 
nómica y de cooperación internacional, y las prioridades del 
Gobierno uruguayo para el Programa de Cooperación Técnica 
con España (1991-1994), se han establecido en el Capítulo del 
Tratado General de Cooperación y Amistad una serie de secto- 
res de actuación conjunta para los próximos tres años. 


4. Con el fin de concretar el contenido de estos sectores y 
su estructuración en programas y proyectos específicos y acti- 
vidades conjuntas de cooperación, se elabóra el presente Ánexo 
al Tratado General de Cooperación y Amistad. 


5. Sin perjuicio de extender la cooperación a otros sectores 
ambas Partes acuerdan: 


A) Incrementar las actividades que, en el área de la Moder- 
nización del Estado, se vienen desarrollando entre Organismos 
e Instituciones de ambos países, con especial referencia a la 
modemización del Servicio Estadístico Nacional, mediante ac- 
ciones de asistencia técnica y de capacitación de técnicos uru- 
guayos, y la descentralización, modernización y fortalecimien- 
to de la Gestión Municipal, especialmente las dirigidas a desa- 
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rrollar la capacidad de las Intendencias Municipales, mediante 
acciones de capacitación de sus cuadros administrativos y téc- 
nicos, y la readecuación de sus estructuras a las actuales de- 
mandas externas en las áreas de gestión económico-financiera 
y de fortalecimiento de las unidades de proyecto, gestión admi- 
nistrativa y servicios municipales. 


B) Potenciar la cooperación en el área Científica y Tecnoló- 
gica, especialmente aquellas acciones que inciden en el ámbito 
de la investigación, el desarrollo tecnológico y la innovación, 
destacando las que contribuyan al reforzamiento institucional 
del Consejo Nacional de Investigaciones Científicas y Tecnoló- 
gicas (CONICYT), a través de acciones de asistencia técnica 
que permitan un cabal desempeño de las actividades seleccio- 
nadas en los proyectos de ciencia y tecnología, al intercambio 
de experiencias para el desarrollo de actividades conjuntas de 
investigación científica y de formación, así como la formula- 
ción de un programa de pasantías y becas para científicos, 
técnicos y administradores uruguayos de programas de I + Den 
las Instituciones y Agencias que integran los sistemas de cien- 
cia y tecnología de ambos países. 


C) Colaborar en el fortalecimiento de los programas de 
cooperación en el ámbito de los Recursos Naturales para la 
preservación del Medio Ambiente y desarrollo de los sectores 
agrícola, forestal y pesquero. 


Con este propósito las acciones estarán dirigidas fundamen- 
talmente al ordenamiento de los recursos naturales, planifica- 
ción territorial para una gestión adecuada de los recursos natu- 
rales, mediante la aplicación de la experiencia española en 
conservación y gestión de áreas naturales, 


D) Favorecer la cooperación en materia industrial, funda- 
mentalmente dirigida a la reconversión y creación de nuevas 
industrias, transferencia tecnológica, asistencia técnica y capa- 
citación, promoviendo el intercambio de experiencias y la crea- 
ción de empresas mixtas. 


E) Cooperación para el desarrollo del Sector Turístico, con 
acciones de asistencia técnica para la elaboración de planes y 
ordenamiento turístico, de capacitación y formación de técni- 
cos y empresarios en las modernas técnicas de administración, 
gestión y promoción del sector. 


F) Incremento de la Cooperación Empresarial para promo- 
ver la modernización de la Pequeña y Mediana Empresa, como 
factor decisivo para el crecimiento económico y la creación de 
empleo. 


Estas acciones estarán dirigidas fundamentalmente, a apo- 
yar la consolidación de microempresas y la modemización del 
tejido empresarial a nivel de pequeña y mediana empresa a 
través de acciones de capacitación y asistencia técnica y finan- 
ciera para la creación de Fondos Rotatorios con objeto de esta- 
blecer líneas crediticias a microempresas. 


G) Se apoyará la realización de estudios y el diseño de 
programas de desarrollo social, con especial énfasis en los sec- 
tores de población menos favorecidos, 
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6. Para la ejecución de las acciones en tales áreas se defini- 
rán mecanismos de cooperación no reembolsable tanto guber- 
namentales como no gubernamentales. 


7. Ambos países fomentarán la participación conjunta en 
programas multilaterales de cooperación y en los programas 
enmarcados en la cooperación del Quinto Centenario -Encuen- 
tro entre dos Mundos-. 


8. Para asegurar la concreción de estas líneas prioritarias, o 
de otras que puedan determinarse en el futuro se establece una 
Comisión Mixta de Programación que se reunirá al menos una 
vez cada dos años para acordar los programas y proyectos, 
objeto de la cooperación entre los dos países durante ese período. 


La Comisión de Seguimiento y Evaluación prevista en el 
Acuerdo Complementario General de Cooperación del Conve- 
nio Básico de Cooperación Científica de 4 de febrero de 1987, 
firmado entre los dos países, se reunirá al menos dos veces al año. 


Por el Reino 
de España 


Por la República 
Oriental del Uruguay 


Luis Alberto Lacalle Herrera Felipe González Márquez 
Presidente de la República Presidente del Gobierno 


ACUERDO ECONOMICO ENTRE LA REPUBLICA 
ORIENTAL DEL URUGUAY Y EL REINO DE ESPAÑA, 
INTEGRANTE DEL TRATADO GENERAL DE 

COOPERACION Y AMISTAD HISPANO-URUGUAYO 


LA REPUBLICA ORIENTAL DEL URUGUAY Y EL REI- 
NO DE ESPAÑA, EN ADELANTE DENOMINADAS LAS 
PARTES, . 


CONSIDERANDO: 


Que el crecimiento económico de los países contribuye a la 
estabilidad política y social, a fortalecer las instituciones demo- 
cráticas y a alcanzar niveles más altos de desarrollo; 


Que el Tratado General de Cooperación y Amistad entre la 
República Oriental del Uruguay y el Reino de España expresa 
la voluntad de ambos Gobiernos de intensificar y estrechar las 
relaciones entre los dos países y sus pueblos; 


Que ambos países aspiran, en el marco del Tratado, al esta- 
blecimiento de una nueva relación bilateral, sin perjuicio de los 
compromisos internacionales adquiridos por cada uno de ellos; 


Que es deseo de ambos Estados consolidar esa relación, 
dándole un impulso en el marco de una nueva visión de la 
cooperación a través de proyectos económicos realizados en 
forma conjunta; 


Que el hecho de pertenecer a la Comunidad Económica 
Europea, en el caso de España, y al Mercado Común del Sur y 
a la Asociación Latinoamericana de Integración en el caso de 
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Uruguay, demuestra la voluntad de ambos países de intensifi- 
car lcc ostructuras regionales de integración susceptibles de 
contribuir de forma positiva al fortalecimiento de los lazos de 
cooperación entre las respectivas regiones y a favorecer la crea- 
ción de un orden internacional más equitativo; 


Que el Quinto Centenario del Descubrimiento -Encuentro 
de dos Mundos- constituye un acontecimiento de gran signifi- 
cación para ambos países, y que debe servir de incentivo para 
la profundización de las relaciones económicas bilaterales y de 
las relaciones entre los pueblos de ambas naciones; 


Acuerdan lo siguiente: 
ARTICULO 1 


Las Partes formularán y ejecutarán un Programa de Coope- 
ración con el objetivo de establecer mecanismos que contribu- 
yan a dinamizar y modernizar la economía de la República 
Oriental del Uruguay y a ampliar la cooperación económica y 
financiera entre ambos países, sin perjuicio de los compromi- 
sos internacionales adquiridos por cada uno de ellos. 


El desarrollo de este Programa tiene como objetivo movili- 
zar recursos a Uruguay por una cifra aproximada de 300 millo- 
nes de dólares de los Estados Unidos de América, durante un 
período de cinco años. 


Con este propósito, las Partes llevarán a cabo, entre otras, 
acciones de fomento al desarrollo de los sectores productivos y 
de servicios en Uruguay y a la presencia del empresariado 
español en dicho desarrollo, promoviendo asociaciones entre 
empresas españolas y uruguayas. 


Las Partes impulsarán, además, proyectos de inversión y 
coinversión que permitan a ambos países desarrollar activida- 
des prioritarias, tendientes a situar industrias españolas y uru- 
guayas en un nivel tecnológicamente avanzado e internacional- 
mente competitivo. 


ARTICULO 2 


Para la consecución de los objetivos citados, las Partes con- 
sideran necesario el establecimiento de un marco institucional 
favorable, una dotación suficiente de recursos financieros y 
una adecuada promoción y difusión de las ventajas y posibili- 
dades que este Acuerdo contempla. 


Ambas Partes, con el deseo de establecer un marco jurídico 
que facilite el desarrollo de las relaciones económicas y empre- 
sariales entre los dos países, han procedido, el siete de abril de 
mil novecientos noventa y dos a la firma del Acuerdo de Pro- 
moción y Protección Recíproca de Inversiones y estudiarán la 
negociación de Acuerdos específicos en aquellos ámbitos que 
sean de mutuo interés. A tal efecto, expresan su deseo de 
proceder a la firma de un Convenio para Evitar la Doble Impo- 
sición en materia de Renta y Patrimonio, 
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ARTICULO 3 


España facilitará créditos por valor de hasta 200 millones 
de dólares para el período 1992-1996, destinados a financiar 
exportaciones de bienes y servicios españoles a Uruguay. 


Ea financiación de proyectos se realizará bajo la modalidad 
de crédito comercial, en condiciones de consenso de la OCDE. 
Las condiciones específicas de cada crédito se determinarán en 
función de los requerimientos de cada proyecto, y gozarán de 
la garantía de la Compañía Española de Seguros de Crédito a la 
Exportación (CESCE). Los créditos se otorgarán preferente- 
mente a proyectos realizados por el sector privado, que mejo- 
ren la tecnología, aumenten la capacidad exportadora y sean 
generadores de divisas, 


La Parte española manifiesta su disposición a estudiar la 
igualación de las condiciones financieras ofertadas por países 
terceros en operaciones de suministro a Uruguay, consideradas 
de especial interés para este país y en las que participen empre- 
sas españolas. 


ARTÍCULO 4 


Las Partes inducirán aportaciones de capital, de conformi- 
dad con sus respectivas legislaciones, teniendo como meta una 
inversión global de unos 100 millones de dólares de los Estados 
Unidos de América. 


Con el fin de lograr la movilización de las inversiones y 
coinversiones de empresas españolas y uruguayas, públicas o 
privadas, ambos Gobiernos realizarán diversas tareas de pro- 
moción y estímulo por intermedio de las instituciones y en la 
forma que a continuación se señala: 


1, El Instituto Español de Comercio Exterior (ICEX) y la 
Oficina de Planeamiento y Presupuesto de la Presidencia de la 
República del Uruguay, promoverán la inversión directa y la 
difusión de los proyectos potenciales de inversión. 


2. La Compañía Española de Financiación del Desarrollo 
(COFIDES) fomentará inversiones españolas y coinversiones 
de empresas españolas y uruguayas orientadas preferentemente 
a la exportación de bienes y servicios uruguayos. Para ello, 
podrá otorgar apoyos financieros para su instalación, avales, 
garantías y, eventualmente participará con capital de riesgo que 
siempre será minoritario y temporal. 


3. La Compañía Española de Seguros de Crédito a la Ex- 
portación (CESCE) asegurará las inversiones realizadas por per- 
sonas físicas O jurídicas españolas en Uruguay, de conformidad 
con las legislaciones vigentes. 


ARTICULO 5 
Las Partes apoyarán actividades conjuntas de difusión, iden- 


tificación y promoción de oportunidades de inversión a través 
de las instituciones existentes en ambos países, y darán especial 
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importancia a aquellos acontecimientos que promuevan el de- 
sarrollo de la cooperación, tales como ferias, exposiciones es- 
pecializadas O simposios. 


ARTICULO 6 


Con el propósito de incrementar las relaciones económicas 
y desarrollar los objetivos del presente Acuerdo, las Partes [le- 
varán a cabo todas aquellas medidas de promoción comercial 
que consideren oportunas con el fin de aumentar el volumen de 
los intercambios comerciales entre ambos países. Ambas Partes 
se comprometen a no adoptar medidas de restricción o distor- 
sión del comercio que sean incompatibles con las normas y 
principios del Acuerdo General sobre Aranceles y Comercio 
para ambos países, y de la Comunidad Económica Europea en 
el caso de Españía, 


ARTICULO 7 


Con el fin de promover la cooperación industrial y econó- 
mica, ambas Partes prestarán especial atención a los problemas 
específicos de las pequeñas y medianas empresas. 


ARTICULO 8 


Ambas Partes se comprometen a estimular la creación de 
empresas mixtas, utilizando como base para ello los instrumen- 
tos previstos en sus respectivas legislaciones. 


ARTICULO 9 


Ambas Partes reforzarán los lazos en el ámbito de la coope- 
ración aérea y marítima, tanto a nivel institucional como fo- 
mentando los contactos entre las empresas del sector de ambos 
países, a través de acuerdos de asistencia o colaboración. 


ARTICULO 10 


Con el fín de asegurar el seguimiento efectivo de la ejecu- 
ción del presente Acuerdo y la resolución positiva de los com- 
promisos adquiridos, se crea una Comisión Económico-Finan- 
ciera que estará presidida, por parte española, por el Secretario 
de Estado de Comercio y, por parte uruguaya, por el Director 
de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto de la Presidencia 
de la República. 


La Comisión Económico-Financiera tendrá encomendadas, 
entre otras, las siguientes funciones: 


a) Determinar los sectores prioritarios y los proyectos espe- 
cíficos que serán objeto de promoción y apoyo. 


b) Llevar a cabo una campaña permanente de promoción de 
inversiones y coinversiones, implicando tanto a las instancias 
gubernamentales como a los sectores público y privado, 


c) Estudiar y recomendar medios y recursos que puedan 
facilitar el desarrollo de la cooperación y contactos entre em- 
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presas de ambos países, a fin de adaptar las relaciones a la 
realización de los objetivos económicos a largo plazo de las 
Partes en el Acuerdo. 


d) Estudiar y proponer acciones concertadas en terceros 
países para la ejecución conjunta de proyectos entre empresas y 
entidades económicas de España y Uruguay, incluyendo posi- 
bilidades de cofinanciación. 


e) Estudiar el desarrollo de aquellas áreas de cooperación 
en las que se considere necesario la ampliación e intensifica- 
ción de las relaciones. 


f) Analizar otras formas de cooperación que puedan conve- 
nir las Partes. 


8) Informar anualmente a la Comisión Binacional sobre los 
avances logrados en el marco del presente Acuerdo. 


Si fuese necesario, la Comisión Económico-Financiera po- 
drá constituir grupos de trabajo con el fin de tratar cuestiones 
pendientes y/o estudiar acciones o propuestas específicas deter- 
minadas por la Comisión. 


La Comisión Económica-Financiera se reunirá anualmente 
y de forma alternativa en España y en Uruguay o, a petición de 
una de las Partes, cuando se considere oportuno. 


ARTICULO 11 


El presente Acuerdo tendrá una validez de cinco años y 
entrará en vigor en la misma fecha que el Tratado General de 
Cooperación y Amistad del que es parte integrante. Al menos 
seis meses antes de su terminación, las dos Partes se reunirán 
con vistas al establecimiento de un nuevo Acuerdo. 


En fe de lo cual se firma el presente Acuerdo en dos origi- 
nales en español, siendo ambos textos igualmente auténticos. 


En Madrid, a veintitrés de julio de 1992. 


Por el Reino 
de España 


Por la República 
Oriental del Uruguay 


Luis Alberto Lacalle Herrera Felipe González Márquez 
Presidente de la República Presidente del Gobierno. 


Es copia fiel del texto original. 


Dra. Susana Rivero 
Directora de la Dirección de Tratados. 


CAMARA DE SENADORES 
Comisión de Asuntos Internacionales 


INFORME 
Al Senado: 


Vuestra Comisión de Asuntos Internacionales tiene el honor 
de proponer al Cuerpo la aprobación del proyecto de ley por el 
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que se aprueba el TRATADO GENERAL DE COOPERA- 
CION Y AMISTAD ENTRE LA REPUBLICA ORIENTAL 
DEL URUGUAY Y EL REINO DE ESPAÑA, suscrito en la 
ciudad de Madrid el 23 de julio de 1992. Conjuntamente con el 
Tratado, que está concebido como un instrumento marco desti- 
nado a la ampliación de la cooperación para el desarrollo entre 
los dos países, se suscribieron: 


1) Un Anexo referido al ámbito de la cooperación técnica y 
científico-tecnológica, y 


2) Un Acuerdo Económico, que es parte integrante del 
Tratado. 


Contenidos de Tratado 


D) El Preámbulo del mismo, constata la completa coinci- 
dencia en puntos esenciales de principios, tales como la libre 
determinación de los pueblos, la no intervención, la abstención 
del recurso de la amenaza del uso de la fuerza en las relaciones 
internacionales, la solución pacífica de las controversias, la 
igualdad soberana de los Estados y la cooperación internacio- 
nal para el desarrollo. 


Subraya el convencimiento de la necesidad de vivir en una 
democracia firme, plena y asentada sobre bases sólidas, como 
única forma política de responder a las aspiraciones éticas, 
sociales, económicas y culturales de los pueblos y de dar cauce 
a sus inquietudes. 


Reitera “el compromiso de defender y hacer respetar los 
Derechos Humanos en el marco del Estado de Derecho”. 


Señala “la necesidad de aunar esfuerzos para alcanzar una 
paz justa y duradera en toda América Latina, como factor 
imprescindible para consolidar la democracia y el desarrollo 
económico y social de la región”. 


Afirma “la importancia de impulsar el desarrollo económi- 
co como una de las condiciones esenciales para consolidar y 
mantener un sistema democrático de libertades”. 


Expresa el convencimiento acerca de “la necesidad de dar 
un decisivo impulso a los esfuerzos prácticos y concretos para 
lograr la integración de América Latina”. 


Señala la contribución que, para la intensificación de las 
relaciones de Europa con Iberoamérica, significan la adhesión 
de España a la Comunidad Europea y la participación de Uru- 
guay en el ámbito de los procesos de integración política y 
económica de la región. 


Expresa “su firme condena a toda acción contraria a la 
democracia y a las libertades existentes por voluntad popular 
en ambos países, así como la repulsa a toda violencia, autorita- 
rismo e intolerancia”. 


Manifiesta “que es necesario aunar esfuerzos a nivel inter- 
nacional para combatir el terrorismo y el narcotráfico”, y su- 
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braya la exigencia “de desarrollar esfuerzos comunes que tien- 
dan a lograr una mejor protección y defensa del medio ambien- 
te”. 


Alude a la conciencia de “la gravedad del problema que 
supone la Deuda Externa y las trabas al libre comercio interna- 
cional para el desarrollo de los pueblos iberoamericanos y la 
consolidación de sus democracias”. 


Finalmente, pone de relieve “la exigencia de completar, 
mediante un Tratado de carácter general que abarque lo dis- 
puesto en virtud de Acuerdos específicos en vigor”, el marco 
de la relación entre ambos Estados, y es en función de ello y 
del Acta de Bases del Tratado de Cooperación y Amistad entre 
Uruguay y España, firmado en Madrid el 7 de abril de 1992, 
que se acuerdan las disposiciones que pasamos a comentar. 


IT. Disposiciones preliminares. Ambitos de cooperación 


En el Artículo 1, se acuerda “fortalecer la cooperación 
bilateral en los ámbitos político, económico y financiero, de 
cooperación técnica, y científico-tecnológica, educativa y cul- 
tural”, acordándose para ello la constitución de una Comisión 
de Alto Nivel, presidida por ambos Ministros de Relaciones 
Exteriores. 


En el Artículo 2, se establece que dicha Comisión “será el 
Órgano responsable de la coordinación, seguimiento y evalua- 
ción” del Tratado, sin perjuicio de los ya creados por Acuerdos 
específicos, 


IL Cooperación política. Capítulo 1 


En su Artículo 3, se acuerda, por un lado, una intensifica- 
ción de “las visitas recíprocas y contactos (...) para fortalecer la 
fluidez del diálogo político”; por otra, se acuerda “mantener 
consultas políticas de alto nivel en torno a las posiciones y 
actuación de las Partes en el campo internacional”. 


En el Artículo 4, se establece la creación de una Comisión 
Política, la cual, actuando como Secretaría Permanente del Tra- 
tado, “analizará los temas de orden bilateral e internacional de 
interés recíproco”, “coordinará el seguimiento, el análisis y la 
evaluación” del Tratado y “elaborará informes para la Comi- 
sión de Alto Nivel”. : 


IV. Capítalo HL Cooperación económica y financiera 


Por el Artículo 5, se acuerda establecer “un Programa Glo- 
bal de Cooperación Económica y Financiera, de cinco años de 
duración, que se detalle en el Acuerdo Económico correspon- 
diente y que forma parte integrante del presente Tratado”. 


En el Artículo 6, se estabiecen los objetivos de dicho Pro- 
grama Global: -*Impulsar el desarrollo conjunto de España y 
Uruguay, con el objetivo general de establecer mecanismos que 
contribuyan a dinamizar y modernizar ambas economías (...)”. 
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- “Fomentar el desarrollo de los sectores productivos y de 
servicios de Uruguay y España (...) promoviendo asociaciones, 
empresas mixtas y otras formas de relación entre empresas 
españolas y uruguayas, basándose en el principio de la comple- 
mentariedad”, 


- “Llevar a cabo proyectos de inversión y coinversión que 
permitan a ambas Partes desarrollar actividades nuevas y prio- 
ritarias (...)”. 


En el Artículo 7, se establece que “para el logro de tales 
objetivos, el Programa contempla: 


- Establecer un marco institucional favorable y estable (...) 


- Dotar a la cooperación económica de suficientes recursos 
financieros. 


- Realizar una adecuada y constante promoción y difusión 
de las posibilidades y potencial de la cooperación económica 
entre Uruguay y España”. 


Por el Artículo 8, se crea una Comisión Económico-Finan- 
ciera, cuyo cometido es la observancia del cumplimiento y “la 
vigilancia de los objetivos y las actuaciones previstos en el 
Acuerdo”. 


V. Capítulo IM, Cooperación técnica y científico-tecnoló- 
gica 


En su Artículo 9, luego de considerarse “esencial para el 
fortalecimiento de sus relaciones” la cooperación en dicho pla- 
no, se acuerda: 


“a) Estimular y favorecer dicha cooperación entre ambas 
partes y también conjuntamente con la Comunidad Europea así 
como en el seno de otros organismos multilaterales, estable- 
ciendo para ello Programas y Proyectos de Cooperación en 
áreas de interés mutuo”. 


“b) Propiciar el desarrollo institucional, la modernización 
de los sectores productivos y de servicios y la mejora de la 
calidad de vida de la población, vinculando en lo posible estas 
acciones con la cooperación en materia económica y financie- 
ra”, 


A su vez, en el Artículo 10, se explicitan una serie de áreas 
de interés para dicha cooperación, que sintetizamos: 


- Modernización del Estado; investigación científica; pre- 
servación del medio ambiente y desarrollo de los sectores agrí- 
cola, forestal y pesquero; sector turístico; modernización de 
empresas; programas de desarrollo social; desarrollo del sector 
industrial, 


VI. Capítulo FV. Cooperación educativa y cultural 


En el Artículo 11, se fijan los campos prioritarios para 
dicha cooperación, que también sintetizamos: 
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-Estudio, defensa y difusión de la Lengua Española; inter- 
cambio académico; programas de estudio; becas de estudio; 
mejor conocimiento cultural; coordinación de actividades en el 
seno de los Organismos Internacionales; cooperación editorial; 
conservación, protección y restauración del patrimonio históri- 
co y artístico; conmemoración de hechos y tradiciones de inte- 
rés mutuo. 


Para asegurar la concreción de dichas líneas de acción, se 
acuerda en el Artículo 12 la celebración de reuniones de exper- 
tos, en el marco de la Comisión Técnica y Científico-Tecnoló- 
gica”. 


VII. Capítulo V. Cooperación Consular 


En los Artículos 13, 14, 15 y 16, se acuerda “una más 
estrecha cooperación entre sus respectivos servicios consulares. 
Se acuerdan así, la asistencia de los naturales de cada parte, allí 
donde no hayan Oficinas Consulares de la otra; el otorgamiento 
de facilidades para la realización de actividades lucrativas, la- 
borales o profesionales. Merece señalarse lo establecido en el 
Artículo 15, que dispone que los nacionales españoles y uru- 
guayos podrán votar en las elecciones municipales del Estado 
en que residen y del que no son nacionales, con sujeción a lo 
dispuesto en la legislación de dicho Estado. Se establece asi- 
mismo, que las partes establecerán un Acuerdo Complementa- 
rio para el ejercicio del mencionado derecho de voto. Este 
derecho es una innovación ya establecida entre diversos países 
europeos. 


Finalmente, ambas partes se comprometen a estudiar la am- 
pliación de los Convenios bilaterales en materia de coopera- 
ción jurídica y consular, de Seguridad Social y de armoniza- 
ción de sus respectivos sistemas jurídicos. 


VIIL Disposiciones finales 


Por el Artículo 17, se acuerda que las partes adoptarán las 
medidas administrativas y presupuestales necesarias para el cum- 
plimiento de los compromisos del presente Tratado. 


Por el Artículo 18, las Partes acuerdan que en lo que no 
fuere incompatible con el Tratado se mantienen plenamente 
vigentes los Convenios celebrados con anterioridad. 


El Artículo 19 dispone que el Tratado General entrará en 
vigor treinta días después de la fecha en que ambas Partes se 
hubieran notificado por vía diplomática el cumplimiento de los 
requisitos establecidos por sus legislaciones y permanecerá en 
vigor indefinidamente, salvo que una de las Partes notifique su 
intención en sentido contrario a la otra con una antelación de al 
menos seis meses, 


En caso de denuncia del Tratado, ambas Partes realizarán, 
previa y conjuntamente, una evaluación de los Proyectos y 
actuaciones en curso, para determinar de común acuerdo aque- 
llos que deban cumplirse hasta su terminación. 
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ANEXOS 
Junto al Tratado General, se firmaron dos Anexos: 


1. - Ambito de la cooperación Técnica y Científico-Tec- 
nológica 


En el texto se evalúa la fructífera cooperación bilateral en 
materia de cooperación científica y tecnológica realizadas en el 
marco del Convenio Básico suscrito el 29 de noviembre de 
1974, así como en el Acuerdo Complementario General de 
Cooperación del Convenio Básico, de fecha 4 de febrero de 
1977. Y atento a la firma del Tratado General que venimos de 
comentar, y a que él posibilita un nuevo marco para la articula- 
ción y potenciación de una cooperación técnica y científico- 
tecnológica, y considerando las prioridades españolas en mate- 
ria económica y de cooperación internacional y las prioridades 
del Gobierno uruguayo para el Programa de Cooperación Téc- 
nica con España (1991-1994), se han establecido en el Capítulo 
del Tratado General de Cooperación y Amistad una serie de 
sectores de actuación conjunta para los próximos tres años, 


Con el fin de concretar el contenido de estos sectores y su 
estructuración en Programas y Proyectos específicos, y de acti- 
vidades conjuntas de cooperación, se elabora el Ánexo que 
comentamos al Tratado General. 


En el Apartado 5, se dice: “Sin perjuicio de extender la 
cooperación a otros sectores, ambas partes acuerdan: A) Incre- 
mentar las actividades que, en el área de la modernización del 
Estado, se vienen desarrollando... con especial referencia a la 
modernización del Servicio Estadístico Nacional... y la descen- 
tralización, modernización y fortalecimiento de la gestión mu- 
nicipal, especialmente las dirigidas a desarrollar la capacidad 
de las Intendencias Municipales. 


B) Potenciar la cooperación en el área científica y tecnoló- 
gica, especialmente aquellas acciones que inciden en el ámbito 
de la investigación, el desarrollo tecnológico y la innovación, 
especialmente las que contribuyan al reforzamiento institucio- 
nal del Consejo Nacional de Investigaciones Científicas y Tec- 
nológicas (CONICYT). Se establece que ello se hará a través 
de acciones de asistencia técnica, intercambio de experiencia 
para el desarrollo de actividades conjuntas de investigación 
científica y de formación, así como la formulación de un pro- 
grama de pasantías y becas para científicos, técnicos y admi- 
nistradores uruguayos de programas de I + D en las Institucio- 
nes y agencias que integran los sistemas de Ciencia y Tecnolo- 
gía de ambos países. 


C) Colaborar en el fortalecimiento de los programas de 
cooperación en el ámbito de los recursos naturales para la 
preservación del Medio Ambiente y desarroilo de los sectores 
agrícola, forestal y pesquero. 


D) Favorecer ta cooperación en materia industrial, funda- 
mentalmente dirigida a la reconversión y creación de nuevas 
industrias, transferencia tecnológica, asistencia técnica y capa- 
citación. 
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E) Cooperación para el desarrollo del sector turístico. 


F) Incremento de la cooperación empresarial para promover 
la modernización de la pequeña y mediana empresa. 


G) Se apoyará la realización de estudios y el diseño de 
programas de desarrollo social, con especial énfasis en los sec- 
tores de población menos favorecidos”. 


En el numeral 6 de este anexo, se establece que “para la 
ejecución de las acciones en tales áreas, se definirán meca- 
nismos de cooperación no reembolsables tanto gubernamen- 
tales como no gubernamentales. 


Finalmente, en el numeral 8, se crea una Comisión Mixta 
de Programación, a la que se somete la concreción de estas 
líncas prioritarias, debiendo reunirse “al menos una vez cada 
dos años para acordar los programas y proyectos”. Por su parte, 
la Comisión de Seguimiento y Evaluación prevista en el Acuer- 
do Complementario ya aludido, deberá reunirse al menos dos 
veces al año. 


2, - Acuerdo Económico entre la República Oriental del 
Uruguay y el Reino de España 


Luego de considerandos que recogen y desarrollan aspectos 
ya contenidos en el Tratado General, en el Acuerdo Económico 
se establece: 


a) En el Artículo 1, se acuerda la formulación y ejecución 
de “un Programa de Cooperación con el objetivo de establecer 
mecanismos que contribuyan a dinamizar y modernizar la eco- 
nomía de la República Oriental del Uruguay y a ampliar la 
cooperación económica y financiera entre ambos países”. - Allí 
se fija el objetivo de “movilizar recursos a Uruguay por una 
cifra aproximada a 300 millones de' dólares de los Estados 
Unidos de América, durante un período de cinco años”. 


Con dicho propósito, las Partes llevarán a cabo, entre otras 
acciones de fomento al desarrollo de los sectores productivos y 
de servicios, en Uruguay, promoviendo la presencia del empre- 
sariado español en dicho desarrollo y la asociación entre em- 
presas españolas y uruguayas. Se impulsarán además proyectos 
de inversión y coinversión, que permitan a los dos países desa- 
rrollar, actividades prioritarias que logren situar las industrias 
de ambos países en un nivel tecnológicamente avanzado e in- 
ternacionalmente competitivo. 


b) El Artículo 2, para la consecusión de los objetivos cita- 
dos, establece que las Partes consideran necesario un marco 
institucional favorable, una dotación suficiente de recursos fi- 
nancieros y una adecuada promoción y difusión de las ventajas 
y posibilidades de este Acuerdo. Se señala que a fin de estable- 
cer el citado marco, jurídico, que facilite el desarrollo de las 
relaciones económicas y empresariales, las Partes han procedi- 
do, el 7 de abril de 1992, a la firma del Acuerdo de Promoción 
y Protección Recíproca de Inversiones, y expresan su deseo de 
proceder a la firma de un Convenio para evitar la doble imposi- 
ción en materia de Renta y Patrimonio. 
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c) El Artículo 3 establece que Espafía facilitará créditos por 
valor de hasta 200 millones de dólares para el período 1992- 
1996, destinados a financiar exportaciones de bienes y Servi- 
cios españoles a Uruguay. La financiación del Proyecto se rea- 
lizará bajo la modalidad del crédito comercial, en condiciones 
de consenso de la OCDE. Las condiciones específicas de cada 
crédito se determinarán en función de los requerimientos de 
cada proyecto y tendrán la garantía de la Compañía Española 
de Seguros de Créditos a la Exportación (CESCE). Los créditos 
se otorgarán preferentemente a proyectos realizados por el sec- 
tor privado, que mejoren la tecnología, aumenten la capacidad 
exportadora y sean generadores de divisas. 


d) Por el Artículo 4, se establece que “las Partes inducirán 
aportaciones de capital, de conformidad con sus respectivas 
legislaciones, teniendo como meta una inversión global de unos 
100 miilones de dólares de los Estados Unidos de América. 


Se establece asimismo, que con el fin de lograr la moviliza- 
ción de las inversiones y coinversiones públicas y privadas, 
ambos gobiernos realizarán tareas de promoción y estímulo por 
intermedio de las instituciones y en la forma que a continua- 
ción se señala: 1- El Instituto Español de Comercio Exterior 
(ICEX) y la Oficina de Planeamiento y Presupuesto de la Presi- 
dencia de la República del Uruguay, promoverán la inversión 
directa y la difusión de los proyectos potenciales de inversión; 
2- La Compañía Española de Financiación del Desarrollo (CO- 
FIDES), fomentará inversiones españolas y coinversiones de 
empresas españolas y uruguayas, orientadas preferentemente a 
la exportación de bienes y servicios uruguayos. A ese fin, po- 
drá otorgar apoyos financieros para su instalación, avales, ga- 
rantías y, eventualmente, participará con capital de riesgo, que 
siempre será minoritario y temporal; 3- la Compañía Española 
de seguros de Créditos a la Exportación asegurará las inversio- 
nes realizadas por las personas físicas y jurídicas españolas en 
el Uruguay. 


e) El Artículo S hace referencia al apoyo a actividades 
conjuntas de difusión, identificación y promoción de oportuni- 
dades de inversión y al desarrollo, con ese fin, de ferias, expo- 
siciones especializadas o simposios. 


f) Del Artículo 6 cabe destacar que “ambas Partes se com- 
prometen a no adoptar medidas de restricción o distorsión del 
comercio que sean incompatibles con las normas y principios 
del Acuerdo General sobre Aranceles y Comercio para ambos 
países, y de la Comunidad Económica Europea en el caso de 
España”. 


£) Los Artículos 7, 8 y 9, disponen que las Partes prestarán 
especial atención a las pequeñas y medianas empresas, se com- 
prometen a estimular la creación de empresas mixtas y a refor- 
zar los lazos en el ámbito de la cooperación aérea y marítima. 


h) A fin de asegurar el seguimiento efectivo de la ejecución 
del presente Acuerdo y la resolución positiva de los compromi- 
sos contraídos, se crea una Comisión Económico-Financiera 
(Artículo 10). La misma estará presidida por parte española 
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por el Secretario de Estado para el Comercio, y por parte uru- 
guaya, por el Director de la Oficina de Planeamiento y Presu- 
puesto de la Presidencia de la República. 


Tendrá encomendadas, entre otras, las siguientes funciones: 
a) determinar los sectores prioritarios y los proyectos específi- 
cos; b) realizar una campaña permanente de promoción de in- 
versiones y coinversiones; c) estudiar y recomendar medios y 
recursos que puedan facilitar el desarrollo de la cooperación; d) 
estudiar y proponer acciones concertadas en terceros países, 
para la ejecución conjunta de proyectos; e) estudiar el desarro- 
llo de áreas de cooperación que sean necesarias para la amplia- 
ción e intensificación de las relaciones; f) analizar otras formas 
de cooperación que puedan, convenir las Partes y que informa- 
rá anualmente a ta Comisión Binacional sobre los avances lo- 
grados en el marco del presente Acuerdo. 


Si fuese necesario, la Comisión Económico-financiera po- 
drá constituir grupos de trabajo con el fin de tratar cuestiones 
pendientes, estudiar acciones O propuestas específicas determi- 
nadas por la Comisión. 


La Comisión Económico-financiera se reunirá anualmente 
y alternativamente en España y en Uruguay, o a petición de 
una de las Partes, cuando se considere oportuno. 


i) Finalmente, por el Artículo 11 se establece que el Acuer- 
du Económico tendrá una validez de cinco años y entrará en 
vigor en la misma fecha que el Tratado General de Coopera- 
ción y Amistad, del que es parte integrante. Al menos scis 
meses antes de su terminación, las dos Partes se reunirán con 
vistas al establecimiento de un nuevo Acuerdo. 


Vuestra Comisión considera que tanto el Tratado General 
de Cooperación y Amistad con el Reino de España, como los 
Acuerdos establecidos en los Anexos, y relativos al ámbito de 
la Cooperación Técnica y Científico-Tecnológica, y el Acuerdo 
Económico, constituyen instrumentos que permitirán el desa- 
rrollo de una sólida política de cooperación en todos los ámbi- 
los entre nuestro país y el Reino de España. Cooperación que 
debe ser la base para el desarrollo de un crecimiento sostenido 
de nuestras economías y una contribución importante al mejo- 
ramiento de las condiciones de vida de nuestros pueblos. En 
función de estas consideraciones y de los contenidos concretos 
de los instrumentos que hemos analizado detenidamente, reco- 
mendamos al Cuerpo la aprobación de los mismos. 


Sala de la Comisión, 1? de diciembre de 1992. 
Reinaldo Gargano (Miembro Informante), Sergio 
Abreu, Hugo Batalla, Juan Carlos Blanco, Leo- 


poldo Bruera, Juan Carlos Raffo, Américo Ri- 
caldoni, Alberto Zumarán, Senadores”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión general. 


Léase el proyecto. 
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(Se lee). 


-El miembro informante de la Comisión de Asuntos Inter- 
nacionales es el senador que está presidiendo. Ha sido distri- 
buido un informe minucioso del contenido del Acuerdo y, si 
los señores senadores me permiten, voy a sintetizar la opinión 
de la Comisión. Allí se define un Tratado marco que viene 
acompañado de dos anexos: uno relativo a un Convenio de 
cooperación técnica y científico-tecnológica y el otro relacio- 
nado con un acuerdo de cooperación económica, ambos de 
mucha importancia. El Tratado comprende varias áreas de co- 
operación y tiende a dar organicidad a los distintos convenios 
que se han suscrito con el Reino de España y a proyectar a 
futuro la política de cooperación. 


Quicro significar la importancia del Tratado, específica- 
mente para los próximos cinco años, por la propuesta de co- 
operación que el Gobierno del Reino de España ha formulado, 
por la que se destinan en créditos blandos U$S 300:000.000 
para el quinquenio. Además, se comprometen recursos no re- 
embolsables que serán asignados a distintos proyectos. Perso- 
nalmente, tengo la esperanza de que se ejecute el proyecto en 
sus distintas facetas y que en el plano económico sea de tal 
naturaleza que haga honor a la actitud de cooperación que se 
plantea en este Acuerdo, que me parece de tremenda significa- 
ción. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar en gencral el 
proyecto de ley. 


(Se vota:) 

-20 en 20. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En discusión particular. 

Léase el artículo 1*. 

(Se lee:) 

“Artículo 1%.- Apruébase el Tratado General de Coopera- 
ción y Amistad entre la República Oriental del Uruguay y el 
Reino de España, suscrito el 23 de julio de 1992”, 

-En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 


20 en 20, Afirmativa, UNANIMIDAD, 


Queda aprobado el proyecto de ley que se comunicará a la 
Cámara de Representantes. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado, por 
ser igual al considerado). 
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11) INFORMES DE LA COMISION DE ASUNTOS AD- 
MINISTRATIVOS RELACIONADOS CON LA SOLI- 
CITUD DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 
PARA DESIGNAR UN MIEMBRO DEL TRIBUNAL 
DE APELACIONES Y SOLICITUDES DE VENIA 
DEL PODER EJECUTIVO PARA EXONERAR DE SUS 
CARGOS A VARIOS FUNCIONARIOS PUBLICOS, 


SEÑOR PRESIDENTE.- Corresponde pasar a sesión secre- 
ta para considerar los asuntos que figuran en décimo y decimo- 
primer lugar del orden del día. 


(Así se hace. Es la hora 16 y 27 minutos). 
(En sesión pública) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, continúa la se- 
sión. 


(Es la hora 16 y 53 minutos). 
-Dése cuenta de lo actuado en sesión secreta. 


SEÑOR SECRETARIO (Dr. Juan Harán Urioste).- El Sena- 
do en sesión secreta acordó a la Suprema Corte de Justicia la 
anuencia para designar a la doctora Mariela Sassón Galeto 
miembro del Tribunal de Apelaciones y concedió al Poder Eje- 
cutivo venía para exonerar de sus cargos a un funcionario del 
Ministerio de Economía y Finanzas, a dos funcionarios del 
Ministerio de Salud Pública y a dos funcionarios del Ministerio 
de Educación y Cultura. 


12) TIEMPO COMPARTIDO. Regulación legal. Proyecto 
de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el tercer 
punto del orden del día: “Proyecto de ley por el que se 
regula el régimen de Tiempo Compartido. (Carp. N* 664/02.- 
Rep. N* 435/92. Anexo [”. 


(Antecedentes: ) 
“Carp. N? 664/92 

Rep. N* 435/92 y Anexo I 
CAMARA DE SENADORES 
Comisión de Constitución 
y Legislación 

INFORME 

Al Senado: 


_ El tema del tiempo compartido y su regulación legal, cons- 
tituyen una nueva realidad y una materia vinculada al campo 
del turismo en constante desarrollo y expansión. 
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Es un concepto que va normalmente unido a la noción de 
“turismo de masas” y se caracteriza por lo siguiente: 


1) Es el derecho a usar y gozar de un bien; generalmente 
pero no necesariamente de un inmueble. 


2) El derecho se posee sobre un tiempo limitado. 


3) Se ejerce en períodos recurrentes (una semana, dos se- 
manas al año), 


4) Tiene un fin turístico. 


La finalidad “vacacional” es lo que explica que el interés 
del titular sea usar y gozar del bien únicamente durante un 
pequeño período de tiempo. 


NATURALEZA JURIDICA 


Con respecto a este aspecto la doctrina se encuentra dividi- 
da en dos grandes grupos: 


1) Quienes opinan que estamos frente a un derecho real. 


Se basan cn el supuesto de que es posible concebir un 
derecho real inmueble cuyo uso y goce es susceptible de divi- 
sión por turnos o período sucesivos, y cada una de esas divisio- 
nes o unidades constituyen una unidad activa de patrimonio. 


Considerar este tipo de “multipropiedad” como un derecho 
real hace que se tutele adecuadamente el derecho de goce del 
titular y se dé seguridad al comercio jurídico. El proyecto en 
consideración, enviado por el Poder Ejecutivo, se inclina en la 
dirección de derecho real, y en especial por la noción de “con- 
dominio organizado”. 


2) Como derecho personal. 

Para este sector de la doctrina, la naturaleza del derecho 
está constituido por las prestaciones a que se obliga la empresa 
promotora. 


Proyecto del Poder Ejecutivo 


Artículo 1*.- Establece una doble limitación en cuanto a la 
aplicación de esta ley: 


a) sería solamente para inmuebles ubicados en “zonas de 
interés turístico”. 


b) los únicos bienes incluidos serían los “inmuebles”. 
Art. 2. Faculta al titular o titulares de un bien en el siste- 
ma de Tiempo Compartido al uso y goce de un determinado 


espacio, limitado también a una fracción de tiempo. 


Art. 32.- Se establece un punto fimdamental que es la indi- 
visión forzosa. 
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Art. 4%.- Inciso 1*.- Establece la indivisibilidad que tiene el 
condómino sobre las cuotas. De esta manera se evitan los pro- 
blemas que surgirían si dos o más titulares de una sola cuota 
quisieran disfrutar del bien en distintos momentos. 


Inciso 2*.- Se establece la posibilidad de que un heredero 
pretenda el remate de la cuota parte sucesoria de Tiempo Com- 
partido independientemente del resto del acervo sucesorio. 


Art, 52.- Como regla general de interpretación, se establece 
la aplicación de las normas que regulan el régimen de Propie- 
dad Horizontal, salvo que se establezca expresamente lo con- 
trario. En caso de que se incorpore un bien que ya está en 
régimen de Propiedad Horizontal, es necesario realizar la in- 
corporación de todo el edificio. 


Art. 6*.- Los bienes mucbles que son necesarios para usar y 
disfrutar del bien en régimen de “Tiempo Compartido”, se 
regulan por el respectivo reglamento de copropiedad. 


Art. 72.- Da al reglamento de copropiedad, que deberá ex- 
tenderse en escritura pública, una importancia fundamental para 
regular el sistema. 


Art. 8%- Se dota a la Administración del sistema de un 
mecanismo ágil para el cobro de adeudos. El propictario moro- 
so no podrá utilizar la unidad mientras permanezca en esa 
situación. 


Art. 92. Limita la inscripción de la promesa a los edificios 
en construeción. 


Art. 10.- Se establece un mecanismo para obtener la des- 
ocupación de las unidades. 


Art. 11.- Se somete a todas las personas que desarrollan 
actividades conexas con el “Tiempo Compartido”, a lo previsto 
por la Ley N* 14,335. 


Art. 12.- Se trata de estimular la adaptación del presente 
régimen mediante el otorgamiento de exoneración fiscal. 


Sala de la Comisión, a 7 de julio de 1992. 


Enrique Cadenas Boix (Miembro Informante), Ser- 
gio Abreu, Hugo Batalla, Juan Carlos Blanco, 
José Korzeniak, Américo Ricaldoni (con salveda- 
des), Walter Santoro, Senadores. 


Montevideo, 25 de octubre de 1991 
Sr. Presidente de la Asamblea General 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese Cuerpo 
a los efectos de remitir el adjunto proyecto de ley. 
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EXPOSICION DE MOTIVOS 


El Tiempo Compartido, como sistema de utilización de 
bienes (generalmente inmuebles) por fracciones de tiempo de- 
terminadas atribuidas a diferentes titulares, constituye una rea- 
lidad económica en constante expansión en el mundo modemo. 


Casi desconocido o poco utilizado en nuestro medio, hasta 
hace poco tiempo, tal sistema ha adquirido un creciente desa- 
rrollo en los últimos años, especialmente en el ámbito turístico, 
transformándose en una modalidad de oferta inmobiliaria de 
marcada relevancia. 

El auge del Tiempo Compartido ha generado, consiguiente- 
mente, la necesidad de estructurar una regulación legal que 
permita atender satisfactoriamente las eventuales situaciones 
de conflicto que, a su torno, se generan. Tarea ésta, que dista 
de ser sencilla, en atención a lo novedoso del sistema y a la 
múltiple problemática que el mismo plantea. 


Desde un punto de vista estrictamente jurídico, el fenóme- 
no del Tiempo Compartido admite una amplia gama de posibi- 
lidades de regulación y, al respecto, tanto en el derecho com- 
parado como en la doctrina especializada, se han transformado 
soluciones muy variadas, Así, y por citar las variantes más 
comunes, se le ha encuadrado como un derecho personal (sea 
como prestación de empresa al usuario o bajo forma societa- 
ria), o como un derecho real. 


No obstante las diferencias de enfoques señaladas, se detec- 
ta un punto de generalizada concordancia: la necesidad de una 
normativa legal especifica, para dotar al sistema de la impres- 
cindible seguridad jurídica y propiciar, así, su progreso y desa- 
rrollo. 


En este sentido, y aun reconociendo la validez de cualquier 
otra de las varias soluciones posibles, el adjunto proyecto se 
orienta en la dirección del derecho real y, dentro de esa ver- 
tiente, por una forma de dominio: el condominio organizado. 
Se ha considerado que dicho arbitrio es, en nuestro medio el 
que mejor contempla los derechos y expectativas de los even- 
tuales adquirentes y el que asegura una efectiva vinculación al 
bien adquirido si bicn tenue, dada la rotación temporal y el 
gran número de copropietarios, extremo este último, que se 
juzga útil para el correcto funcionamiento del sistema. 


Coincidentemente, la Cámara Uruguaya de Tiempo Com- 
partido, en un proyecto de ley que propiciara hace algún tiem- 
po, señalaba: “la solución del derecho real, con la consecuen- 
cia de la instrumentación en escritura pública y de la inscrip- 
ción en los Registros Públicos de la Propiedad Raíz, no sólo es 
la más perfecta desde el punto de vista técnico, por la similitud 
-casi paralelismo- del sistema con otros regímenes de copropie- 
dad, como es el de la Propiedad Horizontal, sino porque ofrece 
las máximas garantías de seguridad, tanto en la contratación 
definitiva como en el ámbito del precontrato. A ello debe agre- 
garse; sin duda un importante factor sicológico de apego a 
formas tradicionales de instrumentar el dominio, que son ade- 
más las más conocidas por los adquirentes extranjeros (vgr. 
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argentinos), a los que se orienta principalmente esta solución 
de arraigo turístico esencial”, 


El Proyecto ha optado, asimismo, por articular un marco 
normativo básico en lugar de una regulación extensa y casuísti- 
ca, procurando que el exceso normativo no asfixie el normal 
desenvolvimiento del sistema, 


En cuanto al examen detallado del articulado, pueden for- 
mularse las siguientes apreciaciones: 


Artículo 12.- Se ha circunscripto el régimen a determinados 
bienes inmuebles y, dentro de éstos, a los que se ubiquen en 
determinadas zonas de interés turístico. Se ha entendido que 
una iniciativa del Ministerio de Turismo, debe tener necesaria- 
mente ese enfoque, sin perjuicio que en la instancia de discu- 
sión parlamentaria se pueda ampliar tal espectro, 


No se han incluido determinados bienes muebles de posible 
utilización turística, pues ello haría necesario un sistema regu- 
latorio especial, que complicaría esta norma inicial, que se 
busca sea lo más sencilla posible. 


Se ha optado por hablar de “propiedad en Tiempo Compar- 
tido”, sin afiliarse a alguna de las múltiples y variadas denomi- 
naciones que existen en doctrina y legislación comparada. Se 
entiende que hablar de “propiedad” resulta beneficioso a los 
efectos del desarrollo del sistema y coherente con la naturaleza 
de la regulación: el giro “en régimen de”, asimila esta situación 
a la “propiedad horizontal” instituto jurídico de amplísimo de- 
sarrollo y aceptación entre nosotros que, por otra parte, se ha 
adoptado como respaldo y regulación subsidiaria de este inno- 
vador sistema; y, por último, “Tiempo Compartido” recoge la 
denominación de más generalizada aceptación (por más que se 
refiera al resultado del sistema). 


Art, 22.. Se establece que el sometimiento de un bien al 
estatuto especial de la propiedad en Tiempo Compartido, posi- 
bilita al titular o titulares de una cuota parte preestablecida 
(determinada en forma inamovible en el reglamento de copro- 
piedad, por ejemplo 20/1000 del inmueble) al uso y goce de un 
determinado espacio, fijado con referencia a un plano de frac- 
cionamiento que se juzga imprescindible, Dicho uso y goce 
está limitado a una fracción de tiempo calendario anual, lo cual 
es de esencia del sistema. 

Las potencialidades que están en el reglamento de copro- 
piedad, se hacen efectivas y concretas en el título de adquisi- 
ción, de donde surge que el adquirente de tal cuota parte del 
inmueble, tiene derecho de uso y goce sobre tal parte de él, por 
el período que se fija. 


Las llamadas “semanas flotantes” no quedan comprendidas 
en el marco del sistema, porque su admisión complicaría en 
grado sumo la organización. Ello no es óbice para que las 
mismas existan, al igual que el régimen de intercambio, pero 
todo ello como contratación accesoria O complementaria, que 
no roza la esencia del sistema. 
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. Art. 32, - Se establece expresamente la inhibición forzosa 
del bien en condominio, llave de bóveda de todo el sistema, 
toda vez que, en la copropiedad común, es de principio el 
derecho a solicitar la cesación de la misma. 


Art. 49, - La determinación en el reglamento de copropie- 
dad, de las cuotas partes de división posibles, consolida a éstas 
como objeto de derecho y evita la atomización de las cuotas 
partes, a las que se considera indivisibles. Por tanto, si dos o 
más personas adquieren una cuota parte en el régimen, la mis- 
ma no se podrá partir, ni existirá posibilidad de actuación indi- 
vidual respecto de dicha cuota; la misma deberá ser conjunta, 
al igual que en el caso de fallecimiento del titular. Si no hay 
unanimidad, corresponderá el remate público de la cuota parte 


respectiva, 


Es forzoso reconocer cierta artificiosidad a la indivisibili- 
dad de la cuota parte, pero ella aparece como imprescindible 
para asegurar la correlación con un determinado uso y goce, 
referido a una parte del inmueble, durante cierto lapso. 


La trasmisión de la cuota por parte del titular, queda sujeta 
a dos principios generales en la materia. 


Art. 5% - Se establece la aplicación de la normativa que 
regula la propiedad horizontal, en todos los bienes sometidos al 
régimen de la ley, salvo en lo que éste disponga otra cosa. 


Esta remisión genérica, obvia la reglamentación minuciosa 
de múltiples aspectos relativos al uso de los bienes, innovacio- 
nes, obras nuevas, administración del edificio, destrucción del 
mismo, vetustez, reparación, reconstrucción, seguros, etc, 


Si el bien a incorporar está en régimen de propiedad hori- 
zontal, se exige la incorporación de todo el edificio y anexos, 
descartándose la aplicación a unidades aisladas de propiedad 
horizontal en diferentes edificios (con reglamentaciones disími- 
les), lo que daría lugar a un verdadero galimatías jurídico. 


Al exigirse la incorporación respecto de todo el edificio, se 
asegura que todos los propietarios (o el propietario único de 
todas las unidades) participen en el procedimiento, modifican- 
do, en su caso, el reglamento de copropiedad horizontal, ha- 
ciéndolo compatible si no lo fuera, y suscribiendo el respectivo 
reglamento de propiedad en Tiempo Compartido. 


En el caso de unidades en propiedad horizontal, se ha deter- 
minado que las cuotas partes de propiedad en Tiempo Compar- 
tido, se refieran a dichas unidades, que tienen individualidad 
jurídica. No obstante ello, éstas quedan integradas en el sistema 
general del Tiempo Compartido, a través del reglamento espe- 
cífico, 


Parece propio destacar que la aludida analogía entre el Tiem- 
po Compartido y la propiedad horizontal -e incluso las solucio- 
nes del proyecto que la reconocen, consagrando la aplicabili- 
dad de las normas reguladoras de ésta al nuevo instituto- no 
suponen de ningún modo que el Tiempo Compartido requiera 
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necesariamente una infraestructura de división horizontal del 
inmueble afectado al Tiempo Compartido. 


Será sin duda lo más común, incluso por la existencia de 
edificios regidos por la horizontalidad, en lo que sólo se opere 
una afectación parcial al Tiempo Compartido. Pero nada obsta 
a que no se dé la propiedad horizontal y sí el Tiempo Compar- 
tido, 


Art. 6*. - La regulación de los bienes muebles, que tienen 
un importante rol en el disfrute de las unidades, se ha conside- 
rado del caso dejarla librada al respectivo reglamento. 


Art. 72, - Se trata de estructurar, en forma clara, un proceso 
de incorporación que dé las debidas garantías de seriedad y 
seguridad jurídica. 


Se da al reglamento un rol prioritario para regular el siste- 
ma, 


El plano de fraccionamiento resulta fundamental para dar 
precisión a los derechos respectivos. 


El establecimiento de un sistema fijo de división en cuotas 
partes del dominio de todo el inmueble (o de las unidades en 
propiedad horizontal en su caso) y su correlación con los dere- 
chos de uso y goce, por fracciones de tiempo preestablecidas 
(no inferiores a una semana y no superiores a cuarenta y cuatro, 
para dejar un cierto margen para reparaciones y emergencias) 
se juzga básico para ordenar el funcionamiento de la propie- 
dad. 


Se ha determinado que la correlación atenderá a los valores 
asignados inicialmente, partiendo del principio de que el valor 
de las semanas no es igual, puesto que existen las temporadas 
alta, media y baja. Por tanto, si una semana no tiene el mismo 
valor, referida a la misma unidad, deberá esa diferencia refle- 
jarse en la cuota parte de dominio correlativa. 


Así, si una semana de alta temporada vale el triple que una 
semana de baja, los porcentajes respectivos en el dominio, guar- 
darán esa relación. 


La regulación genérica que emana del reglamento, cobrará 
virtualidad, en cada caso, al efectuarse la respectiva adquisi- 
ción, la que*fijará la efectiva vinculación del adquirente con 
una porción específica del bien, durante un lapso concreto. 


La inscripción del reglamento, la garantía recíproca y los 
seguros, son requisitos que siguen el sistema de la propiedad 
horizontal, de generalizada y pacífica aplicación, 


Art. 8%. - Se ha procurado dotar a la Administración del 
sistema de un mecanismo ágil para el cobro de los adeudos 
(eliminando la exigencia prevista en propiedad horizontal, en 
cuanto a la aprobación de la Asamblea -artículo 14 Ley N* 
14.560) por juzgarla de aplicación muy compleja en este régi- 
men, 
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Y 
El moroso no podrá ocupar la unidad asignada, lo cual es 
otro arbitrio tendiente a que regularice su situación. 


Se ha consagrado una limitación de responsabilidad, a la 
cuota parte en propiedad, por obligaciones contraídas por la 
Administración y las que emanen de responsabilidad extracon- 
tractual, lo que se ha juzgado necesario, en atención a la muy 
esporádica vinculación de los usuarios (muchos posibles resi- 
dentes en el extranjero) con el edificio y su problemática. 


Art. 9%, - Con relación a la promesa de atribución de pro- 
piedad se han precisado los efectos que surgen de la misma, 
haciendo referencia a las normas aplicables de la Ley N* 8,733, 
de 17 de junio de 1931. 


Art. 10. - Se establece un mecanismo práctico para obtener 
la desocupación de las unidades, lo que es fundamental para el 
correcto funcionamiento del sistema. 


Art. 11. - Se asimila a las personas que desarrollen activi- 
dades relativas al Tiempo Compartido a los demás prestadores 
de servicios turísticos, posibilitando la intervención de contra- 
lor del Ministerio de Turismo. 


Podrá, así, fiscalizarse la actividad, requerir registros, ga- 
rantías, etc., del mismo modo que se hace con otras formas de 
alojamiento turístico. 


Art. 12. - Procura estimular, mediante el otorgamiento de 
una amplia exoneración fiscal, la adaptación al régimen creado 
en el presente Proyecto, de aquellos sistemas de Tiempo Com- 
partido ya organizados o en vías de organizarse. 


Saluda al señor Presidente con la mayor consideración. 


Luis Alberto Lacalle Herrera, PRESIDENTE DE LA RE- 
PUBLICA, José Villar. 


PROYECTO DE LEY 


Artículo 12. - Los bienes inmuebles podrán ser objeto de 
derecho de propiedad en régimen de tiempo compartido, de 
acuerdo a las disposiciones de la presente ley y la reglamenta- 
ción que al efecto dictará el Poder Ejecutivo, estableciendo los 
requisitos habilitantes y las zonas de radicación de tales inmue- 
bles, que deberán ser necesariamente, zonas de interés turístico, 


Art. 2%. - El derecho de propiedad en régimen de tiempo 
compartido faculta al titular de una cuota parte preestablecida, 
la que se fijará en el reglamento de copropiedad, al uso y goce 
del bien o parte de él, según se determine con referencia al 
respectivo plano de fraccionamiento, por el tiempo calendario 
anual estipulado en el título de adquisición. 


El titular ejercerá el uso y goce del bien con cargo de 
mantener su forma y sustancia y de entregarlo a la finalización 
del tiempo calendario asignado, ya sea a su sucesor en el dere- 
cho de uso y goce o al administrador del sistema. 
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Art. 3%, - Mientras subsista la vigencia del régimen de pro- 
piedad en tiempo compartido, el bien permanecerá en estado 
de indivisión forzosa, quedándole prohibido a los copropieta- 
rios solicitar la respectiva cesación del condominio, 


Art. 4%. - Las cuotas partes de la propiedad en tiempo 
compartido se consideran indivisibles y sus titulares actuarán 
respecto a ellas, como frente a un único objeto de derecho. 


Si no existiera unanimidad entre varios co-titulares de una 
misma cuota, Cualquiera de ellos tiene el derecho de pedir la 
venta en pública subasta, conforme a lo previsto en el artículo 
1755 de Código Civil. 


La titularidad sobre las cuotas será trasmisible por modo 
sucesión o por cualquier título y modo hábil para trasmitir el 
dominio. 


Art. 5% - En todos los aspectos no previstos en la presente 
ley, se aplicarán, supletoriamente, las normas que regulan el 
régimen de la propiedad horizontal. 


La incorporación de un bien en propiedad horizontal al 
régimen de propiedad en tiempo compartido, sólo será posible 
si comprende la totalidad del edificio y anexos y en tanto fuere 
compatible con el uso convenido para las unidades de propie- 
dad horizontal, en el reglamento de copropiedad respectivo. 


En tal caso, las cuotas partes de la propiedad en tiempo 
compartido se entenderán referidas a las respectivas unidades 
de propiedad horizontal y a los bienes afectados al uso común. 

Art. 6*. - El respectivo reglamento de copropiedad determi- 
nará los bienes muebles necesarios por el buen uso del bien en 
el régimen de tiempo compartido. 


Art. 72 - Son requisitos indispensables para constituir el 
régimen de propiedad en tiempo compartido: 


A) El otorgamiento por escritura pública, del reglamento de 
copropiedad, en el que deberá constar obligatoriamente: 


a- Una completa descripción del bien, con sus partes de 
utilización privativa y común, conforme al plano debidamente 
inscripto en la Dirección General del Catastro Nacional y apro- 
bado por la autoridad municipal respectiva. 


b- Un sistema fijo de cuotas partes de división del dominio 
que comprenda a la totalidad del inmueble, en correlación a los 
respectivos derechos de uso y goce, exclusivo, sucesivo y alter- 
nado de todo el inmueble o parte de él, por las fracciones de 
tiempo preestablecidas. Las fracciones de tiempo no podrán ser 
inferiores a una semana ni exceder de cuarenta y cuatro al año, 
debiéndose mantener una reserva equilibrada para atender re- 
paraciones y emergencias. 


c- Dicha correlación se establecerá atendiendo a los valores 
asignados al efectuar la incorporación, a las distintas partes de 
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utilización privativa y a los diferentes períodos de uso anual 
previstos, de acuerdo a las variaciones estacionales, 


La vinculación, en cada caso, entre la cuota adquirida y el 
período de uso y goce anual, relativo a la parte privativa y a los 
bienes comunes, surgirá del respectivo título de adquisición. 


d- Los derechos de los respectivos titulares y sus obligacio- 
nes, con especial referencia a la proporción en que deberán 
participar en los gastos de mantenimiento, conservación, repa- 
ración, renovación y demás que se originen en los espacios 
privativos y comunes. También se deberán determinar las pe- 
nas e indemnizaciones que correspondan en salvaguardia del 
sistema y, en especial, de la debida rotación en el goce de los 
bienes. 


e- Las normas que reguien la administración de! inmueble, 
integración de sus órganos, formas de funcionamiento, compe- 
tencia, facultades y responsabilidades de las autoridades. 


B) La inscripción del reglamento de copropiedad en el Re- 
gistro de Traslaciones de Dominio del lugar de radicación del 
inmueble, a los efectos de su oponibilidad a terceros. 


C) La constitución, por cada titular, de un derecho real de 
garantía recíproco y prioritario a favor de los restantes, a fin de 
asegurar el cobro de los gastos que correspondan. El monto de 
dicho gravamen será del 30% del valor asignado, conforme a lo 
establecido en el num, 3* dci lit. A) precedente, actualizado 
según lo previsto en el decreto-ley N* 14.500, de 8 de marzo de 
1976. 


El derecho real de garantía se documentará en el acto cons- 
titutivo del régimen, surtiendo eficacia a partir de su registración, 


D) La contratación de los seguros previstos en el artículo 20 
de la Ley N* 10.751, de 25 de junio de 1946, por el mínimo 
previsto por el artículo $* inciso c) del decreto-ley N* 14.261, 
de 3 setiembre de 1974, 


Art. 82%, - Las cantidades líquidas que los titulares de pro- 
piedad en tiempo compartido adeuden por cualquier concepto y 
que resulten de las liquidaciones formuladas por la administra- 
ción del sistema, de acuerdo a lo establecido en el reglamento 
de copropiedad, constituirán título ejecutivo. 


Ello no obsta a las facultades judiciales conferidas por el 
artículo 10 de-la Ley N* 10.751, en la redacción dada por el 
decreto-ley N* 14,560, de 19 de agosto de 1976, que serán 
extensibles respecto de los bienes muebles que accedan al bien 
principal, cuando corresponda. 


El copropietario moroso en el pago de los gastos comunes, 
no tendrá derecho al uso y goce del bien en el período que le 
corresponde, hasta tanto no satisfaga las deudas pendientes. El 
administrador queda facultado para impedir el uso mientras 
dure la mora, la que se producirá por el solo vencimiento de los 
términos, sin necesidad de diligencia alguna. 
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El titular de la cuota parte de propiedad en tiempo compar- 
tido responderá plenamente, con todos sus bienes, frente a la 
Administración y los demás titulares, por las obligaciones de 
pagar los gastos comunes y demás que asuma en el título cons- 
titutivo y reglamento de copropiedad. Responderá frente a ter- 
ceros por obligaciones generadas en contratos celebrados por la 
Administración y, extracontractualmente, por su vinculación 
con el bien, en ambos casos, solamente por su cuota parte en la 
copropiedad en el mismo. 


Art. 9%, - La promesa de atribución de propiedad en tiempo 
compartido se inscribirá en el Registro de Promesas de Enaje- 
nación de Inmuebles, a los solos efectos establecidos por los 
artículos 15, 31 y 35 de la Ley N* 8.733, de 17 de junio de 
1931. Se admitirá únicamente la inscripción de la promesa 
relativa a los edificios en construcción. 


Art. 10. - Si un copropietario se negare a desocupar el bien 
al vencimiento de la fracción de tiempo calendario que le ha 
sido asignada para el uso y goce del mismo, será aplicable, 
para obtener su restitución, el proceso de entrega de la cosa 
establecido en el artículo 364 del Código General del Proceso. 


Art. 11. - Las personas físicas o jurídicas que desarrollen 
actividades de comercialización, administración o intercambio 
de tiempo compartido serán considerados prestadores de servi- 
cios turísticos y quedarán sujetos a los previsto por el decreto- 
ley N* 14,335, de 23 de diciembre de 1974, y sus disposiciones 
reglamentarias. 


Art. 12, - Transitorio. Los sistemas de tiempo compartido 
que se hayan organizado o se estén organizando a la fecha de 
promulgación de la presente ley y que dentro de un plazo de 
180 días a contar de la fecha de reglamentación de la misma, 
adapten su estructura e instrumentación, a sus preceptos norma- 
tivos, quedarán exonerados de toda clase de tributos, tanto en 
los trámites que deban cumplirse como en los actos y contratos 
que deban celebrarse a esos efectos y en cuanto a los planos de 
mensura o fraccionamiento que hayan de practicarse, 


Art. 13. - El Poder Ejecutivo reglamentará la presente ley 
dentro de los 90 días de su promulgación. 


Art. 14, - Comuníquese, publíquese, etc. 


José Villar. 


CAMARA DE SENADORES 
Comisión de 
Constitución y Legislación 


PROYECTO SUSTITUTIVO 


Artículo 1%. - Los bienes inmuebles podrán ser objeto de 
derecho de propiedad en régimen de tiempo compartido, con el 
alcance que establezca el título de propiedad respectivo y de 
conformidad con las disposiciones contenidas en la presente 
ley. 
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Art. 2%, - El derecho de propiedad en régimen de tiempo 
coMjauio faculta al titular del derecho, a usar y gozar del 
bien, por el tiempo estipulado en el respectivo título de adqui- 
sición. 


El titular ejercerá el uso y goce del bien con cargo de 
manicner su forma y sustancia y de entregarlo a la finalización 
del tiempo calendario asignado, ya sea a su sucesor en el dere- 
cho de uso y goce o al administrador del sistema. 


Art. 3% - Mientras subsista la vigencia del régimen de 
propiedad en tiempo compartido, el bien permanecerá en esta- 
do de indivisión forzosa, quedándole prohibido a los copropie- 
tarios solicitar la respectiva cesación del condominio. 


Art. 4% - Las cuotas partes de la propiedad en tiempo 
compartido se consideran indivisibles y sus titulares actuarán 
respecto a eilas, como frente a un único objeto de derecho. 


Si no existiera unanimidad entre varios cotitulares de una 
misma cuota, cualquicra de ellos tiene el derecho de pedir la 
venta en pública subasta, conforme a lo previsto en el artículo 
1755 del Código Civil. 


La titularidad sobre las cuotas será trasmisible por modo 
sucesión o por cualquier título y modo hábil para trasmitir el 
dominio. 


Art. 52, - En todos los aspectos no previstos en la presente 
ley, se aplicarán, supletoriamente, las normas que regulan el 
régimen de la propiedad horizontal. 


La incorporación de un bien en propiedad horizontal al 
régimen de propiedad en tiempo compartido, sólo será posible 
si comprende la totalidad del edificio y anexos y en tanto fuere 
compatible con el uso convenido para las unidades de' propie- 
dad horizontal, en el reglamento de copropiedad respectivo. 


En tal caso, las cuotas partes de la propiedad en tiempo 
compartido se entenderán referidas a las respectivas unidades 
de propiedad horizontal y a los bienes afectados al uso común. 


Art. 62%, - Los bienes muebles que accedan a los bienes 
raíces sometidos al régimen de esta ley, estarán determinados 
en el respectivo reglamento de copropiedad. 


Art. 72, - El régimen de propiedad en tiempo compartido 
estará sujeto al cumplimiento de los siguientes requisitos: 


A) El otorgamiento por escritura pública, del reglamento de 
copropiedad, en el que deberá constar obligatoriamente: 


a - Una completa descripción del bien, con sus partes de 
utilización privativa y común, conforme al plano debidamente 
inscripto en la Dirección General del Catastro Nacional y apro- 
bado por la autoridad municipal respectiva. 


b - Un sistema fijo de cuotas partes de división del dominio 
que comprenda a la totalidad del inmueble, en correlación a los 
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respectivos derechos de uso y goce, exclusivo, sucesivo y alter- 
nado de todo el inmueble o parte de él, por las fracciones de 
tiempo preestablecidas. Las fracciones de tiempo no podrán ser 
interiores a una semana ni exceder de cuarenta y cuatro al año, 
debiéndose mantener una reserva equilibrada para atender re- 
paraciones y emergencias. 


c - Dicha correlación se establecerá atendiendo a los valo- 
res asignados al efectuar la incorporación, a las distintas partes 
de utilización privativa y a los diferentes períodos de uso anual 
previstos, de acuerdo a las variaciones estacionales. 


La vinculación, en cada caso, entre la cuota adquirida y el 
período de uso y goce anual, relativo a la parte privativa y a los 
bienes comunes, surgirá del respectivo título de adquisición. 


d - Los derechos de los respectivos titulares y sus obligacio- 
nes, con especial referencia a la proporción en que deberán 
participar en los gastos de mantenimiento, conservación, repa- 
ración, renovación y demás que se originen en los espacios 
privativos y comunes. También se deberán determinar las pe- 
nas e indemnizaciones que correspondan en salvaguardia del 
sistema y, en especial, de la debida rotación en el goce de los 
bienes. 


e - Las normas que regulen la administración del inmueble, 
integración de sus órganos, formas de funcionamiento, compe- 
tencia, facultades y responsabilidades de las autoridades. 


B) La inscripción del Reglamento de copropiedad en el 
Registro de Traslaciones de Dominio del lugar de radicación 
del inmueble a los efectos de su oponibilidad a terceros. 


C) La constitución, por cada titular, de un derecho real de 
garantía recíproco y prioritario a favor de los restantes, a fin de 
asegurar el cobro de los gastos que correspondan. El monto de 
dicho gravamen será del 30% del valor asignado, conforme a lo 
establecido en el numeral 3? del literal A) precedente, actuali- 
zado según lo previsto en el decreto-ley N* 14,500, de 8 de 
marzo de 1976. 


El derecho real de garantía se documentará en el acto cons- 
tilutivo del régimen, surtiendo eficacia a partir de su registra- 
ción. 


D) La contratación de los seguros previstos en el artículo 20 
de la Ley N* 10,751, de 25 de junio de 1946, por el mínimo 
previsto por el artículo $* inciso c) del decreto-ley N* 14.261, 
de 3 de setiembre de 1974. 


Art. 8% - Las cantidades líquidas que los titulares de pro- 
piedad en tiempo compartido adeuden por cualquier concepto y 
que resulten de las liquidaciones formuladas por la administra- 
ción del sistema, de acuerdo a lo establecido en el reglamento 
de copropiedad, constituirán título ejecutivo, 


Ello no obsta a las facultades judiciales conferidas por el 
artículo 10 de la Ley N* 10.751, en la redacción dada por el 
decreto-ley N* 14.560, de 19 de agosto de 1976, que serán 
extensibles respecto de los bienes muebles que accedan al bien 
principal, cuando corresponda. 
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El copropietario moroso en el pago de los gastos comunes, 
no tendrá derecho al uso y goce del bien en el período que le 
corresponde, hasta tanto no satisfaga las deudas pendientes, El 
administrador queda facultado para impedir el uso mientras 
Jure la mora, la que se producirá por el solo vencimiento de los 
términos, sin necesidad de diligencia alguna. 


El titular de la cuota parte de propiedad en tiempo compar- 
tido responderá plenamente, con todos sus bienes, frente a la 
Administración y los demás titulares, por las obligaciones de 
pagar los gastos comunes y demás que asuma en el título cons- 
titutivo y reglamento de copropiedad. Responderá frente a ter- 
ceros por obligaciones generadas en contratos celebrados por la 
Administración y, extracontractualmente, por su vinculación 
con el bien, en ambos casos, solamente por su cuota parte en la 
copropiedad en el mismo. 


Art. 9%, - La promesa de atribución de propiedad en tiempo 
compartido se inscribirá en el Registro de Promesas de Enaje- 
nación de Inmuebles, a los solos efectos establecidos por los 
artículos 15, 31 y 35 de la Ley N* 8.733, de 17 de junio de 
1931. Se admitirá únicamente la inscripción de la promesa 
relativa a los edificios en construcción, 


Art. 10, - Si un copropietario se negare a desocupar el bien 
al vencimiento de la fracción de tiempo calendario que lc ha 
sido asignada para el uso y goce del mismo, será aplicable, 
para obtener su restitución, el proceso de entrega de la cosa 
establecido en el artículo 364 del Código General del Proceso. 


Art. 11. - Las personas físicas o jurídicas que desarrollen 
actividades de comercialización, administración o intercambio 
de tiempo compartido serán considerados prestadores de servi- 
cios turísticos y quedarán sujetos a lo previsto por el decreto- 
lcy N* 14,335, de 23 de diciembre de 1974, y sus disposiciones 
reglamentarias, siempre que el edificio dedicado a tiempo com- 
partido se encuentre en una zona de interés turístico. 


Art. 12, - Transitorio. Los sistemas de tiempo compartido 
que se hayan organizado o se estén organizando a la fecha de 
promulgación de la presente ley y que dentro de un plazo de 
180 días a contar de la fecha de reglamentación de la misma, 
adapten su estructura e instrumentación, a sus preceptos norma- 
tivos, quedarán exonerados de toda clase de tributos, tanto en 
los trámites que deban cumplirse como en los actos y contratos 
que deban celebrarse a esos efectos y en cuanto a los planos de 
mensura o fraccionamiento que hayan de practicarse. 


Art. 13. - El Poder Ejecutivo reglamentará la presente ley 
dentro de los 90 días de su promulgación. 


Art. 14. - Comuníquese, publíquese, etc. 

Sala de la Comisión, a 3 de noviembre de 1992. 
Enrique Cadenas Boix (Miembro Informante), Ser- 
gio Abreu, Juan Carlos Blanco, José Korzeniak, 


Walter Santoro, Hugo Batalla, Américo Ricaldoni 
(Discorde). Senadores”. 
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SEÑOR PRESIDENTE. - Léase el proyecto de ley. 
(Se lee) 
-En discusión general. 


Tiene la palabra el miembro informante, señor senador Ca- 
denas Boix. 


SEÑOR CADENAS BOIX. - Este proyecto de ley tiene su 
origen en el Poder Ejecutivo y atiende, fundamentalmente, a 
estimular un nuevo sistema de propiedad para fomentar el tu- 
rismo. Este régimen se caracteriza por la pluralidad de titulares 
de derechos cualitativamente iguales en cuanto al goce y dis- 
frute de un determinado bien. Normalmente, se trata de un 
único bien inmueble aunque, generalmente, a éste se le agregan 
determinados bienes muebles necesarios para el uso de dicha 
finca. 


La cuota de uso o disfrute del bien se determina de acuerdo 
con el factor tiempo, que es el que va a darnos el preciso 
concepto de este instituto jurídico que tratamos de reglamentar 
a través de este proyecto de ley. El espacio de tiempo que el 
usuario adquiere es un aspecto esencial a esta situación jurídi- 
ca. La titularidad asignada le otorga a aquél la prerrogativa de 
usár con exclusividad la cosa y los bienes accesorios por un 
período y en forma alternada. Cada quien tiene un título inde- 
pendiente que sólo podrá ejercitar en forma exclusiva durante 
el espacio cronológico que adquirió, No se trata de una titula- 
ción temporal, o sea, sujeta a término, sino de la titularidad de 
un derecho subjetivo, ejercitable durante un turno, cada año y a 
perpetuidad. 


Este concepto que acabamos de brindar es el que de una 
manera más aproximada describe este instituto jurídico que es 
de moderna aparición. 


Quisiera leer algunos conceptos vertidos por el doctor Car- 
los De Cores, profesor de la Facultad de Derecho, en una mo- 
nografía sobre este tema. El dice que en este punto, como en 
todos, es la realidad económica la que ha llegado antes que el 
Derecho. Son las necesidades que han golpeado la puerta. Es la 
inventiva y la iniciativa empresarial la que ha pensado y orga- 
nizado sistemas de multipropiedad sin pedir ni obtener licencia 
y €s la aceptación del mercado la que ha convertido esta inicia- 
tiva en una realidad que exige de parte de los juristas una 
reflexión sobre su ubicación sistemática y sobre su regulación 
normativa. También expresa que por un lado está el interés del 
cliente de acceder a una unidad inmobiliaria en una localidad 
turísticamente atractiva, con un desembolso inicial reducido y 
gastos de gestión manejables para una economía de clase me- 
dia y, por otro, el de los empresarios y operadores turísticos 
que han encontrado en forma más rápida los inmuebles que 
construyen y de asegurarse un mercado mucho más amplio que 
pueda acceder a sus productos. De este modo, va quedando 
claro que el sistema está pensado para tender al desarrollo del 
turismo de masas, concretado en la demanda creciente durante 
estos últimos veinte años de breves estancias de vacaciones en 
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la montaña o en el mar, posibilitándolo mediante un costo 
reducido. Asimismo, representa la alternativa de reconversión 
del sector turístico y hotelero que está enfrentado a una grave 
crisis y necesitado de encontrar una forma de inversión más 
rentable y menos arriesgada. 


En términos generales, estos son los conceptos a los que 
apunta el presente proyecto de ley. Como recordarán los seño- 
res senadores, este proyecto de ley estuvo a consideración del 
Cuerpo hace alrededor de dos meses y volvió a Comisión a 
solicitud de un señor senador para que la Cámara de Tiempo 
Compartido pudiera expresar sus inquietudes y comentarios 
sobre el proyecto. Los representantes de la Comisión escucha- 
ron sus aspiraciones que se redujeron a tres puntos fundamen- 
tales. 


El primero de ellos, es el de extender el régimen de tiempo 
compartido no sólo a bienes ubicados en zonas turísticas, sino 
a la totalidad de los inmuebles. El segundo, consiste en que un 
mismo inmucble pueda ser, sólo en parte, afectado al régimen 
de tiempo compartido. Por último, refiere a que el régimen se 
extendiera también a bienes muebles. 


La Comisión atendió la primera de las aspiraciones en el 
sentido de que este régimen se extienda a otras zonas no afec- 
tadas por el turismo. 


Asimismo, no aceptó que un mismo inmueble pudiera dedi- 
carse sólo en parte a tiempo compartido, por considerar que 
eso podría perjudicar el sistema de titulación de la propiedad y, 
además, porque tendría que generarse un mecanismo de publi- 
cidad que no se compadecía con la utilidad establecida en un 
régimen de este tipo para bienes muebles. 


Otro aspecto a tener en cuenta es el de la naturaleza jurídi- 
ca del derecho que apareja este régimen. En relación con este 
punto no quiero cansar al Cuerpo con conceptos que no son 
muy entretenidos. Hay una referencia al respecto en el informe 
escrito que se agregó al Repartido. Solamente quiero decir que 
una parte de la doctrina se inclina por considerar que se trata 
de un derecho real, y otra apunta a que es un derecho personal 
que estaría dado por la relación existente entre el administrador 
del tiempo compartido y el usuario de bienes en ese carácter. 


Era cuanto quería informar, señor Presidente. 

SEÑOR RICALDONL.- Pido la palabra. 

SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor senador. 

SEÑOR RICALDONI.- He votado discorde este proyecto 
de ley por algunas razones que quiero enumerar muy sintética- 
mente. - 

En primer lugar, creo que esta experiencia si bien, por una 
parte, se está realizando en el Uruguay sin una normativa espe- 


cífica -hay lugares donde efectivamente eso está ocurriendo-, 
para alcanzar la previsión legal expresa, desde mi punto de 
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vista, debió haber dado mérito a una elaboración legislativa 
distinta a la que está a consideración del Senado. 


Tengo la convicción de que no podemos legislar sobre este 
tema en una forma general y comprensiva de todas y cada una 
de las situaciones que se puedan plantear en el país. Creo que 
por este camino estamos involuntariamente, por supuesto, abrien- 
do las puertas al eventual desconocimiento de la legislación 
sobre alquileres. Pienso que este proyecto de ley permite algu- 
nas válvulas de escape a normas de dicha legislación vigente 
que establece ciertas normas que aseguran por un tiempo legal 
mínimo la radicación del arrendatario dentro del inmueble que 
ocupe. Ello, para mí, es particularmente importante en lo que 
tiene que ver con la casa-habitación. Hay situaciones que darán 
pie a la posibilidad de eludir lo que la normativa vigente esta- 
blece como radicación mínima de muchos de los inquilinos, 
para casa-habitación de este país. 


En segundo término, entiendo que debió haberse comenza- 
do por una experiencia que atendiera lo que fue el origen de la 
preocupación del Poder Ejecutivo, es decir, las zonas de interés 
turístico, Me parece que en ese sentido debió haberse manteni- 
do la orientación dada por dicho Poder y no extenderla -como 
se hace por este proyecto de ley- a todas y cada una de las 
situaciones habitacionales de la República. En Montevideo esto 
es aplicable tanto al Parque Posadas como a la zona de Pocitos 
o la de Carrasco y ni que hablar a la llamada “Costa de Oro”. 


Entonces, no me parece adecuado que sin las experiencias 
que se darán en el correr del tiempo, abruptamente -si se me 
permite la expresión- todo lo que tiene que ver con la ocupa- 
ción de inmuebles pueda quedar sometido a este sistema, Creo, 
además, que faltan o debieran haberse incluido normas que 
eviten un riesgo que considero que será prácticamente cierto en 
muchos casos. Hay intereses que no voy a calificar en forma 
negativa, pero que son muy claros, de parte de ciertos promoto- 
res de empresas constructoras de edificios que están buscando 
por este medio asegurarse, mediante la combinación de las 
normas legales y las previsiones que ya en algunos edificios 
erigidos en carácter de propiedad horizontal existen en las zo- 
nas balnearias del país, el control de prácticamente todas las 
decisiones fundamentales que hacen a la marcha de una cons- 
trucción de éstas que están destinadas al tiempo compartido. El 
origen de toda la preocupación que muchos sectores tienen por 
la rápida sanción de este proyecto de ley -trámite que, como 
sabemos, sin embargo no lo ha sido y ello'habla muy bien de la 
atención prestada por la Comisión a este respecto- se explica 
por el interés de retener y mantener dicho control, en lo que 
tiene que ver con edificios de alto precio y, repito, instalados 
en las zonas turísticas. 


Señalo nuevamente, señor Presidente, que este proyecto de 
ley en su letra y con la intención que se le ha dado -que respeto 
pero que no comparto- abarca todas y cada una de las situacio- 
nes habitacionales planteadas en el país. Potencialmente ello es 
posible y me parece algo extremadamente opinable, por no 
decir que esta es una de las razones por las que no acompaño 
esta iniciativa. 
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Existen artículos en este proyecto de ley que, evidentemen- 
te, obedecen a finalidades que no han quedado claras para la 
Comisión y en eso creo que no habría polémica entre quienes 
la integramos. Por ejemplo, el artículo 12 transitorio, es de una 
difícil inteligencia en cuanto a su verdadero alcance y está 
referido a los sistemas de tiempo compartido que se hayan 
organizado o se estén organizando a la fecha de promulgación 
de la presente ley, haciéndolos quedar exonerados de toda clase 
de tributos, tanto en los trámites que deban cumplirse, como en 
los actos y contratos que deben celebrarse a sus efectos, etcéte- 
ra. En este caso, me pregunto por qué se propone esta exonera- 
ción tributaria; me parece que ella debe estar referida a deter- 
minadas empresas constructoras. Pienso que bienvenido sea 
cuanto hagamos por favorecer la construcción. Sin embargo, 
esto no está referido a ese aspecto, sino a quienes están ya 
embarcados en la tarea de convertir edificios en construcciones 
destinadas a tiempo compartido. 


Resumiendo lo que he expresado anteriormente, repito 
que esto tiene una extensión que no es la que hubiera comparti- 
do -porque abarca exclusivamente la zona de interés turístico, 
tal como sucede en otros países-; además, atenta, aunque en 
forma involuntaria, contra normas de la legislación de alquile- 
res que, más allá de que puedan ser perfectibles como sin duda 
lo son, para ciertas categorías de arrendatarios aseguran la radi- 
cación en la finca que ocupan. Por otra parte, por fuerza de las 
circunstancias, porque ello es inevitable y por lo que significa 
el hecho de que en una misma unidad habitacional van a haber 
sucesivamente muchos que la ocupen, lo que sucederá será que 
no se podrá apreciar realmente la voluntad de los beneficiarios 
del régimen de copropiedad, porque en los hechos ocurrirá lo 
mismo que en muchas sociedades anónimas de los países alta- 
mente desarrollados donde éstas son controladas con no más 
del 5% del capital accionario, lo cual no refleja un manejo 
adecuado del órgano social Asamblea de Copropietarios ni la 
opinión de todos. Solamente en países como éste es necesario 
conseguir el 51% del capital accionario para controlar una so- 
ciedad anónima. Sin embargo, en los países altamente desarro- 
llados ello es absolutamente innecesario. Aclaro que expreso 
esto sin ningún tipo de alusiones a otros temas de actualidad, 
ya que observo una cierta sonrisa en el señor Presidente, 


Por estas razones, en una actitud personal que no refleja la 
opinión de mi sector político, adelanto que no voy a acompañar 
este proyecto de ley, a pesar de que valoro, como es de justicia 
hacerlo, el esfuerzo que se ha hecho y, especialmente, por parte 
del señor miembro informante quien me consta que en más de 
una oportunidad ha tratado de recoger las distintas objeciones 
que se le plantearon en el seno de la Comisión en el intento de 
encontrar el mayor consenso posible. Prueba de su éxito y de 
su esfuerzo infatigable en este sentido es el hecho de que sola- 
mente existe un voto contrario a este proyecto de ley, que es el 
de quien habla, 


En el entendido de que lo cortés no quita lo valiente, desco 
expresar que aprecio el trabajo de la Comisión, pero considero 
que potencialmente, de convertirse en ley este proyecto, puede 
traer dificultades que no reflejan las intenciones de nadie. 
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Muchas gracias. 
SEÑOR KORZENIAK.- Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR KORZENIAK..- Señor Presidente: debo decir que 
este proyecto de ley fue objeto de un minucioso estudio en la 
Comisión de Constitución y Legislación, la que consultó el 
Derecho Comparado y estudió la realidad en esta materia a 
través de instituciones o Ministerios interesados que brindaron 
el aporte de sus técnicos. Finalmente, tal como señalaba el 
señor senador Ricaldoni, con el esfuerzo del señor miembro 
informante en el intento de afinar y recoger algunas objeciones, 
se llegó a este proyecto de ley de consenso, que no cuenta, 
lamentablemente, con el voto favorable del señor senador Ri- 
caldoni. 


A continuación, quisiera dejar una constancia a los efectos 
de la intelección del artículo 12 transitorio. No voy a proponer 
una modificación de su redacción, que quizá no sea la mejor, 
sino simplemente voy a aclarar en qué entendido estamos vo- 
tando este artículo 12 que, por otra parte, fue el que los técni- 
cos del Ministerio de Turismo consideraron correcto cuando se 
les hizo la pregunta respectiva en Comisión, 


Como se puede apreciar, si bien este artículo tiene un “no- 
men juris” de transitorio, comienza hablando de dos hipótesis. 
Por un lado, sistemas de Tiempo Compartido que ya estén 
organizados y, por otro, sistemas de Tiempo Compartido que 
se estén organizando a la fecha, lo cual creo pudo haberse 
mejorado aun más. 


En el caso de los sistemas de Tiempo Compartido ya orga- 
nizados, evidentemente se han estructurado con un régimen 
distinto, por lo que este artículo refleja claramente que se le da 
la oportunidad de adaptarse a este sistema que crea este pro- 
yecto de ley. Sin embargo, como la disposición también se 
refiere a los que se estén organizando a la fecha de promulga- 
ción de esta ley, la exoneración tributaria puede tener un alcan- 
ce equívoco e, inclusive, iría más allá de su intención. El obje- 
tivo de esta norma refiere a trámites y actos jurídicos o mate- 
riales de transformación, o sea, de insertación en este sistema, 
Quiere decir que esta exoneración tributaria no va más allá de 
esas situaciones. Por ejemplo, en el caso de que se estuviera 
construyendo un edificio, este artículo no exonera de los tribu- 
tos que deban pagarse por esa construcción por el simple hecho 
de que ese edificio se incorpore al sistema de Tiempo Compar- 
tido. Repito que la exoneración es solamente a los efectos de la 
actividad jurídica o material de adecuación del sistema de Tiem- 
po Compartido anterior a la fecha de promulgación de este 
proyecto de ley o de insertación en un sistema establecido en el 
mismo. 


Por estos motivos, que comparte la Comisión, votaremos 
afirmativamente este artículo, a pesar de su redacción no per- 
fectamente afinada. 
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SEÑOR BLANCO.- Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR BLANCO.- Señor Presidente: a los efectos de la 
historia de la sanción de este proyecto de ley, quiero dejar 
constancia de que comparto totalmente la interpretación del 
artículo 12 que acaba de efectuar el señor senador Korzeniak 
que, por otra parte, es el entendido que prevaleció en la Comi- 
sión. 


La razón de esta norma es muy clara y sencilla. Este pro- 
yecto de ley tiende a estructurar un nuevo régimen jurídico 
para el Tiempo Compartido y en una de sus disposiciones 
transitorias permite estimular y facilitar que aquellas entidades, 
cualquiera sea la forma jurídica bajo la cual actúan, que estén 
cumpliendo los procedimientos o mecanismos propios del sis- 
tema de Tiempo Compartido, se sientan animadas a cambiar su 
organización jurídica por la que prevé este proyecto de ley. 
Tiende a que no se vean desalentadas de hacerlo por tener que 
abonar tributos con motivo de los trámites necesarios para su 
transformación de un régimen a otro. 


Por otra parte, quiero expresar que en Comisión discutimos 
con detenimiento la inquietud que plantea el señor senador 
Ricaldoni acerca de la posibilidad de utilizar el régimen que se 
prevé en este proyecto de ley para burlar o sortear las disposi- 
ciones de la Ley de Alquileres. En mi opinión, no es posible 
aplicar esta norma con esa finalidad, entre otras cosas, por el 
conjunto de las disposiciones que regulan el tiempo comparti- 
do -cuyo régimen supletorio es el de la propiedad horizontal- 
que configuran un derecho real -aclaro, con tono humorístico, 
que no me estoy refiriendo a los artículos 1? y 2? de la Ley de 
Empresas Públicas, cuya discusión se basa también en la cons- 
titución de derechos reales- o sea, un derecho de propiedad, tal 
como explicó el señor miembro informante, 


La Comisión, en efecto, siguiendo en esto el mismo criterio 
del Poder Ejecutivo, optó claramente por afiliarse a la corriente 
doctrinaria que otorga un derecho real a quienes participan en 
el régimen de tiempo compartido. 


Esto significa que estamos hablando del derecho de propie- 
dad, derecho real, especial y con características propias, pero 
derecho de propiedad que de ninguna manera puede confundir- 
se o mezclarse con el de arrendamiento, que es un tipo de 
derecho personal, 


Además de esta consideración de carácter general, que tie- 
ne relación con la economía de conjunto del proyecto de ley, 
cabe señalar que en el literal b) del apartado A) del artículo 7* 
se dice: “Un sistema fijo de cuotas partes de división del domi- 
nio que comprenda a la totalidad del inmueble, en correlación 
a los respectivos derechos de uso y goce, exclusivo, sucesivo y 
alternado de todo el inmueble o parie de él”, etcétera. 


Subrayo la palabra “alternado” que implica, obviamente, 
que quien adquiere el derecho de uso y goce en función del 
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régimen del proyecto, va a poder disfrutar de ese derecho en 
una forma sucesiva y alternada. Esto se diferencia claramente 
de lo que son los derechos que emanan de un contrato de 
arrendamiento. 


SEÑOR RICALDONTI, - ¿Me permite una interrupción, se- 
ñor senador? 


SEÑOR BLANCO. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor sena- 
dor. 


SEÑOR RICALDONI, - Muchas veces las discrepancias 
pueden ser útiles para lo que hoy el señor senador Korzeniak 
denominaba como la adecuada inteligencia del texto legal. 


Por otro lado, el señor senador Blanco no cree que exista el 
peligro de una colisión entre lo que querría el legislador de 
consagrarse este proyecto de ley y lo que pretende legislar en 
materia de arrendamiento de casa-habitación. Precisamente, para 
esto hace mención en el Íiteral b) apartado A) del artículo 7* 
del proyecto que se refiere, a mi juicio, a los titulares de ese 
derecho real. Al mismo tiempo me alegro de que el señor 
senador Blanco coincida con algunos de jos señores senadores 
que estamos aquí presentes en cuanto a que el primero de los 
derechos reales que nos enseñan en la Facultad de Derecho, es 
el de Propiedad. O sea que si se transfiere un derecho real, se 
hace del de propiedad. 


En un Tratado muy reciente del doctor Nicotiello se dice 
que el derecho de propiedad es el derecho real por excelencia. 
Pero no me estoy refiriendo al titular de ese derecho real dentro 
de un régimen de tiempo compartido, sino que apunto a que 
ese titular de derccho real de tiempo compartido puede, a su 
vez, arrendar ese derecho de tiempo compartido de que dispone 
transfiriéndolo a un tercero mediante la paga periódica de una 
determinada suma. Al mismo tiempo, también es cierto que en 
este literal b) hay un tope en el año que es de 44 semanas. 


En consecuencia y precisamente por la combinación de esta 
norma y la del artículo 10 -por aplicación extensiva pero evi- 
dentemente válida- que convierte poco menos que cen un ocu- 
pante precario a quien no sc vaya cuando vence el término del 
contrato correspondiente, es que pueden trampearse -no es esto 
lo que pretendía el Poder Ejecutivo con “este proyecto de ley 
porque lo hizo pensando, a través de su Ministerio de Turismo, 
en las zonas de interés turístico y, básicamente, en las balnea- 
rias- descaradamente Jas normas existentes en materia de arren- 
damiento. Desgraciadamente, el tiempo me va a dar la razón 
aunque no sea esto lo que desean quienes defienden este pro- 
yecto de ley, 


Sé que no puede existir un titular de derecho real más de 44 
semanas por año pero me estoy refiriendo a otro aspecto y es a 
que ese titular de ese derecho real -para hablar claramente 
podríamos utilizar la palabra dueño durante un período del año 
del uso de esa propiedad- puede hacer un arrendamiento o 
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cualquier otra figura jurídica para que alguien permanezca allí 
44 semanas. Esta puede ser una manera muy habilidosa o inge- 
niosa -dicho esto entre comillas- de eludir la legislación de 
alquileres en esta materia. Aquí ni siquiera se está hablando de 
zonas turísticas donde sabemos que la legislación de alquileres 
establece normas distintas que para aquellos casos donde no se 
arrienda por temporada. Precisamente es ésta mi preocupación 
que creo no ha quedado clara para algunos de los miembros de 
la Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE, - Puede continuar el señor senador 
Blanco. 


SEÑOR BLANCO. - Creo que la intervención del señor 
senador Ricaidoni ha sido útil, como siempre lo son, por otra 
parte. De todos modos, cn este caso y a los efectos de ilustrar el 
pensamiento que la Comisión en mayoría ha tenido con respec- 
lo a este tema, señalo que no hay dudas de que el titular de un 
derecho bajo el régimen de este proyecto de ley sancionado, va 
a adquirir un derecho real. Asimismo, no hay duda que ese 
derecho real que le permite usufructuar de una parte del inmue- 
bie le habilitaría para que dentro del tiempo de que dispone 
pueda arrendar esa parte de tiempo de uso y usufructo que ha 
adquirido en función del régimen de la ley. Sin embargo, no es 
presumible, a mi entender, que de esa forma pueda establecerse 
como algo habitual o permanente una especie de arrendamiento 
en el que el arrendatario cstaría sometido a un régimen de 
interrupción cada tanto tiempo de su derecho a vivir en el bien 
que habría arrendado a un propietario en las condiciones de 
tiempo compartido. 


Pienso que esto puede suceder en una forma limitada, sana 
y normal cuando aquel titular que no pueda usufructuar la 
semana del año que le corresponde, arriende su derecho a al- 
guien para que lo haga en su lugar. Eso no violentaría las 
normas de la ley, ni tampoco sería un subterfugio para eludir 
las normas generales en materia de arrendamiento, 


Por otro lado, creo que esto está relacionado con otro punto 
que el señor senador Ricaldoni señaló en su momento y es que 
la Comisión extendió cl régimen de la ley a todo el territorio 
nacional. Sobre este aspecto vale la pena hacer una brevísima 
consideración dentro de la línea que el señor miembro infor- 
mante apuntó. Concretamente, como en la formulación original 
se reservaba este régimen a las zonas declaradas como de inte- 
rés turístico, sucedía que la aplicación de un régimen jurídico a 
nivel del territorio nacional dependía de un acto de la Adminis- 
tración. La Administración podría determinar que hasta deter- 
minado arroyo o monte la zona era de interés turístico y del 
otro lado, aunque sólo fueran unos pocos metros, no se consi- 
derara como tal. Frente a esto se entendió que esta facultad que 
quedaba, en cierto modo, en manos del Poder Ejecutivo -en lo 
que refiere al funcionamiento de un régimen jurídico de propie- 
dad- era más conveniente establecerla en forma genérica evi- 
tando tener al territorio nacionai parcelado en cuanto a regíme- 
nes jurídicos del derecho de propiedad y más específicamente, 
en el caso del tiempo compartido. 
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SEÑOR RICALDONL - ¿Me permite una interrupción, se- 
ñor senador? 


SEÑOR BLANCO. - Con mucho gusto, y más aun descon- 
tando la utilidad que va a tener. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor sena- 
dor. 


SEÑOR RICALDONI, - Más allá de que hoy es un día en 
que todos nos tiramos flores -y bienvenido sea ello- quisiera 
preguntarle al señor senador Blanco si €l está de acuerdo con- 
migo en que esta ley se aplica tanto a un edificio construido en 
la Curva de Maroñas, o en las cercanías del Arroyo Miguelete 
o Pantanoso, como en Punta del Este. Desearía saber si todas 
estas zonas están comprendidas o no por la ley. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor senador 
Blanco. 


SEÑOR BLANCO. - Efectivamente, al haberse eliminado 
la limitación a las zonas de interés turístico, el régimen de 
tiempo compartido es de aplicación a todos los inmuebles que 
están dentro del territorio nacional. 


Finalmente, deseaba hacer un brevísimo comentario sobre 
el tema que también evocó el señor senador Ricaldoni sobre la 
posible presencia dominante en estos bienes regidos por el sis- 
tema de Tiempo Compartido. de los que hayan sido sus promo- 
tores. Pienso que esto apunta a un hecho que se va a dar de 
manera similar a lo que sucede en algunos edificios de alto 
precio ubicados en zonas turísticas -generalmente balnearios- 
que pueden estar desocupados durante buena parte del año o 
que sus titulares ni siquiera viven en el país. En estos casos es 
natural y normal que, quien ejerce la administración tenga una 
gravitación muy importante en la conducción de los asuntos 
comunes del edificio. 


Más aun: en los edificios que no se encuentran en esas 
zonas pero sí dentro del departamento de Montevideo y están 
bajo el régimen de propiedad horizontal, son notorias las difi- 
cultades que existen para realizar las reuniones de copropieta- 
rios y decidir los asuntos comunes, En general, todos desean 
hallar un administrador competente para delegar en €l el ejerci- 
cio de la administración. Por ello, no creo que este sea un 
elemento tan negativo en cuanto al buen funcionamienio del 
sistema, sino que, por el contrario, de alguna manera contribu- 
ye a que funcione eficazmente. 


Pienso que si fuera titular de un derecho de propiedad bajo 
el régimen de tiempo compartido, que me da la posibilidad de 
ocupar un inmueble durante una o dos semanas en el año, lo 
último que desearía es invertir ese tiempo en discusiones sobre 
aspectos de su organización y funcionamiento, con otra canti- 
dad de propietarios que se encuentran en las mismas condicio- 
nes que yo; querría que el administrador -que tal vez sea el 
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promotor, o tal vez no- cumpliera sus funciones lo más eficaz- 
mente posible. Ello supone una delegación y, obviamente, im- 
plica un riesgo, pero considero que es conveniente a los efectos 
del buen uso del inmueble. . 


SEÑOR RICALDONT. - ¿Me permite una interrupción, se- 
ñor senador? 


SEÑOR BLANCO. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor sena- 
dor. 


SEÑOR RICALDON!. - Señor Presidente: tal como lo se- 
fíala el señor senador Blanco, la experiencia demuestra que aun 
sin este tipo de legislación, en los hechos, en muchos edificios 
ubicados en zonas balnearias la administración tiene un papel 
decisivo, pero por razones fácticas, porque sus propietarios no 
están, o porque no les interesa intervenir en la mayor parte de 
los asuntos que hacen a la buena marcha -o, por lo menos, a la 
marcha- del edificio. 


Ahora, y sin estar aprobada aún esta norma, en lo que 
respecta a este tipo de edificios que se encuentran en zonas 
balnearias -aunque el proyecto también incluye a todos los 
demás- antes de empezar a vender la propiedad, las empresas o 
empresarios -y no interesa dar nombres- ya tienen elaborado un 
reglamento de copropiedad que les permite obtener de antema- 
no -con la retención de determinada cantidad de Unidades Re- 
ajustables, muy pocas- el control de la administración del edifi- 
cio, asegurándose de que serán ellos quienes decidan y que 
nunca dejarán de ser sus administradores, Esto ocurrió años 
atrás en Punta del Este y son situaciones conocidas que no vale 
la pena detallar nuevamente. 


Sin embargo, este sistema de tiempo compartido ahora va 
mucho más allá -y pido excusas al señor senador Blanco y al 
Senado por insistir en el tema- pues se aplica a todos y cada 
uno de los edificios de propiedad horizontal de la República 
-estén donde estén y sean ocupados por gente adinerada o 
absolutamente carenciada- si así se decide al construir el edifi- 
cio o luego, mediante su transformación. En este proyecto de 
ley no figura ninguna norma -basta leer el artículo 7%. que 
establezca un principio democrático en lo que tiene que ver 
con la atribución de los votos, y lo único que se dice es que el 
reglamento de copropiedad establecerá cómo debe ser este de- 
recho de voto. Es como si la Constitución de la República 
expresara que en las elecciones nacionales o cuando haya refe- 
réndum, el legislador o, peor aún, el Poder Ejecutivo, determi- 
nará si existirá o no un voto calificado y en qué casos deciden 
las mayorías y en cuáles no. Aunque parezca absurdo, esta 
situación es la que se avecina -repito que no porque así lo 
quieran los autores del proyecto, sino porque es lo que resulta 
de su texto- para cuando este proyecto sobre tiempo comparti- 
do se convierta en ley. 

Prometo no interrumpir más al señor senador Blanco y agra- 
dezco nuevamente su amabilidad, 
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SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor senador 
Blanco. 


SEÑOR BLANCO. - Mi intervención estaba dirigida, fun- 
damentalmente, a reafirmar el concepto expuesto por el señor 
senador Korzeniak en lo que respecta al artículo 12 y, a su vez, 
a considerar el aspecto relativo a la posible aplicación de este 
proyecto para sortear la legislación de arrendamientos. 


Con respecto a los últimos comentarios formulados por el 
señor senador Ricaldoni, debo decir que, a mi juicio, la mayor 
diferencia que pueden encontrar los propietarios bajo este régi- 
men, no deriva de las disposiciones del proyecto que estamos 
considerando, sino de los propios hechos, porque se trata de 
numerosos titulares que comparten semanas de usufructo de un 
determinado bien. La circunstancia de su número y de la alter- 
nancia en el disfrute de estos derechos es lo que, de hecho, 
determina una situación compleja y difícil, para cuya solución 
práctica y operativa conviene que quienes administren el fun- 
cionamiento de esa propiedad tengan poderes adecuados para 
hacerla marchar, ya que, en definitiva, va en el bucn interés de 
los propios titulares. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota:) 

-15 en 16. Afirmativa. 
En discusión particular. 
Léase el artículo 1*, 


SEÑOR BLANCO. - Formulo moción en el sentido de que 
se suprima la lectura de todos los artículos. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar la moción formulada. 
(Se vota:) 

-15 en 16. Afirmativa. 

En consideración el artículo 1*. 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es el 
siguiente: 


“ARTICULO 1*. - Los bienes inmuebles podrán ser objeto 
de derecho de propiedad en régimen de tiempo compartido, 
con el alcance que establezca el título de propiedad respectivo 
y de conformidad con las disposiciones contenidas en la pre- 
sente ley”.) 


-Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota:) 
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-16 en 17, Afirmativa. 
En consideración el artículo 2*, 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es el 
siguiente: 


“ARTICULO 2*, - El derecho de propiedad en régimen de 
tiempo compartido faculta al titular del derecho, a usar y gozar 
del bien, por el tiempo estipulado en el respectivo título de 
adquisición. 


El titular ejercerá el uso y goce del bien con cargo de 
mantener su forma y sustancia y de entregarlo a la finalización 
del tiempo calendario asignado, ya sea a su sucesor en el dere- 
cho de uso y goce o al administrador del sistema”.) 


-Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-16 en 16. Afirmativa. UNANIMIDAD, 

En consideración el artículo 3*, 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es el 
siguiente: 


“ARTICULO 3*, - Mientras subsista la vigencia del régi- 
men de propiedad en tiempo compartido, el bien permanecerá 
en estado de indivisión forzosa, quedándole prohibido a los 
copropietarios solicitar la respectiva cesación del condominio”.) 


-Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-16 en 16. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


En consideración el artículo 4*. 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es el 
siguiente: 


“ARTICULO 4*, - Las cuotas partes de la propiedad en 
tiempo compartido se consideran indivisibles y sus titulares 
actuarán respecto a ellas, como frente a un único objeto de 
derecho. 


Si no existiera unanimidad entre varios cotitulares de una 
misma cuota, cualquiera de ellos tiene el derecho de pedir la 
venta en pública subasta, conforme a lo previsto en el artículo 
1755 del Código Civil, 


La titularidad sobre las cuotas será trasmisible por modo 
sucesión o por cualquier título y modo hábil para trasmitir el 
dominio”.) 
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-Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-16 en 16. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En consideración el artículo S*. 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es el 
siguiente: 

“ARTICULO $5*, - En todos los aspectos no previstos en la 
presente ley, se aplicarán, supletoriamente, las normas que re- 
gulan el régimen de la propiedad horizontal, 

La incorporación de un bien en propiedad horizontal al 
régimen de propiedad en tiempo compartido, sólo será posible 
si comprende la totalidad del edificio y anexos y en tanto fuere 
compatible con el uso convenido para las unidades de propie- 
dad horizontal, en el reglamento de copropiedad respectivo. 


En tal caso, las cuotas partes de la propiedad en tiempo 
compartido se entenderán referidas a las respectivas unidades 
de propiedad horizontal y a los bienes afectados al uso co- 
mún”.) 

-Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

-16 en 16. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


En consideración el artículo 62. 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es el 
siguiente; 


“ARTICULO 6*. - Los bienes muebles que accedan a los 
bienes raíces sometidos al régimen de esta ley, estarán determi- 
nados en el respectivo reglamento de copropiedad”.) 

-Si no se hace uso de la palabra, se va a votar, 

(Se vota:) 

-17 en 17, Afirmativa. UNANIMIDAD, 


En consideración el artículo 7*, 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es el 
siguiente: 


“ARTICULO 7*. - El régimen de propiedad en tiempo com- 
partido estará sujeto al cumplimiento de los siguientes requisi- 
tos: 


A) El otorgamiento por escritura pública, del reglamento de 
copropiedad, en el que deberá constar obligatoriamente: 
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a - Una completa descripción del bien, con sus partes de 
utilizacion privativa y común, conforme al plano debidamente 
inscripto en la Dirección General del Catastro Nacional y apro- 
bado por la autoridad municipal respectiva. 


b - Un sistema fijo de cuotas partes de división del dominio 
que comprenda a la totalidad del inmueble, en correlación a los 
respectivos derechos de uso y goce, exclusivo, sucesivo y alter- 
nado de todo el inmueble o parte de él, por las fracciones de 
tiempo preestablecidas. Las fracciones de tiempo no podrán ser 
inferiores a una semana ni exceder de cuarenta y cuatro al año, 
debiéndose mantener una reserva equilibrada para atender re- 
paraciones y emergencias. 


Cc - Dicha correlación se establecerá atendiendo a los valo- 
res asignados al efectuar la incorporación, a las distintas partes 
de utilización privativa y a los diferentes períodos de uso anual 
previstos, de acuerdo a las variaciones estacionales. 


La vinculación, en cada caso, entre la cuota adquirida y el 
período de uso y goce anual, relativo a la parte privativa y a los 
bienes comunes, surgirá del respectivo título de adquisición. 


d - Los derechos de los respectivos titulares y sus obliga- 
ciones, con especial referencia a la proporción en que deberán 
pasticipar en los gastos de mantenimiento, conservación, repa- 
ración, renovación y demás que se originen en los espacios 
privativos y comunes. También se deberán determinar las pe- 
nas e indemnizaciones que correspondan en salvaguardia del 
sistema y, en especial, de la debida rotación en el goce de los 
bienes. 


e - Las normas que regulen la administración del inmueble, 
integración de sus Órganos, formas de funcionamiento, compe- 
tencia, facultades y responsabilidades de las autoridades. 


B) La inscripción del reglamento de copropiedad en el Re- 
gistro de Traslaciones de Dominio del lugar de radicación del 
inmueble, a los efectos de su oponibilidad a terceros. 


C) La constitución, por cada titular, de un derecho real de 
garantía recíproco y prioritario a favor de los restantes, a fin de 
ascgurar el cobro de los gastos que correspondan. El monto de 
dicho gravamen será del 30% del valor asignado, conforme a 
lo establecido en el numeral 3* del literal A) precedente, actua- 
lizado según lo previsto en el decreto-ley N* 14,500, de 8 de 
marzo de 1976, 


El derecho real de garantía se documentará en el acto constitu- 
tivo del régimen, surtiendo eficacia a partir de su registración. 


D) La contratación de los seguros previstos en el artículo 
20 de la Ley N* 10.751, de 25 de junio de 1946, por el mínimo 
previsto por el artículo 5% inciso c) del decreto-ley N* 14.261, 
de 3 de setiembre de 1974".) 


-Con respecto a este artículo, la Presidencia desca sugerir 
que en lugar de indicarse los incisos con las letras a), b), £), d) 
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y e), se numeren en forma correlativa a fin de no crear confu- 
siones entre las minúsculas y las mayúsculas. 


SEÑOR CADENAS BOIX. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador, 


SEÑOR CADENAS BOIX. - Estoy totalmente de acuerdo 
con la sugerencia de la Mesa porque perfecciona la compren- 
sión de los distintos incisos. Esto pasó inadvertido a la Comi- 
sión porque el Poder Ejecutivo envió el proyecto con esa redac- 
ción, pero rejtero que estoy de acuerdo con la sugerencia pro- 
puesta para la mejor individualización de los incisos. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar. 


(Se vota:) 
-17 en 18, Afirmativa. 
En consideración el artículo 82. 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es el 
siguiente: 


“ARTICULO 8". - Las cantidades líquidas que los titulares 
de propiedad en tiempo compartido adeuden por cualquier con- 
cepto y que resulten de las liquidaciones formuladas por la 
administración del sistema, de acuerdo a lo establecido en el 
reglamento de copropiedad, constituirán título ejecutivo. 


Ello no obsta a las facultades judiciales conferidas por el 
artículo 10 de la Ley N* 10,751, en la redacción dada por el 
decreto-ley N* 14.560, de 19 de agosto de 1976, que serán 
extensibles respecto de los bienes muebles que accedan al bien 
principal, cuando corresponda. 


El copropietario moroso en el pago de los gastos comunes, 
no tendrá derecho al uso y goce del bien en el período que le 
corresponde, hasta tanto no satisfaga las deudas pendientes, El 
administrador queda facultado para impedir el uso mientras 
dure la mora, la que se producirá por el solo vencimiento de los 
términos, sin necesidad de diligencia alguna. 


El titular de la cuota parte de propiedad en tiempo compar- 
tido responderá plenamente, con todos sus bienes, frente a la 
Administración y los demás titulares, por las obligaciones de 
pagar los gastos comunes y demás que asuma en el título cons- 
titutivo y reglamento de copropiedad. Responderá frente a ter- 
ceros por obligaciones generadas en contratos celebrados por la 
Administración y, extracontractualmente, por su vinculación 
con el bien, en ambos casos, solamente por su cuota parte en la 
copropiedad en el mismo”.) 


-St no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota:) 
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-17 en 18. Afirmativa. 
En consideración el artículo 9?, 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es el 
siguiente: 


“ARTICULO 9*. - La promesa de atribución de propiedad 
en tiempo compartido se inscribirá en el Registro de Promesas 
de Enajenación de Inmuebles, a los solos efectos establecidos 
por los artículos 15, 31 y 35 de la Ley N* 8.733, de 17 de junio 
de 1931. Se admitirá únicamente la inscripción de la promesa 
relativa a los edificios en construcción”.) 


-Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-17 en 18. Afirmativa. 

En consideración el artículo 10, 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es el 
siguiente: 


“ARTICULO 10. - Si un copropietario se negare a desocu- 
par el bien al vencimiento de la fracción de tiempo calendario 
que le ha sido asignada para el uso y goce del mismo, será 
aplicable, para obtencr su restitución, el proceso de entrega de 
la cosa establecido en el artículo 364 del Código General del 
Proceso”.) 


-Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-17 en 18. Afirmativa. 

En consideración el artículo 11. 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es el 
siguiente: 


“ARTICULO 11. - Las personas físicas o jurídicas que de- 
sarrollen actividades de comercialización, administración o in- 
tercambio de tiempo compartido serán considerados prestado- 
res de servicios turísticos y quedarán sujetos a lo previsto por el 
decreto-ley N* 14,335, de 23 de diciembre de 1974, y sus 
disposiciones reglamentarias, siempre que el edificio dedicado 
a tiempo compartido se encuentre en una zona de interés turís- 
tico”.) 


-Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 


-17 en 18. Afirmativa. 


320- C.S. 


En consideración el artículo 12. 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es el 
siguiente: 


“ARTICULO 12. - Transitorio. Los sistemas de tiempo com- 
partido que se hayan organizado o se estén organizando a la 
fecha de promulgación de la presente ley y que dentro de un 
plazo de 180 días a contar de la fecha de reglamentación de la 
misma, adapten su estructura e instrumentación, a Sus precep- 
tos normativos, quedarán exonerados de toda clase de tributos, 
tanto en los trámites que deban cumplirse como en los actos y 
contratos que deban celebrarse a esos efectos y en cuanto a los 
planos de mensura o fraccionamiento que hayan de practicar- 
se”.) 

SEÑOR CADENAS BOIX. - Pido la palabra. 

SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 

SEÑOR CADENAS BOIX. - Durante la discusión general 
de este proyecto de ley no quise pronunciarme sobre este 
artículo, pues resolví intervenir cuando se realizara la discu- 
sión particular de esta disposición. 

En lo que tiene relación con la exoneración prevista en este 
artículo, sólo quiero reafirmar los conceptos que fueron verti- 
dos en Sala por los señores senadores Korzeniak y Blanco. A 
los efectos de que exista una interpretación exacta del alcance 
de la exoneración que se concede, debemos destacar que ella 
no va más allá de aquellos actos necesarios para la transforma- 
ción de un régimen a otro. 


Es cuanto quería manifestar. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar. 


(Se vota:) 
-17 en 18. Afirmativa. 
En consideración el artículo 13. 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es el 
siguiente: — ' 


“ARTICULO 13. - El Poder Ejecutivo reglamentará la pre- 
sente ley dentro de los 90 días de su promulgación”.) 


-Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-17 en 18. Afirmativa. 


Dado que el artículo 14 no debe ser incluido en la disposi- 
ción, se lo suprimirá. 
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Queda aprobado el proyecto de ley, que se comunicará a la 
Cámara de Representantes. 


(Texto del proyecto de ley aprobado:) 


“Artículo 12.- Los bienes inmuebles podrán ser objeto de 
derecho de propiedad en régimen de tiempo compartido, con el 
alcance que establezca el título de propiedad respectivo y de 
conformidad con las disposiciones contenidas en la presente 
ley. 


Art. 2%.- El derecho de propiedad en régimen de tiempo 
compartido faculta al titular del derecho, a usar y gozar del 
bien, por el tiempo estipulado en el respectivo título de adqui- 
sición. 

El titular ejercerá el uso y goce del bien con cargo de 
mantener su forma y sustancia y de entregarlo a la finalización 
del tiempo calendario asignado, ya sea a su sucesor en el dere- 
cho de uso y goce o al administrador del sistema. 


Art. 3?.- Mieniras subsista la vigencia del régimen de pro- 
piedad en tiempo compartido, el bien permanecerá en estado 
de indivisión forzosa, quedándole prohibido a los copropicta- 
rios solicitar la respectiva cesación del condominio. 


Art. 4%.- Las cuotas partes de la propiedad en tiempo com- 
partido se consideran indivisibles y sus titulares actuarán res- 
pecto a ellas, como frente a un único objeto de derecho. 


Si no existiera unanimidad entre varios cotitulares de una 
misma cuota, cualquiera de ellos tiene el derecho de pedir la 
venta en pública subasta, conforme a lo previsto en el artículo 
1755 del Código Civil. 


La titularidad sobre las cuotas será trasmisible por modo 
sucesión O por cualquier título y modo hábil para trasmitir el 
dominio. 


Art. 5%.- En todos los aspectos no previstos en la presente 
ley, se aplicarán, supletoriamente, las normas que regulan el 
régimen de la propiedad horizontal. 


La incorporación de un bien en propiedad horizontal al 
régimen de propiedad en tiempo compartido, sólo será posible 
si comprende la totalidad del edificio y anexos y en tanto fuere 
compatible con el uso convenido para las unidades de propie- 
dad horizontal, en el reglamento de copropiedad respectivo. 


En tal caso, las cuotas partes de la propiedad en tiempo 
compartido se entenderán referidas a las respectivas unidades 
de propiedad horizontal y a los bienes afectados al uso común. 


Art. 6%.- Los bienes muebles que accedan a los bienes 
raíces sometidos al régimen de esta ley, estarán determinados 
en el respectivo reglamento de copropiedad. 


Art. 72.- El régimen de propiedad en tiempo compartido 
estará sujeto al cumplimiento de los siguientes requisitos: 
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A) El otorgamiento por escritura pública, del reglamento de 
copropiedad, en el que deberá constar obligatoriamente: 


1. Una completa descripción del bien, con sus partes de 
utilización privativa y común, conforme al plano debidamente 
inscripto en la Dirección General del Catastro Nacional y apro- 
bado por la autoridad municipal respectiva. 


2. Un sistema fijo de cuotas partes de división del dominio 
que comprenda a la totalidad del inmueble, en correlación a los 
respectivos derechos de uso y goce, exclusivo, sucesivo y alter- 
nado de todo el inmueble o parte de él, por las fracciones de 
tiempo preestablecidas. Las fracciones de tiempo no podrán ser 
inferiores a una semana ni exceder de cuarenta y cuatro al año, 
debiéndose mantener una reserva equilibrada para atender re- 
paraciones y emergencias. 


3. Dicha correlación se establecerá atendiendo a los valores 
asignados al efectuar la incorporación, a las distintas partes de 
utilización privativa y a los diferentes períodos de uso anual 
previstos, de acuerdo a las variaciones estacionales. 


La vinculación, en cada caso, entre la cuota adquirida y el 
período de uso y goce anual, relativo a la parte privativa y a los 
bienes comunes, surgirá del respectivo título de adquisición. 


4. Los derechos de los respectivos titulares y sus obligacio- 
nes, con especial referencia a la proporción en que deberán 
participar en los gastos de mantenimiento, conservación, repa- 
ración, renovación y demás que se originen en los espacios 
privativos y comunes. También se deberán determinar las pe- 
nas e indemnizaciones que correspondan en salvaguardia del 
sistema y, en especial, de la debida rotación en el goce de los 
bienes. 


5. Las normas que regulen la administración del inmueble, 
integración de sus órganos, formas de funcionamiento, compe- 
tencia, facultades y responsabilidades de las autoridades. 


B) La inscripción del reglamento de copropiedad en el Re- 
gistro de Traslaciones de Dominio del lugar de radicación del 
inmueble, a los efectos de su oponibilidad a terceros, 


C) La constitución, por cada titular, de un derecho real de 
garantía recíproco y prioritario a favor de los restantes, a fin de 
asegurar el cobro de los gastos que correspondan. El monto de 
dicho gravamen será del 30% del valor asignado, conforme a lo 
establecido en el numeral 3* del literal A) precedente, actuali- 
zado según lo previsto en el decreto-ley N* 14.500, de 8 de 
marzo de 1976. 


El derecho real de garantía se documentará en el acto cons- 
titutivo del régimen, surtiendo eficacia a partir de su registra- 
ción, 


D) La contratación de los seguros previstos en el artículo 20 
de la Ley N* 10.751, de 25 de junio de 1946, por el mínimo 
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previsto por el artículo 5% inciso c) del decreto-ley N* 14.261, 
de 3 de setiembre de 1974, 


Art. 8%.- Las cantidades líquidas que los titulares de propie- 
dad en tiempo compartido adeuden por cualquier concepto y 
que resulten de las liquidaciones formuladas por la administra- 
ción del sistema, de acuerdo con lo establecido en el reglamen- 
to de copropiedad, constituirán título ejecutivo. 


Ello no obsta a las facultades judiciales conferidas por el 
artículo 10 de la Ley N* 10.751, en la redacción dada por el 
decreto-ley N* 14,560, de 19 de agosto de 1976, que serán 
extensibles respecto de los bienes muebles que accedan al bien 
principal, cuando corresponda. 


El copropietario moroso en el pago de los gastos comunes, 
no tendrá derecho al uso y goce del bien en el periodo que de 
corresponde, hasta tanto no satisfaga las deudas pendientes. El 
administrador queda facultado para impedir el uso mientras 
dure la mora, la que se producirá por el solo vencimiento de los 
términos, sin necesidad de diligencia alguna. 


El titular de la cuota parte de propiedad en tiempo compar- 
tido responderá plenamente, con todos sus bienes, frente a la 
Administración y los demás titulares, por las obligaciones de 
pagar los gastos comunes y demás que asuma en el título cons- 
titutivo y reglamento de copropiedad. Responderá frente a ter- 
ceros por obligaciones generadas en contratos celebrados por la 
Administración y, extracontractualmente, por su vinculación 
con el bien, en ambos casos, solamente por su cuota parte en la 
copropiedad en el mismo. 


Art. 9%,- La promesa de atribución de propiedad en tiempo 
compartido se inscribirá en el Registro de Promesas de Enaje- 
nación de Inmuebles, a los solos efectos establecidos por los 
artículos 15, 31 y 35 de la Ley N* 8.733, de 17 de junio de 
1931. Se admitirá únicamente la inscripción de la promesa 
relativa a los edificios en construcción. 


Art. 10.- Si un copropietario se negare a desocupar el bien 
al vencimiento de la fracción de tiempo calendario que le ha 
sido asignada para el uso y goce del mismo, será aplicable, 
para obtener su restitución, el proceso de entrega de la cosa 
establecido en el artículo 364 del Código General del Proceso. 


Art. 11.- Las personas físicas o jurídicas que desarrollen 
actividades de comercialización, administración o intercambio 
de tiempo compartido serán considerados prestadores de servi- 
cios turísticos y quedarán sujetos a lo previsto por el decreto- 
ley N* 14,335, de 23 de diciembre de 1974, y sus disposiciones 
reglamentarias, siempre que el edificio dedicado a tiempo com- 
partido se encuentre en una zona de interés turístico. 


Art. 12.. Transitorio. Los sistemas de tiempo compartido 
que se hayan organizado o se estén organizando a la fecha de 
promulgación de la presente ley y que dentro de un plazo de 
180 días a contar de la fecha de reglamentación de la misma, 
adapten su estructura e instrumentación, a Sus preceptos norma- 
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tivos, quedarán exonerados de toda clase de tributos, tanto en 
los trámites que deban cumplirse como en los actos y contratos 
que deban celebrarse a esos efectos y en cuanto a los planos de 
mensura o fraccionamiento que hayan de practicarse. 


Art. 13.- El Poder Ejecutivo reglamentará la presente ley 
dentro de los 90 días de su promulgación”. 


13) PRESIDENTE DEL CODICEN, SEÑOR GABITO ZO- 
BOLLI. Sus manifestaciones en la inauguración de obras 
en la escuela de Paso Pache, departamento de Caneio- 
nes. Artículos publicados en la prensa, 


SEÑOR CIGLIUTI.- Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR CIGLIUTI.- De acuerdo con lo que establecen los 
artículos 62 y siguientes del Reglamento, quisiera plantear una 
cuestión de urgencia. 


Según lo que apareció publicado en el día de ayer en la 
prensa -y tengo en mi poder un recorte del periódico “El Dia- 
rio”- días pasados tuvo lugar la inauguración de obras en la 
Escuela de Paso Pache, localidad del departamento de Canelo- 
nes. En esa oportunidad, estuvieron presentes el señor Presi- 
dente del CODICEN, la Consejera Beatriz Macedo, el Conseje- 
ro de Primaria, José Carlos Cardozo, el Inspector Regional 
Walter Alijas, el Inspector Departamental, José Miguel Bonifa- 
cino y la señor Directora de la Escuela, además de otras autori- 
dades, miembros de la Comisión de Fomento, vecinos y padres 
de alumnos. 


El señor Gabito Zóboli, Presidente del CODICEN, manifes- 
tó en su discurso -de acuerdo con la versión de “El Diario”- 
que venía “de Maldonado, donde se está construyendo el se- 
gundo liceo departamental, que se financia con recursos de la 
venta de ILPE”, Textualmente, el artículo continúa expresan- 
do: “a continuación, agregó que "solicitamos a los presentes 
que lo tengan en cuenta al momento de decidir sobre la venta 
de las Empresas Públicas”, en clara alusión al referéndum del 
próximo 13 de diciembre”. 


Si efectivamente, cl señor Presidente del CODICEN formu- 
ló estas declaraciones, tal como aquí aparecen redactadas, pien- 
so que este hecho constituye una grave violación del principio 
de laicidad consagrado en la Constitución y también en la tra- 
dición nacional desde la época de José Pedro Varela, Evidente- 
mente, se trataría de un exceso del señor Presidente del CODI- 
CEN, que no podría tolerarse en silencio. 


En lo personal, no creo que el señor Presidente del CODI- 
CEN haya realizado estas manifestaciones; pero si es verdad 
que lo hizo, pienso que ha incurrido en una grave responsabili- 
dad ya que, independientemente de lo que pueda tener relación 
con el acto electoral a desarrollarse el 13 de diciembre, sus 
expresiones constituyen, en sí mismas, una transgresión a un 
principio sagrado de la educación nacional. Este último ha sido 
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violado ya en diversas oportunidades, como me adelanto a 
decirlo; pero en esta ocasión el hecho se agrava por la circuns- 
tancia de que quien formula las apreciaciones a que me estoy 
refiriendo, es nada menos que el señor Presidente del CODI- 
CEN, es decir, del Consejo Directivo Central de la Administra- 
ción Nacional de Educación Pública. Se trata de la autoridad 
técnica y administrativa más importante del país, con autono- 
mía respecto del Ministerio de Educación y Cultura, y hace 
estas apreciaciones en un centro de enseñanza, en una oportu- 
nidad en la que se encuentran presentes otras autoridades, miem- 
bros de la Comisión de Fomento, vecinos, padres y alumnos de 
la escuela, 


Un Presidente del CODICEN debe tener, necesariamente, 
la mínima ponderación indispensable como para poder actuar 
de modo tal que ni sus actitudes ni sus expresiones puedan 
violar los principios sagrados en los que descansa la organiza- 
ción educacional como, por ejemplo, los de laicidad, obligato- 
ricdad y gratuidad. En este caso, el principio de laicidad se ve 
afectado gravemente por una intrusión indebida de un problema 
político. Aunque se trata de un asunto en el que todo ciudadano 
puede participar discutiendo acerca de €l, resistiéndolo o apoyán- 
dolo, le está vedado específicamente al Presidente del CODICEN 
hacer este tipo de declaraciones, y mucho más aun en una escue- 
la pública, que depende de su propio contralor, ¿Quién va a 
controlar que se cumpla el principio de laicidad en el país, si 
quien tiene expresa obligación de hacerlo es el primero que lo 
viola? Esto es algo que no se puede admitir, 


Considero que la Comisión de Educación y Cultura del 
Senado debe convocar al señor Gabito Zóboli a fin de que dé 
las explicaciones del caso. Pienso que la importancia y la tras- 
cendencia que tiene este hecho, así como también la jerarquía 
de la persona involucrada, ameritan que sea el Cuerpo mismo 
el que disponga la convocatoria mencionada, de forma tal que 
la Comisión informe acerca del tema. 


Solicito que este terna sea declarado urgente y sea conside- 
rado de inmediato. Además, desearía que el Senado resolviera 
llamar al señor Presidente del CODICEN al seno de la Comi- 
sión de Educación y Cultura a efectos de que brinde sus expli- 
caciones acerca de las manifestaciones que se le atribuyen. 


SEÑOR PRESIDENTE. - A continuación, corresponde vo- 
tar la declaración de urgencia para la consideración del asunto, 
de acuerdo con lo que establece el Reglamento. 


SEÑOR SANTORO. - ¿Me permite, señor Presidente? 


SEÑOR PRESIDENTE. - El asunto planteado no admite 
discusión, señor senador. 


Aparentemente, hay alguna discrepancia entre el Presidente 
y el Secretario. 


La Secretaría opina que el planteamiento está encuadrado 
en lo que establece el literal h) del artículo 66, que señala que 
en la discusión de estas cuestiones de orden, ningún orador 
podrá intervenir más de una vez, ni por más de cinco minutos. 
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Si hay acuerdo, se procederá de la manera correspondiente. 
Previamente, la Mesa concede el uso de la palabra al señor 
senador, a los efectos de referirse a la cuestión de orden. 


SEÑOR CIGLIUTI,. - No se trata de una cuestión de orden, 
señor Presidente; yo la he planteado como una cuestión de 
urgencia, Concretamente, me referí al artículo 62 y siguientes. 


SEÑOR PRESIDENTE, - Así lo había interpretado la Presi- 
dencia. 


SEÑOR CIGLIUTI. - El artículo 62 establece que sólo po- 
drá interrumpirse el orden del día, en caso de urgencia o apla- 
zamiento resueltos por el Senado; mientras que el artículo 65 
expresa que cuando un asunto sea declarado urgente, deberá ser 
tratado de inmediato, 


En los minutos de que dispuse, hice uso de la palabra a los 
efectos de fundar la moción que formulé, sin embargo, no me 
opongo a que se discuta. 


SEÑOR PRESIDENTE. - La Presidencia interpreta que el 
planteo está encuadrado en lo que establece el artículo 62 del 
Reglamento; asimismo, de ser aprobado, deberá ser considera- 
do de inmediato, de acuerdo con lo que establece el artículo 65. 
A su vez, para procesar la cuestión de urgencia rige el artículo 
66 del Reglamento y, en especial, el numeral 5, “La declara- 
ción de urgencia”, que establece lo siguiente: “Este plantea- 
miento se hará por escrito con la enunciación del tema acom- 
pañada de una breve exposición. Cuando el asunto cuya urgen- 
cia se propone haya sido distribuido, la declaración requiere la 
conformidad de la mitad más uno de los componentes del Cuer- 
po”, etcétera. 


Por lo tanto, tal como lo expresó la Presidencia, este asunto 
no admite discusión, por lo que debe procederse a votar si se 
declara o no la urgencia, 


SEÑOR SANTORO. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - ¿Para referirse al tema? 


SEÑOR SANTORO. - Para referirme al aspecto reglamen- 
tario, 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR SANTORO. - Nuestra intervención tiene que ver 
con el aspecto reglamentario, en virtud de que el señor senador 
Cigliuti planteó este tema reclamando que su consideración 
fuera declarada urgente. Entendemos que este planteamiento va 
más allá de la mera declaración de urgencia que habilita a que 
el Parlamento -en este caso, el Senado- adopte una decisión al 
respecto, teniendo en cuenta la identificación del punto para el 
que se procura lograr la declaración de urgencia. Pero lo que 
ocurre es que en esta oportunidad se han realizado una serie de 
apreciaciones, de afirmaciones y de cuestionamientos en torno 
a la actitud, según se dice, adoptada por el señor Presidente del 
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CODICEN, doctor Gabito Zóboli, en oportunidad de la inaugu- 
ración de un edificio escolar en la localidad de Paso Pache, 
situada en el departamento de Canelones, basándose en un artículo 
periodístico de tipo crónica, que no sabemos quién fue su res- 
ponsable, si está firmado y si transcribe entre comillas palabras 
que realmente fueron dichas. 


Reiteramos que durante el planteamiento de la declaración 
de urgencia se efectuaron severos cuestionamientos de carácter 
político y calificaciones tales como que el señor Presidente del 
CODICEN ha procedido a violar el principio de laicidad y que, 
además, ha incurrido en otros aspectos que hacen a su conducta 
en el desempeño de ese cargo. 


En este sentido, y enmarcándonos estrictamente en lo que 
establece el Reglamento, entendemos que no se pueden hacer 
apreciaciones de este tipo al plantear una cuestión de orden 
porque, sin duda, ello llevaría a desmerecer y a trastocar el 
plantco en sí, ya que generaría una discusión antes de que el 
Parlamento resuelva sobre la declaratoria de urgencia. 


Quiere decir, pues, que primero hay que votar la declara- 
ción de urgencia y, por tal razón, el planteamiento debe hacer- 
se en forma totalmente aséptica respecto a la formulación; pero 
de ninguna manera corresponde que se proceda como se lo ha 
hecho en estas circunstancias, en que se ha dicho todo lo que se 
ha querido sobre la actitud del doctor Gabito Zóboli, quien, 
seguramente, tendrá que “repechar” para ofrecer pruebas nega- 
tivas en torno a lo manifestado. Lo dicho, dicho está, lo reco- 
gen los periodistas y sale a la opinión pública y, mientras tanto, 
el doctor Gabito Zóboli está acusado de haber violado el prin- 
cipio de laicidad y otra serie de normas que regulan su respon- 
sabilidad como Presidente del CODICEN. 


Reiteramos que, desde nuestro punto de vista, de ninguna 
manera puede realizarse un planteamiento de este tipo a nivel 
del Senado, por lo que nos veremos obligados a retrovertir el 
tema y decir si el señor senador Cigliuti puede realizar esta 
clase de planteamiento. Precisamente, es eso lo que el Senado 
debe resolver, sin encargarse del asunto planteado por el señor 
senador Cigliuti. Repetimos, una vez más, que de esta forma 
no se puede plantear en el Senado una cuestión de urgencia. 


En síntesis, pensamos que lo que el Senado debe resolver es 
si este planteamiento de urgencia es viable y, en su caso, cómo 
se debe actuar, y qué violaciones al Reglamento ha cometido el 
señor senador Cigliuti al efectuar una serie de acusaciones muy 
graves sobre la actuación del señor Presidente del CODICEN, 


SEÑOR CIGLIUTI. - Pido la palabra para contestar una 
alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador, 


SEÑOR CIGLIUTI. - Señor Presidente: creo que el señor 
senador Santoro pudo haberse ahorrado el discurso porque ex- 
presé que si todo lo dicho era verdad, llevaba a todas estas 
conclusiones, 
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No estuve en Paso Pache, no escuché lo manifestado por el 
doctor Gabito Zóboli y, por tanto, no sé qué cosa dijo; en 
cambio sí sé que aquí se lo acusa. Por otra parte, tampoco hice 
mención a ninguno de los objetivos que figuran en este artículo 
acerca del presunto discurso del señor Presidente del CODI- 
CEN. Hablé de “si esto era cierto”; nunca me hice responsable 
de denuncia ajena. Conozco al doctor Gabito Zóboli y voy a 
estar seguro de lo que dijo cuando él me diga qué fue lo que 
expresó. Lo único que por ahora sé es que esto ha sido publica- 
do en los diarios y que nadie lo desmintió. Inclusive, ya en el 
día de ayer pude haber hecho este planteamiento puesto que 
tenía en mi poder el referido artículo. 


Desde el punto de vista reglamentario, efectué el único 
planteamiento que podía hacer. ¿Es esto una cuestión de or- 
den? No, es simplemente una interrupción del orden del día por 
una razón de urgencia. Concretamente, fundamenté la razón de 
urgencia y si bien en el Reglamento no se establece cuánto 
tiempo tengo para fundamentar una moción de esa naturaleza, 
tampoco me prohíbe que la haga, porque las mociones de orden 
pueden fundamentarse en cinco minutos. Es más, cuando escu- 
ché el timbre indicador del tiempo de que dispone el orador, 
inmediatamente detuve mi exposición. Lo que hice, pues, fue 
solicitar una urgencia y explicar por qué razón la formulaba. 
Procedí de este modo porque me parece totalmente contraria a 
la lógica elemental de las cosas que una cuestión de urgencia 
sea tan aséptica que me impida decir que el Presidente del 
CODICEN pronunció un discurso en Paso Pache y que por lo 
tanto la Comisión de Educación y Cultura lo cite para saber 
qué fue lo que dijo. Mis palabras no tienen otro sentido. Natu- 
ralmente que si el doctor Gabito Zóboli realizó ciertas manifes- 
taciones en Paso Pache que no tienen nada que ver con la 
laicidad de la enseñanza, luego me ocuparé de dar mi punto de 
vista en función de lo que haya dicho. Pero el problema aquí 
radica en que hay una denuncia pública y, por lo tanto, lo que 
deseo es que el Senado la tramite a través de la Comisión de 
Educación y Cultura. No he manifestado otra cosa y es esta 
publicación la que ha adjudicado determinados conceptos al 
señor Gabito Zóboli. En consecuencia, no se puede afirmar que 
yo esté acusando a nadie; simplemente, estoy solicitando que 
una acusación pública hecha por intermedio de la prensa sea 
aclarada. Ni siquiera pretendo que se lo haga aquí, en este 
ámbito. No se desea otra cosa, pues, que en el ambiente de la 
Comisión pertinente pueda discutirse el punto, claro, en un 
momento difícil, ya que restan pocos días -pero igualmente 
esto hay que aclararlo- del acto al que el cronista, y no yo, se 
refiere. Por consiguiente, repito, que he planteado esto para 
fundamentar la moción que finalmente propuse. 


SEÑOR CASSINA.- Pido la palabra para una aclaración. 
- SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR CASSINA.- Señor Presidente: ante todo, deseo se- 
ñalar que el criterio adelantado por la Mesa en cuanto a que 
este tipo de mociones no admite discusión, es correcto. Por lo 
menos, €s el que ayer aplicó el señor Presidente del Senado, 
doctor Aguirre Ramírez, cuando se propuso tratar con carácter 
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de urgente el proyecto de ley remitido por el Poder Ejecutivo 
para modificar dos normas de la ley que también en el día de 
ayer había entrado en vigencia, referida a retiros militares y 
policiales. Concretamente, cuando el señor senador Millor in- 
tentó hacer uso de la palabra antes de votarse la urgencia, el 
señor Presidente leyó la disposición reglamentaria y fue muy 
enfático al manifestar que no se podía hacer uso de la palabra, 
excepto el mocionante y por el término de cinco minutos. 


Por si hiciera falta -aunque creo que no era necesario- el 
señor senador Cigliuti aclaró cuál era el sentido cabal de su 
propuesta, que la entendía en los términos en que él acaba de 
expresarla nuevamente. Naturalmente que el señor senador Ci- 
gliuti no necesita de abogado defensor. No obstante, me parece 
muy claro que no formuló una acusación en contra o referidas 
al señor Presidente del Consejo Directivo Central de ANEP, 
doctor Gabito Zóboli, sino que simplemente manifestó que en 
un órgano de prensa se le atribuían expresiones formuladas en 
un acto público -específicamente, en un recinto escolar- que, 
de ser ciertas, configurarían una violación al principio de laici- 
dad y agregó que más que eso, sería una violación a lo dispues- 
to por el numeral 4 del artículo 77 de la Constitución de la 
República, que dispone que en estos delitos electorales -como 
los califica la Carta- es la Corte Electoral la que conoce y 
aplica las penas, y que la denuncia deberá ser formulada ante 
ese Organismo por cualquiera de las Cámaras, el Poder Ejecu- 
tivo O las autoridades nacionales de los Partidos. 


En consecuencia, parece claro que en caso de que se hubie- 
ra cometido una infracción de las tipificadas en este numeral 4 
del artículo 77 de la Constitución -nadie afirma que efectiva- 
mente se haya incurrido en algo de esta naturaleza- estaríamos 
ante un hecho grave que el Senado deberá denunciar ante la 
Corte Electoral. 


Por lo tanto, parece pertinente que sea el Senado el que 
tome, desde el inicio, intervención en este asunto, instruyendo 
a su Comisión para que invite al doctor Gabito Zóboli a efectos 
de aclarar el alcance y el sentido de las expresiones que se le 
atribuyen. Por otra parte, las mismas han sido publicadas en 
medios de prensa, y aún no han sido desmentidas, 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se 


va a votar la declaración de urgencia para luego considerar las 
Otras propuestas. 


(Se vota;) 

-17 en 22. Negativa. 

SEÑOR PEREYRA.- Pido la palabra para fundar el voto. 

SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor senador. 

SEÑOR PEREYRA.- Señor Presidente: he votado por la 
afirmativa porque creo que nadie puede ignorar la gravedad del 


asunto que motiva esta solicitud del señor senador Cigliuti. 
Esto no quiere decir -como él mismo lo ha reconocido- que 
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esté probado que se haya cometido una violación a la laicidad. 
Simplemente, se desea averiguar cómo sucedió, en realidad, el 
hecho que motiva esta preocupación. 


En el caso de que esta moción hubiese prosperado, como 
miembro de la Comisión, iba a solicitar que se ampliara a 
algunos otros casos en que integrantes de los organismos des- 
centralizados han realizado manifestaciones públicas, en distin- 
tos periódicos, en su condición de hombres políticos y estando 
en el ejercicio de la función de directores de la Enseñanza. 


En algunos casos, incluso, han señalado que están allí para 
realizar política. De manera que, en el momento en que se 
planteen estas situaciones, creo que deberemos hacer un análi- 
sis global del problema, 


SEÑOR ARAUJO.- Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR ARAUJO.- Simplemente, queremos expresar que 
hemos votado favorablemente la moción presentada por el se- 
flor senador Cigliuti por compartir en todos sus términos lo 
expresado y lo denunciado por él. 


Además, habíamos solicitado el uso de la palabra para ex- 
presar idéntica preocupación pero, a la vez, para agregar algún 
testimonio sobre lo actuado por este mismo Cuerpo en situacio- 
nes no del todo parecidas, porque no revestían la gravedad de 
lo que la prensa denuncia y no podemos confirmar en este 
caso. 


Finalmente, hubiera deseado acompañar una resolución del 
Cuerpo que le diera una oportunidad -como corresponde, para 
éste o cualquier otro ciudadano- a fin de que pueda formular 
aclaraciones, ya que han trascendido por la prensa supuestas 
declaraciones suyas de un tema sobre el cual, naturalmente, no 
puede opinar y, menos aún, en un centro de enseñanza, 


Al respecto, quiero recordar lo acontecido en el período 
anterior. En cierta oportunidad, quien habla visitó un liceo de 
la ciudad de Rosario, departamento de Colonia. Sobre este 
caso, no trascendió nada por la prensa; simplemente, un joven 
estudiante manifestó que yo había formulado algún tipo de 
declaración en el interior del liceo, lo que no había acontecido. 
Sin embargo, el tema se trató con carácter de grave y urgente e, 
incluso, prácticamente, se nos quería hacer juicio político, sin 
siquiera se nos preguntara si aquello que había manifestado un 
joven de 16 afíos era verdad o no. 


Igualmente, se le dio una extraordinaria trascendencia por 
la prensa, Esto no aconteció cuando se estaba a pocos días de 
una instancia electoral, en lo que podría ser una campaña de 
ese tipo. 


Además, este legislador opinó en las afueras del liceo, cuando 


los jóvenes lo consultaron, sobre la juventud bajo un gobierno 
de facto y bajo uno democrático. Todo ello dio lugar a un 
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planteo que se declaró grave y urgente y no se escuchó a la 
persona a la que se acusaba de haber cometido un acto institu- 
cional. 


Reitero que hubiera descado que el Cuerpo demostrara otra 
sensibilidad. Incluso, debería habérsele otorgado a la parte de- 
mandada la posibilidad de que hiciera sus descargos, si es que 


"estos existiesen, a efectos de corroborar si, efectivamente, hizo 


esas declaraciones. 
SEÑOR RICALDONT.- Pido la palabra para fundar el voto. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR RICALDONI.- Al escuchar algunas de las opinio- 
nes que se han vertido en Sala, lo primero que se me ocurre es 
recordar a un Director de la Universidad del Trabajo, el señas 
Bustos, a quien, por realizar manifestaciones, quizás no del 
todo felices, en una asamblea docente, se encontraron motivos 
para cesarlo en su cargo. De ser cicrto lo que ha señalado el 
señor senador Cigliuti, esto tendría una importancia mucho 
mayor, por razones que quiero expresar. 


Lamento que alguno de los señores integrantes de este Cuerpo 
deseen eludir la posibilidad de esclarecer, por las vías corres- 
pondientes a este tipo de situaciones, porque me parece que el 
tema es extremadamente grave. Si esto es cierto, señor Presi- 
dente, la máxima autoridad del CODICEN ha violado muy 
claramente el numeral 4* del artículo 77 de la Constitución de 
la República. De lo contrario, debe aclararse el hecho de una 
buena vez, ya que existen muchos factores que están enrare- 
ciendo la campaña de este referéndum y no es conveniente que 
no se aclaren antes del 13 de diciembre. Como el Reglamento 
permite que, por el mero hecho de no asociarse todo el Cuerpo 
a la solicitud del señor senador Cigliuti, no se trate el planteo 
verbal que acaba de realizar, dicho señor senador acaba de 
hacer llegar a la Mesa, por escrito, esta misma propuesta, por- 
que si del uso del Reglamento se trata, vamos a aplicarlo. 


Por esa razón, desearía comprobar si el Senado está dis- 
puesto a votar una segunda moción que voy a formular en este 
instante, 


En consecuencia, solicito un cuarto intermedio de 15 minu- 
tos a fin de que la moción que acaba de ser entregada a la Mesa 
por el señor senador Cigliuti sea fotocopiada. Una vez que 
retornemos a Sala, ya no serán necesarias las mayorías especia- 
les que establece este artículo del reglamento, porque será una 
exposición escrita y, como advertirán mis compañeros de Cuer- 
po, se precisa una mayoría menor para llegar al mismo objeti- 
vo. 


Por lo tanto, solicito un cuarto intermedio de cinco minutos, 
dado que ya se está repartiendo la moción. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la moción formula- 
da por el señor senador Ricaldoni. 
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(Se vota:) 

-20 en 22, Afirmativa. 

El Senado pasa a cuarto intermedio por cinco minutos. 
(Así se hace. Es la hora 18 y 9 minutos) 

(Vueltos a Sala) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, se reanuda la 
sesión. 


(Es la hora 18 y 15 minutos) 
Dése cuenta de una moción llegada a la Mesa. 
(Se da de la siguiente:) 


*“Mociono para que el Senado invite a concurrir a la Comi- 
sión de Educación y Cultura al señor Presidente del CODI- 
CEN, doctor Gabito Zóboli, a efectos de aclarar manifestacio- 
nes que se le atribuyen por varios medios de prensa, y que 
habrían sido expresadas en acto efectuado en el local de la 
Escuela de Paso de Pache (Canelones)”. Firmado: señor sena- 
dor Cigliuti. 


-Se va a votar si se declara urgente y se trata de inmediato 
el tema a que ha hecho referencia el señor senador. 


(Se vota:) 

-16 en 21. Afirmativa, 

En ooo 

SEÑOR MILLOR.- Pido la palabra. 

SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR MILLOR.- Señor Presidente: me voy a referir muy 
brevemente a esta moción, porque creo que será aprobada con 
rapidez. Pienso que esto le hace bien al Parlamento y al país 
pero, fundamentalmente, al doctor Gabito Zóboli en el sentido 
de que una Comisión del Parlamento se reúna -es decir, que 
ofrezca una Comisión- para que el señor Presidente del CODI- 
CEN haga sus explicaciones del caso. 


Coincidiendo totalmente con el señor senador Cassina en el 
hecho de que el señor senador Cigliuti no necesita abogados, 
pero me voy a tomar el atrevimiento de hacer la siguiente 
aclaración. Este reportaje apareció publicado en la prensa en el 
día de ayer por lo que, varios compañeros del Partido Colorado 
pensamos en la posibilidad de realizar el planteamiento en ese 
mismo momento. Justamente, el señor senador Cigliuti quizás 
producto de su larga experiencia parlamentaria o de la toleran- 
cia que lo caracteriza- fue quien nos disuadió de que debíamos 
esperar 48 horas, porque era muy probable que apareciese pu- 
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blicada la aclaración del propio doctor Gabito Zóboli negando 
que hat «calizado estas manifestaciones. Por lo tanto, con el 
mayor respeto, digo que no se puede acusar, justamente en este 
caso y al señor senador Cigliuti, en forma precipitada, porque 


fue él quien en el día de ayer impidió que el planteamiento se 


hiciese, con un argumento de recibo. Expresó que la lógica 
más elemental indicaba que el doctor Gabito Zóboli iba a reali- 
zar una aclaración en los mismos órganos periodísticos, en el 
día de hoy. Dije que ese argumento era de recibo, porque tal 
como lo señaló el señor senador Ricaldoni -quien tuvo un re- 
cuerdo para un amigo personal, integrante de otro secior del 
Partido Colorado- el ex-Director de UTU, señor Alvaro Bustos, 
de quien poseo los antecedentes de su destitución originada por 
sus manifestaciones, no en la inauguración de un liceo frente a 
padres y alumnos que obviamente afilian a diferentes tenden- 
cias políticas, sino en una asamblea de corte gremial con carac- 
terísticas muy particulares. Digo esto, porque cuando se realiza 
una asamblea de corte gremial en un órgano de enseñanza, nos 
referimos a profesores de Enseñanza Secundaria, que es un 
ámbito muy particular. No es lo mismo una asamblea gremial 
muy bicn tipificada como gremial de profesores de Secundaria, 
que una de cualquier otro digno gremio que esté discutiendo 
cuestiones de trabajo. El tema era netamente técnico, porque lo 
que se discutió allí fue la ubicación de los Centros de Excelen- 
cia que se podían instrumentar gracias a un préstamo del BID 
que permitía que, justamente, Uruguay acediese a esa herra- 
mienta formidable para expandir una enseñanza tecnológica. 


Lo que manifestó el señor Bustos en esa asamblea fue que 
no entendía -y tengo en mi poder la crónica que fue publicada : 
en Guía Financiera- por qué razón una Escuela de Excelencia 
para profundizar en el tema de la lechería, se ubicaba en un 
lugar que él consideraba que no era el más adecuado. 


Se ubicaba, concretamente, en la zona de Fraile Muerto. 


A título meramente anecdótico, debo señalar que en esa 
oportunidad el que habla no estaba en la Asamblea, pero cono- 
cía la opinión del señor Bustos y no coincidía con eila. Perso- 
nalmente, soy partidario de que haya una expansión en materia 
de lechería en la Cuenca que va desde Melo hasta Fraile Muer- 
to y donde hay, inclusive, una cooperativa de leche muy im- 
portante con capacidad ociosa. Resulta realmente necesario que 
toda esa zona se tecnifique y se electrifique a los efectos de 
que se pueda contar allí con otra fuente de trabajo. Y eso fue lo 
que dijo el señor Bustos. Señaló que la única explicación que 
él encontraba para que se ubicara una Escuela de Excelencia 
en Cerro Largo -y daba ejemplos de cuencas lecheras mucho 
más importantes en el sur- era la de que se hubiese utilizado un 
criterio político. 


Dichas expresiones motivaron una nota cursada al Director 
Bustos con fecha 4 de diciembre -recordemos que el artículo 
de Guía Financiera era del 1* del mismo mes-, que decía lo 
siguiente: “Atento a las declaraciones que le son atribuidas en 
el reportaje titulado Bustos denunció reparto político que luce 
en la página 8 del periódico Guía Financiera de diciembre 1* 
de 1991, sírvase ratificar o rectificar la autoría de los referidos 
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conceptos en el término de 24 horas. Saluda a usted atentamen- 
te”. (Firmado) Dr. Juan Gabito. 


Entonces, me parece que es bueno señalar cómo debe pro- 
cederse e importante predicar con el ejemplo. 


El doctor Gabito Zóboli, en su carácter de autoridad que 
está por encima del señor Bustos, mediante una nota le exigió 
que en 24 horas ratificara o rectificara las manifestaciones que 
habían aparecido en Guía Financiera. 


En el día de ayer y luego de haber conversado al respecto 
con el señor senador Cigliuti, pensamos que el doctor Gabito 
Zóboli iba a proceder de la misma manera que pretendía que 
actuasen sus subordinados. Sin embargo, como no lo hizo -y 
como creemos que el periódico en el cual apareció el reportaje 
del doctor Gabito tiene un poco más de tiraje que aquel en el 
que obraba la nota que motivó la posterior destitución del señor 
Bustos-, el Partido Colorado esperó que transcurriesen 24 horas 
para hacer el planteamiento que hoy se hizo en tiempo y forma. 


Para redondear nuestra postura respecto de este tema, debe- 
mos decir que el señor Bustos contestó, dentro de las 24 horas, 
lo siguiente: “Por la presente acuso recibo de su oficio 627/91 
del día 4 de diciembre” -es decir, el día anterior- “asimismo y 
sin que ello implique desconocimiento de la solicitud formula- 
da, quedo a sus órdenes a los efectos de realizar en forma 
personal las aclaraciones que usted considere pertinentes”. Pero 
fue destituido sin más trámite, porque en el expediente poste- 
rior a esta nota donde el señor Bustos queda a las órdenes del 
doctor Gabito Zóboli, no hay ninguna foja más. Lo que ocurrió 
después, con muy pocas horas de separación en el tiempo, fue 
la destitución del señor Bustos, porque “se considera incompa- 
tible con el desempeño adecuado del servicio la permanencia 
en su cargo del integrante del Consejo de Educación Técnico 
Profesional, señor Alvaro Ramiro Bustos”. Y todo por esta 
nota, 


Por lo expuesto, considero que el Senado debe votar en 
forma inmediata esta moción y que la Comisión de Educación 
y Cultura debe convocar al doctor Gabito Zóboli, ámbito en el 
que éste tendrá una ocasión magnífica de clarificar los térmi- 
nos, la oportunidad, la forma y el contenido de esta nota apare- 
cida en el diario “La Mañana” que, de corroborarse, sólo puede 
dar lugar, a mi juicio, a la destitución. Me parece que se trata 
de una violación mucho más notoria al principio de laicidad 
que aquella que se le imputó al señor Bustos que, en mi modes- 
ta opinión, sólo mirándola de una manera muy crítica, puede 
considerarse una transgresión a sus prohibiciones de carácter 
político, Reitero: el señor Bustos fue destituido por expresarse 
en torno a la conveniencia o inconveniencia de que una Escue- 
la de Excelencia en materia de lechería fuese ubicada en la 
Cuenca que bordea Fraile Muerto. 


Considero que se trata, en este caso, de una situación mu- 
cho más grave y apoyamos, en consecuencia, la moción formu- 
lada por el señor senador Cigliuti. 
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SEÑOR SANTORO.- Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR SANTORO.- Señor Presidente: hemos constatado 
notorias diferencias entre lo que acaba de votar el Cuerpo en el 
sentido de considerar el tema de manera urgente y la primera 
intervención que se realizó en Sala a efectos de señalar incon- 
ductas públicas en el ejercicio de su cargo por parte del señor 
Presidente del CODICEN, doctor Gabito Zóboli. 


En el repartido que se ha realizado de la solicitud presenta- 
da se dice simplemente que se mociona para que el Senado 
invite a una reunión de la Comisión de Educación y Cultura al 
señor Presidente del CODICEN, a efectos de aclarar manifesta- 
ciones que se le atribuyen por varios medios de prensa y que 
habrían sido efectuadas en el local de la Escuela de Paso Pa- 
che, departamento de Canelones. 


Es evidente que esto tiene enormes diferencias con lo que 
se señaló primeramente, cuando se leyó el artículo del diario o 
de la publicación que se manejabg en ese momento. Se hicie- 
ron referencias a la violación del principio de laicidad, a viola, 
ciones de la Constitución en lo que hace a la disposición perti: ' 
nente del apartado correspondienie del artículo 77 de nuestra 
Carta y a otro tipo de juicios de valor respecto de la conducta 
del señor Presidente del CODICEN. Sin embargo, lo que está 
en consideración ahora es simplemente el hecho de que se 
procure aclarar determinadas manifestaciones, que no se desa- 
rrollan, ni se califican; sólo se mencionan como manifestacio- 
nes, en forma genérica. Reitero que considero que en ese as- 
pecto se constatan diferencias notorias. Por esa razón, en opor- 
tunidad de nuestra intervención original, procedimos a cuestio- 
nar la forma en que se planteaba este tema, en razón de que 
este tipo de planteamientos obliga al acusado a presentar prue- 
bas de carácter negativo, que no están admitidas en nuestro 
Derecho, pero que tampoco es posible realizar, ya que una vez 
formulada la acusación el daño ya está hecho y se deja una 
impresión a nivel de la opinión pública que resulta imposible o 
sumamente difícil proceder a borrar. Cuando se hacen manifes- 
taciones de esta naturaleza, gráficamente se las imprime, reite- 
ro, a nivel de la opinión pública. 


En lo que hace al episodio en sí mismo, debemos decir que 
creemos que se enmarca dentro de las normas que regulan la 
actuación de los integrantes de los servicios autónomos del 
Estado, en este caso del Organismo relativo a la enseñanza, que 
está regulado por la Constitución de la República. 


Como no conocemos las expresiones en cuestión, suponga- 
mos que el señor Presidente del CODICEN hubiera hecho ma- 
nifestaciones de este tipo en oportunidad de la inauguración del 
edificio escolar de la referencia. Supongamos, por ejemplo, que 
hubiera aludido a la política que en materia de construcción de 
escuelas y liceos está llevando a cabo el CODICEN, en qué 
forma se*'financia y de dónde se obtienen los recursos. Tenien- 
do en cuenta que había procedido, en la mañana de ese día, a la 
inauguración de los trabajos de construcción del Liceo N?* 2 de 
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Maldonado que se financian con los recursos obtenidos por la 
venta de los bienes que quedaron como consecuencia de la 
liquidación de ILPE, el señor Presidente del CODICEN o cual- 
quier otro miembro de ese Organismo, ¿no podía en un acto 
público hacer referencia a que asistió a la inauguración de 
dichas obras y que las mismas se financian con recursos obteni- 
dos por la aplicación de la Ley N* 16.211 que dispuso la liqui- 
dación de ILPE y que los bienes obtenidos por tal motivo se 
destinasen, entre otras cosas, a la enseñanza? Considero que 
simplemente estaría comentando una Ley que está vigente. 


Si el señor Presidente del CODICEN hace ese tipo de mani- 
festaciones no creo que esté violando ninguna disposición cons- 
titucional ni que esté incurriendo en ninguna clase de incon- 
ducta. 


Naturalmente, se trata simplemente de referencias a la ma- 
nera como está funcionando su servicio, a cómo se financian 
las obras que se están llevando a cabo y a cuál es el origen de 
esos fondos que se destinan a la construcción de locales escola- 
res. Bueno sería que en el país una administrador público no 
pudiera hacer mención a una disposición legal. Creemos que 
proyectar eso hacia lo que en las actuales circunstancias se está 
dando en el Uruguay -es decir, a la campaña por el relerén- 
dum.- es, evidentemente, una actitud un tanto desmesurada. 


El hecho de que un administrador público haga referencia a 
su servicio, está legitimado de acuerdo con lo que establece la 


ley. En este caso, entendemos que si actuó de esa forma, el 


señor Presidente del CODICEN estaba en su derecho, pues se 
desempeñó dentro de la más estricta regulación funcional por 
lo que no puede merecer cuestionamientos de naturaleza algu- 
na. Distinto sería si el señor Presidente del CODICEN hubiera 
realizado un verdadero acto de carácter político, efectuando 
panegíricos acerca de las virtudes de la Ley N* 16,211 y de los 
elementos que ella contiene. Sin embargo, no creo que la inau- 
guración de una escuela sea un acto propicio para ese tipo de 
manifestaciones, 


Por lo tanto, estimamos que antes de haberse calificado esa 
actuación y de señalarse que existía una violación de la laici- 
dad y una manifestación política -con lo que se estaría violando 
la Constitución-, tendría que haberse empezado con lo que 
luego se comenzó. Es decir que, mediante la presencia del 
doctor Gabito Zóboli en la Comisión de Educación y Cultura, 
tendrían que'aclararse las manifestaciones que se le atribuyen, 
así como las afirmaciones efectuadas en Sala con respecto a los 
dichos del señor Presidente del CODICEN. 


Por otra parte, ¿hasta dónde puede llegar la actuación de un 
funcionario del nivel de un administrador de un servicio públi- 
co -en este caso, del Ente de la enseñanza- con respecto a 
situaciones como las que actualmente vive el país? Se hace 
hincapié en que la disposición constitucional establece que, en 
general, está prohibido ejecutar cualquier acto público o priva- 
do de carácter político, salvo el voto. Esto ha sido discutido en 
ocasión del referéndum por la Ley de Caducidad, ya que en esa 
oportunidad se debatió ampliamente acerca de la actuación de 
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un Oficial de la Marina, quien se encuentra en estas condicio- 
nes por pertenecer a las Fuerzas Armadas. Esta persona prestó 
adhesión al recurso del referéndum y eso, repito, motivó una 
amplia discusión política con respecto al alcance de la disposi- 
ción constitucional. Este tema volvió a salir a la luz hace pocos 
días con relación al hecho de que el señor Presidente de la 
República pudiera tener intervención en la campaña del refe- 
réndum o, en su caso, realizar una defensa de la Ley de Empre- 
sas Públicas. En ese sentido, nos adelantamos a marcar las 
diferencias. El señor Presidente de la República, por texto cons- 
titucional, originario de la Carta de 1934 -que se ha mantenido 
hasta el presente-, tiene una regulación constitucional distinta a 
la de los otros administradores, porque en forma precisa la 
Constitución establece que no puede realizar trabajos de tipo 
electoral. Sin embargo no le prohibe la actividad política, Es 
decir que está habilitado para realizar, en su caso, la defensa o 
referencias a la Ley de Empresas Públicas en una campaña de 
referéndum, ya que actúa en su condición de colegislador, de 
ser quien tomó la iniciativa, y como titular del Poder Ejecuti- 
vo. 


En cambio, en lo que hace a los otros funcionarios, la 
referencia constitucional que habla de actividad política o de 
acto público o privado de carácter político, debe ser calibrada, 
porque una cosa es la actitud política de quien en forma muy 
definida efectúa una actividad en favor del NO o del SI -en lo 
que tiene que ver con la Ley de Empresas Públicas- y otra es 
que un funcionario -como es el caso del Presidente del CODI- 
CEN- se refiera al origen de los recursos para la construcción 
de un liceo en la ciudad de Maldonado. 


Entendemos que se. trata de cosas totalmente distintas. El 
señor Presidente del CODICEN, a nuestro juicio, está capacita- 
do y habilitado para efectuar esas manifestaciones porque no 
viola ninguna disposición ni principio, y su conducta se adecua 
perfectamente a sus responsabilidades y a los deberes que tiene 
que cumplir en el desempeño de su cargo. 


Queremos concluir nuestra intervención en este aspecto se- 
ñalando que en Sala se ha expresado que quienes no votamos 
en el momento en que se planteó la urgencia por primera vez, 
estábamos evitando la investigación, Esa actitud a nivel par- 
lamentario no solamente está prohibida por los Reglamentos 
-que refieren a la presunción de intenciones- sino también por 
las costumbres que imperan dentro de un Cuerpo parlamenta- 
rio. Por eso, las rechazamos con énfasis y de plano. Nadie está 
habilitado para presumir qué intenciones tenemos cuando vota- 
mos. De nuestra parte, sería una intolerancia y un atrevimiento 
si hiciéramos esa clase de manifestaciones con respecto a cual- 
quier otro señor senador en el momento en que emite su voto, 
Reiteramos que las rechazamos porque no practicamos ese tipo 
de actuaciones con nadie. De esta forma, dejamos nuestra cons- 
tancia plena de nuestro más enfático rechazo a esas expresio- 
nes que presumen que por no haber votado la urgencia, no 
queríamos que se investigara. Aclaramos que no la votamos 
por razones reglamentarias, tal como lo señalamos en forma 
muy precisa y amplia, con referencias estrictas al Reglamento. 
Además, entendemos que el Cuerpo actuó dentro de las normas 
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reglamentarias porque, al no alcanzarse los dos tercios de com- 
ponentes, la Mesa declaró negativa la primera votación. 


Una vez más, rechazamos este tipo de conductas parlamen- 
tarias y adelantamos que de ninguna manera estamos dispues- 
tos a admitirlas, 


En lo que hace a la moción, tal como está redactada, no 
tenemos inconveniente alguno en que se invite al señor Presi- 
dente del CODICEN a la Comisión de Educación y Cultura 
para que aclare cuáles fueron sus auténticas y verdaderas mani- 
festaciones. Si luego la Comisión considera que debe informar 
al Senado expresando que lo que el doctor Gabito Zóboli dijo 
en la inauguración de la Escuela N* 30 de Paso de los Fran- 
cos -destaco que dicha escuela no se encuentra en Paso Pache- 
está reñido con la Constitución o con el principio de laicidad, 
actuaremos en consecuencia. Pero repetimos que lo que corres- 
ponde es actuar en la forma prevista por esta moción y no tal 
como en primera instancia se propuso. Lo que se manifestó en 
aquél momento ya está dicho, y ahora, después de la investiga- 
ción, puede resultar que el señor Presidente del CODICEN ha 
actuado como la máxima corrección. Sin embargo, el daño ya 
está hecho y resulta imposible de superar cuando ha sido cono- 
cido por la opinión pública. 


SEÑOR CIGLIUTI.- Pido la palabra para contestar una alu- 
sión, 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR CIGLIUTI.- En primer término, no hice daño algu- 
no. Es tan ligero el hecho de adjudicarme la comisión de algún 
daño porque plantee este asunto, como atribuir intenciones a 
cualquier señor senador. Además, al decir que inferí un daño, 
se me están adjudicando intenciones porque también se expre- 
só, violentando mi condición de senador, que esa era, al pare- 
cer, la manera de crear un ambiente o una situación especial en 
torno a este asunto, 


Sefíalé al principio -y ahora lo repito- que no soy responsa- 
ble por lo que aquí se atribuye al señor Presidente del CODI- 
CEN. Dije y reitero, que si él efectuó esas manifestaciones 
incurrió en una cruda y clara violación de la laicidad, por lo 
que tendrá que ser llamado a responsabilidad, Si no las realizó, 
entonces no habrá nada planteado. Pero, ¿quién me puede decir 
que estoy impedido de formular los fundamentos por los que 
presento una moción en el Senado? Nadie; tengo todo el dere- 
cho, y lo repito ahora. 


Si el doctor Gabito Zóboli no realizó esas afirmaciones, 
¡Santas Pascuas!, aquí no habrá pasado nada. En cambio, si las 
hizo, debo señalar que no he conocido otra violación del princi- 
pio de la laicidad más clara y más cruda que esa, Tengo bastan- 
te actuación -tal vez demasiado larga- sé que nunca he formu- 
lado propuesta de ninguna clase, en los órganos parlamentarios 
que he integrado o fuera del Parlamento, con esa intención. No 
lo he hecho jamás y rechazo enfáticamente que alguien quiera 
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suponer lo contrario. Lo que hice fue decir lo que hoy repito 
-Que acabo de manifestar y que lo hago en cualquier momento- 
y eso no puede ser irrespetuoso, ni tener la intención de plan- 
tear un escándalo político, porque esa no es la intención y 
nadie tiene derecho a atribuirla. Tengo, en cambio, el derecho 
y casi la obligación de plantear en el Senado una denuncia que 
veo que nadie desmiente y que fue publicada ayer en la prensa, 
pasando un día y otro sin que se diga nada al respecto. Ayer 
pude haberla propuesto y no lo hice sino hasta hoy; estuve con 
dos compañeros de Comisión y también pude habérselo dicho a 
ellos y no lo hice porque tampoco estaba convencido de que 
había que hacerlo. Pero después que vi que no hubo ninguna 
aclaración, formulé el planteamiento. 


El planteamiento que hice al principio y la moción que lo 
recoge son lo mismo, porque siempre hablé en condicional. Se 
atribuyen manifestaciones al señor Presidente del CODICEN 
realizadas en Maldonado y se pide que las aclare. 


De modo que, señor Presidente, tengo plena conciencia de 
lo que ha ocurrido y sé cómo voy a proceder cuando el señor 
Gabito concurra a la Comisión de Educación y Cultura del 
Senado y también sé lo que vamos a hacer en esa Comisión 
cuando El dé las explicaciones que se le pidan. Pero de ninguna 
manera admitiré nunca, y menos ahora, que ha habido otra 
intención que el sano propósito de que esto se aclare, porque no 
está bien que haya ocurrido -si es que así fue- y menos en un 
aula escolar, diez días antes de un referéndum, y no por lo que 
se lee, sino por lo que no se lee; no por lo que dijo de la 
escuela, ni por lo que expresó sobre la venta de ILPE; no por lo 
que dijo de dónde venía, ni cómo va a seguir actuando, sino 
por decir a quienes van a votar que piensen bien cómo van a 
hacerlo, en una clara alusión comicial del 13 de diciembre. Si 
no lo hubiera dicho, no habría aquí ningún problema. Es exclu- 
sivamente por lo que manifestó en ese sentido que he hecho 
este planteamiento que ahora veo con alegría que el Senado 
aprobará, porque según parece, no hay oposición a la moción 
presentada. 


SEÑOR ARANA, - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR ARANA. - Señor Presidente: creemos que esto es 
muy natural que se plantee en el Senado y no haberlo hecho 
sería una irresponsabilidad total de nuestra parte. Por lo tanto, 
felicito al señor senador Cigliuti por plantearlo en los términos 
que consideramos ajustados a lo que corresponde, para esclare- 
cer una eventual irregularidad que, de comprobarse es gravísi- 
ma, haciéndolo donde corresponde, es decir, precisamente en 
esta Sala. Creo que es bueno que se haga porque no es poca 
cosa el enrarecimiento que se está produciendo en esta campa- 
fía de discusión y de lucha electorales -por qué no decirlo- en 
torno al referéndum que tan alta significación está teniendo a 
nivel nacional e inclusive internacional. Dicho enrarecimiento 
se está extendiendo a ámbitos particularmente sensibles de nues- 
tra población, como por ejemplo los relativos a la enseñanza, 
en los que alumnos, padres y la colectividad del interior -toda 
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ella vinculada al espectro escolar o liceal- hacen de todo ello 
un fenómeno especialmente sensible. 


Hace unos días atrás, cn una publicidad anónima, apareció 
en la televisión una señora que parecía ser maestra. Nos costó 
pensar que justamente una maestra no haya leído la ley relativa 
a las Empresas Públicas y, por lo tanto, afirmara lo que dijo en 
esa oportunidad, como por ejemplo que con el mantenimiento 
de dicha norma -en especial con el de los artículos ahora im- 
pugnados- se vería beneficiada en sus retribuciones, aludiendo 
a la generalización de todos aquellos docentes que, por supues- 
to, no han sido considerados en las decisiones que se han adop- 
tado a nivel nacional en materia salarial. Esa notoria tergiver- 
sación motivó, como se sabe, la airada reacción de un Director 
del CODICEN que, precisamente, denunció ese hecho por ser 
claramente violatorio de la laicidad de la enseñanza. 


Quien habla también había señalado en especial este artícu- 
lo publicado en el diario “La Mañana” del martes 1? de diciem- 
bre. En él no sólo se habla de una reunión, sino de la participa- 
ción del señor Presidente del CODICEN y de otras destacadas 
personalidades como la señora Consejera Beatriz Macedo, el 
señor Consejero de Educación Primaria José Carlos Cardozo, el 
Inspector Regional Walter Alijas y el Inspector Departamental 
José Miguel Bonifacino. Se alude con comillas -que desde lue- 
go corre por cuenta del periodista responsabilizarse por lo allí 
escrito- a ciertas expresiones que, de ser ciertas, son realmente 
graves. 


Al señor senador Cigliuti le asiste plena razón y creo que 
por parte nuestra no cabría otra actitud que la que él propone, 
en cuanto a poder escuchar al señor Presidente del CODICEN 
para que él pueda confirmar o no la veracidad de esas palabras 
o, por el contrario, desmentir las manifestaciones que le fueron 
atribuidas. Reitero que si dichas afirmaciones fueron pronun- 
ciadas por el señor Gabito Zóboli, el asunto es realmente grave 
y particularmente preocupante. No sólo me refiero a lo que él 
dijo a su regreso de Maldonado, donde se está construyendo el 
segundo Liceo Departamental financiado con recursos obieni- 
dos por la venta de ILPE, sino también a lo que resaltó como 
aporte del poder político que tantas veces ha sido criticado y 
que ahora es el que nos proporciona los recursos que ya no se 
pierden como en otras épocas de décadas de estancamiento 
social, 


Notoriamenie, a quien está hablando no le corresponderían 
prendas, pero si estas expresiones fueron realmente dichas por 
el señor Gabito Zóboli, estamos ante un acto de incursión polí- 
tica que trata de aplaudir a unos y de denigrar a otros en forma 
inexplicable de parte de alguien a quien se le ha otorgado la 
altísima responsabilidad que ahora reviste. 


Concordamos con el señor senador Cigliuti en cuanto a que 
todo esto de comprobarse es muy grave, repito, en relación 
estrictamente con lo afirmado, complementariamente con estas 
otras expresiones, El señor Presidente del CODICEN habría 
solicitado a los presentes tener en cuenta esa información a la 
hora de decidir sobre la venta de las empresas públicas. Reitero 
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que hacemos bien en el Senado al plantear estos asuntos y 
bueno us, a la vez, que lo hagamos con serenidad; pero todo 
dependerá de las pruebas que se puedan aportar por parte del 
cronista que escribió el artículo en el diario aludido y, desde 
luego, de las propias expresiones del señor Gabito Zóboli. De 
todos modos, estos asuntos no pueden quedar soslayados en un 
ámbito como el nuestro, porque realmente se puede estar invo- 
lucrando en ello una muy seria irregularidad y una notoria 
forma de incidencia inadmisible en una acción política en la 
que pueden incluirse aspectos sustanciales de nuestra propia 
actuación colectiva como nación en el presente y para el futu- 
ro. 


Nada más, señor Presidente, 
SEÑOR RICALDONT. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR RICALDON!I. - Señor Presidente: quiero decir que 
el señor senador Cigliuti no precisa abogados ni nadie que 
respalde sus dichos y menos aún toda su larga y ejemplar 
trayectoria política, pero siento la necesidad de señalar que si 
bien por un lado creo que todo lo dicho por el señor senador 
Cigliuti y lo que acaba de manifestar ahora el señor senador 
Arana me eximiría de hacer uso de la palabra sobre este tema, 
me parece que no podemos dejar de expresar algunas reflexio- 
nes que inevitablemente entran, en parte, dentro del terreno 
político y en parte, dentro del área constitucional, 


La diferencia es que nosotros podemos hacer política y a 
otras personas no les está permitido. El señor senador Ci- 
gliuti «esto es absolutamente cierto como lo señaló él mismo y 
como antes lo hizo el señor senador Millor- hasta el momento 
en que intervino en el Senado no quiso tocar este tema en 
espera de una rectificación, de una aclaración de las expresio- 
nes por parte del señor Presidente del CODICEN. Creo que 
dicha rectificación o aclaración tendría que haber surgido es- 
pontáneamente de su parte y con esto no lo estoy señalando 
con un dedo acusador porque, como bien se ha dicho, todos 
deben presumirse inocentes hasta que se pruebe lo contrario. 


Sin duda alguna, hay algo que es muy claro. Un diario de 
Montevidco, “La Mañana”, y otro también de la capital, “El 
Diario” de la noche, en el día de ayer transcribieron, entre 
comillas, declaraciones que son tremendamente graves. Tengo 
una discrepancia tanto con el señor senador Cigliuti como con 
el señor senador Santoro, Creo que incluso lo que se dice 
acerca de la forma en que se financia una Escuela de Maldona- 
do -se aclara entre comillas que el señor Presidente del CODI- 
CEN venía de Maldonado, donde se está construyendo el se- 
gundo Liceo Departamental que se financia con recursos de la 
venta de ILPE- hasta para el más despistado es una clara alu- 
sión al referéndum que tendrá lugar el 13 de diciembre. 


A continuación, y como ya se ha manifestado varias veces 
en Sala en la tarde de hoy -si realmente es así- agrega: “solici- 
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tamos a los presentes que lo tengan en cuenta al momento de 
decidir sobre la venta de las empresas públicas”, y ahí cierra 
las comillas “El Diario” del día de ayer. Si esto fuera cierto, 
realmente es muy grave. 


Como es público y notorio, el doctor Julio María Sanguinet- 
ti, del Foro Batllista, lo dijo en un acto político y también lo 
expresó el doctor Tarigo en el diario “El Día”. Se ha venido 
sosteniendo que el Presidente de la República puede actuar 
políticamente en el referéndum, de modo que no estamos tra- 
tando de acallar las voces que legítimamente pueden expresar- 
se a favor del NO en el próximo referéndum. Sin embargo, lo 
que no podemos aceptar, señor Presidente, es que si esto es 
cierto, pase desapercibido frente a nosotros mismos, que pase 
poco menos que en silencio, que lo consideremos casi “en 
puntas de pie” como si fuera algo irrelevante o de poca monta, 
cuando se trata de que la principal figura del CODICEN, nada 
menos que su Presidente, se embandere -si esto es exacto- en 
una campaña en la que tiene derecho a pensar y votar como le 
plazca, pero no de expresar sus opiniones en público. Esa es la 
diferencia entre el literal 5% y el 4%) del artículo 77 de la 
Constitución. El Presidente de la República y los miembros de 
la Corte Electoral no pueden hacer propaganda política de ca- 
rácter electoral, aunque sí propaganda política que no sea de 
carácter electoral. En cambio, en el literal 4%) de este artículo 
71 de la Constitución se expresa -sé que hay otras opiniones en 
Sala- que los magistrados judiciales, los miembros del Tribunal 
de lo Contencioso Administrativo y del Tribunal de Cuentas, 
los Directores de los Entes Autónomos y de los Servicios Des- 
centralizados no podrán, entre otras cosas, ejecutar cualquier 
otro acto público o privado de carácter. político, salvo el voto. 
De modo que si esto fuera cierto -todavía no lo sabemos- aquí 
habría una infracción a lo que establece la Constitución. 


SEÑOR KORZENIAK. - ¿Me permite una interrupción se- 
for senador? 


SEÑOR RICALDONT. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor sena- 
dor Korzeniak, 


SEÑOR KORZENIAK. - Voy a referirme a este asunto 
muy brevemente, señor Presidente, porque es un tema colateral 
al que no le doy demasiada importancia, De todas maneras, 
quería formular una pregunta al señor senador Ricaldoni a los 
efectos de que me quede más claro cuál es el alcance que él le 
da al numeral 5%), que se refiere simultáneamente al Presidente 
de la República y a los miembros de la Corte Electoral. Pre- 
gunto al señor senador Ricaldoni si él consideraría ajustado a la 
Constitución que el Presidente de la Corte Electoral intervinie- 
ra en la propaganda política de este referéndum diciendo, sim- 
plemente, que está de acuerdo con el NO o con el SI. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor senador 
Ricaldoni. 
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SEÑOR RICALDONI. - Esta es una buena e inteligente 
pregunta. El mismo argumento ya se lo había escuchado en 
algún medio de difusión al señor senador Korzeniak. Creo que 
se trata de una solución poco feliz en la letra de la Constitu- 
ción, pero que es posible y hay una discrepancia respetuosa y 
hasta quizás irreverente porque el señor senador Korzeniak es 
un experto en materia constitucional y no es ese mi caso. 


Coincido con el señor senador Korzeniak en que este no es 
el tema central porque en lo que él, yo y todos tenemos que 
coincidir -no he oído ninguna voz en el Senado que diga que si 
esto es cierto no es una grave violación a la Constitución- es en 
que ningún Director de Ente Autónomo, comercial, industrial 
ni de enseñanza, puede intervenir en ninguna actividad política 
salvo el voto, de manera que está bien que se investigue. 


He oído señalar en Sala que se condena al Presidente del 
CODICEN poco menos que al martirio de lo que entre los 
abogados denominamos la prueba negativa. Pienso que no es 
así, porque lo que estamos tratando de hacer es de saber si lo 
dijo a no lo dijo; ojalá no lo haya dicho, por el bien de todos y 
sobre todo por la transparencia de quienes son hombres públi- 
cos en este país. 


Además, señor Presidente, desde ya dejo como moción am- 
pliatoria de la del señor senador Cigliuti, que la Comisión 
convoque a las personas que en esta misma crónica se dice que 
estaban presentes como autoridades docentes: la Consejera Bea- 
triz Macedo, el Consejero de Primaria José Carlos Cardozo, el 
Inspector Regional Walter Alijas, el Inspector Departamental 
José Miguel Bonifacino y la Directora Martha Esther Méndez. 
Ya no se tratará de una prueba negativa, sino que la Comisión 
hará su propia composición de lugar, comparando todas las 
declaraciones para que no quede en el aire -como se ha dicho- 
la negativa por un lado y la crónica por el otro. 


Vamos a Hegar al fondo del tema; entonces, que se cite a 
las personas mencionadas y se haga responsables a los autores 
de la crónica, El señor Miguel A. Vignola, corresponsal de “La 
Mañana” y “El Diario” en Canelones es quien menciona a 
todas estas personas y que coloca entre comillas las declaracio- 
nes del Presidente del CODICEN, 


Creo que en una sola jornada de trabajo, porque la respuesta 
a nuestra pregunta debe ser un si o un no, se dirá si se manifes- 
tó o no esto. 


Y quiero decir, señor Presidente, contra lo que aquí también 
se ha dicho, que si las expresiones fueran exactas, no sólo que 
hubo un panegírico a la ley -porque es un panegírico a la ley, 
no sé de qué trascendencia ni para los oyentes ni para la opi- 
nión pública, pero sin duda lo fue para quien las habría formu- 
lado-, sino que vinculan la venta de ILPE con la construcción 
de un local de enseñanza. Este tema, además, introduce al 
Presidente del CODICEN en una polémica que muy válida- 
mente mantenemos los que estamos afiliados al voto por el sí y 
los que están al voto por el no, respecto de si realmente el 
artículo 3? de la Rendición de Cuentas vigente que votamos 
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hace muy poco, da más recursos de los que ya tiene por ésta 
para la enseñanza, por medio de la venta o de las enajenaciones 
de bienes del Estado De esa manera, se está afiliándose a una 
tesis que forma parte de una propaganda que es muy respetable 
pero que creo es tremendamente equivocada y que “se da -si se 
me permite la expresión- de coces” con el texto del artículo 3% 
de la Rendición de Cuentas. Reitero, forma parte de un juego 
político o de una dialéctica política que todos tenemos que 
comprender e, incluso, respetar. 


Quiero decir una cosa más. Se me ha informado hace pocos 
minutos que, además, existe una grabación de estas palabras; 
he pedido esa grabación, aunque no sé si la recibiré o no. Pero 
digo que todo esto forma parte de una tarea que debe ser 
dispuesta por el Senado a través de su Comisión competente al 
cabo de esas investigaciones que deseo sean lo más rápidas 
posibles, que terminen cuanto antes y que dejen a salvo de toda 
posible crítica la actuación del señor Presidente del CODICEN 
quien, por otra parte, sin conocerlo personalmente, en lo que a 
mí respecta jamás me ha merecido hasta ahora ningún tipo de 
reproche en lo que tiene que ver con incursiones que no le 
permiten ni la Constitución ni la ley. 


Pero que quede clara una cosa, señor Presidente: nosotros 
no estamos haciendo de esto un instrumento de tácticas o estra- 
tegias políticas. Estamos señalando algo que nos preocupa a 
nosotros pero que sé preocupa a muchos otros dentro y fuera de 
este Parlamento. Si esta práctica existió, o, mejor dicho, si esta 
actitud existió, pues habrá que ver, en su momento, qué es lo 
que corresponde. Y si esta información es inexacta, bienveni- 
das sean la rectificación y la aclaración que por la saludable 
iniciativa del señor senador Cigtiuti, espero que el Senado pon- 
ga en funcionamiento. 


Repito que no estamos buscando la espectacularidad ni se 
trata de un acto de oportunismo porque un legislador de la 
experiencia del señor senador Cigliuti y otro que no tiene ni 
cerca la de él -el que habla-, si quisieran hacer sensacionalismo 
del tema en cuestión, lo que habrían pedido en la tarde de hoy 
en el Senado es el nombramiento de una Comisión preinvesti- 
gadora para que en 24 horas comunicara al Cuerpo si corres- 
ponde o no nombrar una Comisión Investigadora. No queremos 
llegar a eso, sino que deseamos transitar por el verdadero cami- 

_no que corresponde, el de la sobriedad, naturalmente, que es 
compatible con la importancia de la situación que estamos ana- 
lizando. 


Para finalizar, solicito que junto con el señor Gabito Zóboli, 
la Comisión llame a las personas que acabo de mencionar y 
que vuelvo a citar para que quede adecuada constancia en la 
versión taquigráfica: Consejera Beatriz Macedo, Consejero de 
Primaria José Carlos Cardozo, Inspector Regional Walter Ali- 
jas, Inspector Departamental José Miguel Bonifacino y la Di- 
rectora de li escuela de que se trata, señora Martha Esther 
Méndez. 


Nada más. 
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SEÑOR PEREYRA.- Piao Ja palabra para una aclaración. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR PEREYRA.- Señor Presidente: yo voté inicialmen- 
te el pedido de urgencia del tema de la posible violación del 
principio de laicidad que ha planteado el señor senador Ci- 
gliuti, al que le atribuyo la importancia que siempre le he 
atribuido en mi vida de legislador y de educador. Pcro veo que 
a través de la discusión de este asunto se van introduciendo 
argumentaciones en torno a la campaña del referéndum que 
creo están totalmente fuera de lugar. 


SEÑOR SANTORO.- Apoyado. 


SEÑOR PEREYRA.- Aquí lo que estamos discutiendo es, 
reitero, la posible violación del principio de laicidad. Todo lo 
que tenga que ver con la argumentación en torno a la campaña 
del referéndum_es un asunto que no está en. discusión y si lo 
está, tengo mucho que hablar y mucha documentación que 
exhibir en torno a la campaña, si es que nos vamos a referir a 
ella, Por eso, sugiero que la Mesa encauce el debate sobre lo 
que realmente está en discusión, que es la moción del señor 
senador Cigliuti, referida a declaraciones del señor Presidente 
del CODICEN, Si hay juego libre vamos a entrar en él, pero 
creo que eso no es conveniente, por lo que hago una exhorta- 
ción al señor Presidente, si me lo permite, en el sentido de que 
se encauce el debate exclusivamente en torno a la denuncia 
que ha hecho el señor senador Cigliuti. 


Muchas gracias. 
SEÑOR SANTORO.- Pido la palabra para una aclaración. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR SANTORO.- Señor Presidente: como aclaración, 
queremos hacer dos manifestaciones. Una, en el sentido de que 
nosotros no habíamos leído la publicación a que se ha hecho 
referencia, de la que ya hemos conseguido una copia. Como se 
puede apreciar, la crónica está fechada en Canelones y su autor 
es el señor Miguel A. Vignola. Nosotros, del señor Vignola, 
tenemos pleno conocimiento, Es un ciudadano que se dedica 
permanentemente a atacar al Partido Nacional... 


SEÑOR CIGLIUTI.- No apoyado. 


SEÑOR SANTORO.-- ...y a cuanto organismo y órgano del 
Partido Nacional exista en el departamento de Canelones, Es 
un ciudadano que ha llevado furibundas campañas contra jerar- 
cas del Gobierno. Por tal razón, teniendo en cuenta el origen de 
estas manifestaciones, queremos, en forma más amplia todavía, 
que el señor Gabito venga a la Comisión de Educación y Cul- 
tura, porque de allí va a surgir la responsabilidad de este señor, 
que a través de la prensa hace sus campañas políticas, reitero, 
contra el Partido Nacional. 
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Por otra parte, de acuerdo con las manifestaciones del señor 
senador Ricaldoni que ha propuesto sumar a la comparecencia 
en la Comisión a una serie de funcionarios que estaban presen- 
tes en el acto de la inauguración del local escolar en Paso 
Pache, creo que ya se está ingresando en la tarea de una Comi- 
sión Investigadora. En ese aspecto, decimos que no se puede 
proceder de la forma que lo plantea el señor senador Ricaldoni 
porque prácticamente habría que decir las cosas por lo derecho 
y proponer la creación de la Comisión Investigadora o, en su 
caso, la designación de la Comisión Preinvestigadora, Además, 
creemos que no se puede imponer a la Comisión de Educación 
y Cultura, como a cualquier otra del Senado, en qué forma 
debe trabajar, qué es lo que debe hacer y qué programa debe 
cumplir. Me parece que no está en ninguna disposición regla- 
mentaria ni en las costumbres del Senado que a las Comisiones 
Asesoras al solicitarles que trabajen en un determinado asunto, 
se les diga cómo deben cumplir su tarea, por medio de un 
cronograma al que deben ceñirse, 


En ese aspecto, creemos que no es procedente que se cite a 
todas estas personas; eso lo determinará la Comisión de Educa- 
ción y Cultura en su momento. Reitero, no creemos que sea 
conveniente que se le ordene en este momento cómo debe 
trabajar. 


Por último, reiteramos que si se desea llevar a cabo una 
investigación, deberá solicitarse la creación de una Comisión 
Investigadora que actuará en consecuencia. 


En lo que tiene que ver con el señor Vignola, decimos que 
es un militante que permanentemente manifiesta su adversión 
hacía el Partido Nacional, utilizando su condición de periodis- 
ta. 


SEÑOR PRESIDENTE.- (Dn. Reynaldo Gargano).- Ante 
las manifestaciones del señor senador Pereyra, la Presidencia 
desea formular una constancia. Á su juicio, ha conducido el 
debate con absoluta neutralidad. Hasta el momento, no se ha 
percatado de que haya sido introducida en la discusión una 
polémica acerca de la Ley N* 16.211, sino que simplemente -se 
realizó una sola referencia a una opinión de la personalidad 
involucrada sobre las características de la ley. 


En consecuencia, la Presidencia entiende que el debate se 
ha conducido en los términos que corresponde, aunque solicita- 
ría al señor senador Pereyra que si constata algún desliz, se lo 
haga saber de inmediato, 

SEÑOR CASSINA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR CASSINA.- Nosotros ya expresamos nuestra opi- 


nión sobre el asunto de fondo, al hacer referencia al aspecto 
formal. Por lo tanto, no tenemos mucho más que agregar. A 
nuestro juicio, sería pertinente que la Comisión de Educación y 
Cultura invitara al señor Presidente del Consejo Directivo Cen- 
tral y de ANEP, y se informe acerca de la veracidad o no de 
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esta crónica que le atribuye determinadas declaraciones que de 
ser ciertas -deseo que no lo sean- podrían configurar no sólo 
una violación al principio de laicidad en la enseñanza -con lo 
que éste vale en nuestra sociedad-, sino además un delito de 
carácter electoral de los. referidos en el numeral cuarto del 
artículo 77 de la Constitución. En la oportunidad, la Comisión 
actuará como crea conveniente y luego informará al Senado. 
Advierto que en cualquier caso debe informar al Plenario ya 
que si existió alguna violación de las normas constituciona- 
les -reitero, que espero no existan- es el Senado el que debe 
adoptar una decisión para ponerle en conocimiento de la Corte 
Electoral porque es claro que la Cámara Alta no tiene faculta- 
des para sustanciar el asunto ni para aplicar sanciones; es la 
Cone Electoral la que conoce en términos jurisdiccionales el 
asunto y decide en torno a él. 


Por otro lado, deseo formular alguna aclaración vasi a títaio 
de alusión política -aunque no fue con ese sentido que se for- 
muló- por una referencia que hizo el señor senador Santoro a 
un episodio ocurrido en ocasión del trámite por el referéndum 
sobre la Ley de Caducidad de la Pretensión Punitiva del Estado 
relativo a un Oficial de las Fuerzas Armadas, A nuestro juicio, 
el caso no tiene ninguna similitud con el que se plantea ahora, 
de ser cierta la información brindada en un diario en relación 
con manifestaciones del doctor Gabito Zóboli. Además, quere- 
mos aclarar esta situación porque se trata de un querido compa- 
fiero de nuestro partido, el Capitán de Navío Retirado Gastón 
Silberman, miembro del Comité Ejecutivo Nacional de nuestro 
partido y quinto candidato titular en la lista de senadores en las 
elecciones pasadas. En el caso del Capitán de Navío Silberman 
-entonces, en situación de actividad- sucedió que firmó la cua- 
derneta de adhesión al recurso de referéndum, pero sin formu- 
lar una sola manifestación en ningún sentido; reitero, solamen- 
te adhirió al recurso del referéndum. Además, de haber estado 
vigente la ley reglamentaria que se aplica a este recurso, no se 
habría planteado ningún problema porque en la oportunidad 
fijada por la Corte Electoral, habría ido a manifestar su volun- 
tad a través de un pronunciamiento de carácter secreto cuyo 
alcance nadie más podría conocer. En el caso planteado con el 
Capitán de Navío Silberman, se denunció su situación como si 
hubiere estado cometiendo un delito electoral y finalmente de- 
bió pasar a retiro. 


Por lo tanto, la situación creada con este distinguido Oficial 
de la Armada Nacional, ahora en situación de retiro -en aquella 
oportunidad- en nada se asemeja a la que podría resultar de ser 
ciertas las declaraciones que una crónica periodística atribuye 
al actual Presidente del Consejo Directivo Central de la ANEP. 


SEÑOR PEREYRA .- Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR PEREYRA.- Hemos escuchado manifestaciones pre- 
guntándose por qué habíamos votado la urgencia. En tal senti- 
do, deseamos expresar que, naturalmente, vamos a acompañar 
la moción presentada y como lo que aquí está en juego no es la 
oportunidad de asunto -aunque aquí lo han relacionado con la 
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propaganda del referéndum-, porque si expresiones de esta ín- 
dole hubieran sido formuladas en cualquier otro momento, por 
más Que el recurso de referéndum no existiera, estoy seguro 
que igualmente se habría producido una violación a la laicidad. 


Reitero, entonces, aquí no está en juego la oportunidad del 
referéndum ya que no es por ello que el señor senador Cigliuti 
plantea este tema, sino que lo hace porque realmente entiende 
que ha existido violación a la laicidad. 


En consecuencia, si vamos a analizar el tema desde ese 
punto de vista, quisiera agregar a la moción que se invitará 
también al Consejero de Primaria, señor Wilson Elutchanz que 


en los periódicos “Crónicas” y “Acción” de Mercedes, ha he-- 


cho claras declaraciones de carácter político. 


Sería interesante que también concurriera a la Comisión, a 
fin de considerar el tema de la laicidad en toda su extensión. 


SEÑOR CIGLIUTI.- Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR CIGLIUTI.- Deseo hacer una aclaración con res- 
pecto a las manifestaciones formuladas por el señor senador 
Santoro aludiendo al corresponsal de “La Mañana” en Canelo- 
nes. 


Debo decir que conozco a este periodista desde hace mucho 
tiempo y confieso que no pertenece al Partido Nacional. Sin 
embargo, sé que se trata de un excelente periodista y un corres- 
ponsal responsable. 


Por otro lado, cabe destacar que no he hablado con él desde 
que apareció esta publicación, por lo que desconozco cómo fue 
que obtuvo esta información, si la oyó, si la apuntó, si la 
grabó o si alguien se la conió. De todas formas, me parece 
que es grave por él mismo. Reitero, no me dirigí al señor 
Vignola -que, por otra parte, me trata como a una persona 
mayor porque yo era íntimo amigo del padre y del abuelo- sino 
que lo hice directamente al doctor Gabito Zóboli porque sola- 
mente existen dos opciones: son suyas las manifestaciones que 
aparecen en esa crónica, o no lo son. En caso de que no lo 
fueran, el problema es muy distinto y me bastará con que él 
haga las aclaraciones del caso, Queda en evidencia que no fue 
nuestra intención hacer un escándalo ya que solicitamos que 
concurriera a la Comisión de Educación y Cultura y no a otra. 
Personalmente, también creo que esa Comisión no se va a 
transformar en una Investigadora pero sí entiendo que debe 
esclarecer el punto. Además, tengamos en cuenta que hay una 
frase de esa declaración que a mí me produce reacción y es la 
que ya hemos leído. A mi juicio, hay que referirse específica- 
mente a ella porque aún cuando la otra pudiera ser dudosa, ésta 
es concreta y pido a los que van a votar, que piensen en esto. 
Se trata de una clara incitación, en una escuela pública, por 
parte del jerarca del servicio en presencia de niños, vecinos, 
representantes de la Comisión Fomento y demás autoridades, 
Por esa razón creo que la Comisión debe actuar e introduje este 


CAMARA DE SENADORES 


2 de Diciembre de 1992 


tema en el Senado. Si hablo ahora, es porque no deseo que 
subsina la creencia de que el señor corresponsal de “La Maña- 
na” en Canelones autor de esta nota, pueda merecer los califi- 
cativos que ha formulado el señor senador Santoro, cualquiera 
sean las diferencias que tengamos. 


El problema no consiste en la personalidad del que manda 


“la noticia sino en la actitud que adopte frente a ella el que 


aparece como responsable, Esa es la razón de mi actitud; darle 
la oportunidad -porque quizás no ha leído los diarios- de que él 
aclare debidamente un suceso que, de ser cierto, lo comprome- 
te. Naturalmente, el compromiso es aún mayor porque consti- 
tuye una violación clara y evidente en la laicidad de la ense- 
ñanza. Aclaro que en lo personal no he hecho ninguna conside- 
ración sobre ninguna clase de delito en esta actitud ni tampoco 
he leído la Constitución de la República a ese respecto. Creo 
que esa es la posición que deberá asumir la Comisión de Edu- 
cación y Cultura si es que se vota afirmativamente la moción 
presentada. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, sc 
va a votar la moción formulada por el señor senador Cigliuti 
con el agregado del señor senador Ricaldoni. 


VARIOS SEÑORES SENADORES.- ¿Me permite, señor 
Presidente? 


SEÑOR PRESIDENTE.- El señor senador Ricaldoni for- 
muló un agregado a esta moción. La Mesa va a proceder a 
poner a votación la moción del señor senador Cigliuti y, a conti- 
nuación, la moción presentada por el señor senador Ricaldoni. 


SEÑOR ASTORI.- Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor senador, 


SEÑOR ASTORL.- Creo que tanto las sugerencias que hizo 
el señor senador Ricaldoni como el pedido que formula el 
señor senador Pereyra son naturalmente de recibo y están fun- 
damentados. Sin embargo, me pesa mucho un argumento pre- 
sentado por el señor senador Santoro, respondiendo a las suge- 
rencias que previamente había formulado el señor senador Ri- 
caldoni en el sentido de que no era conveniente que el Cuerpo 
elaborara la agenda de la Comisión de Educación y Cultura. 


Si los dos señores senadores proponentes están de acuerdo, 
sugiero que votemos la moción que convoca al señor Presiden- 
te del Consejo Directivo Central a la Comisión de Educación y 
Cultura -que es lo que ha motivado esta discusión- porque sin 
ninguna duda dicha Comisión tendrá en cuenta las constancias 
que se han hecho aquí en Sala, tanto por el señor senador 
Ricaldoni como por el señor senador Pereyra, y estoy seguro 
que será sensible a esas dos formulaciones. Considero que es 
un mal precedente que el Cuerpo resuelva, a propósito de un 
punto muy concreto que se ha presentado como moción, quié- 
nes tienen que ser invitados por la Comisión. En este caso se 
trata de la Comisión de Educación y Cultura, pero mañana 
podría tratarse de cualquier otra Comisión, 
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Formulo esta reflexión, en primer lugar porque el señor 
senador Santoro me convenció de que debía ser así -lo digo con 
total sinceridad- y, en segundo término, porque como integran- 
te de este Cuerpo estoy seguro que la Comisión de Educación y 
Cultura tendrá en cuenta las propuestas que dos integrantes de 
este Cuerpo han realizado al respecto. Entonces, lo que aquí se 
ha discutido es convocar al señor Presidente del CODICEN 
para darle la oportunidad de hacer las aclaraciones que tiene 
derecho a realizar sobre el punto. Seguramente la Comisión de 
Educación y Cultura tomará debida nota, tanto de las propues- 
tas del señor senador Ricaldoni, como de la del señor senador 
Pereyra. No tengo la más mínima sombra de duda en cuanto a 
que va a actuar con un criterio abierto y me parece que de esa 
mancra salvaríamos el precedente de que el Cuerpo resuelva a 
quiénes invita ésta o cualquier otra Comisión. 


SEÑOR RICALDONTI.- ¿Me permite una interrupción? 
SEÑOR ASTORI.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor sena- 
dor. 


SEÑOR RICALDONTI.- Aclaro que también me ha conven- 
cido el señor senador Santoro y retiro mi moción, en el enten- 
dido de las expresiones que está señalando el señor senador 
Astori. Pero además, por otra razón: para dejarle -quizás- esa 
libertad que se señala a la Comisión y para ver si podemos 
llegar al fondo del asunto con mayor rapidez. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el señor senador, 


SEÑOR ASTORI.- Finalizo proponiendo que nos pronun- 
ciemos sobre la moción en su formulación original, que es lo 
que motivó la discusión, y reitero que lo hago con la tranquili- 
dad de saber que la Comisión de Educación y Cultura va a 
tener en cuenta tanto el planteamiento del señor senador Pere- 
yra como del señor senador Ricaldoni. 


SEÑOR PEREYRA.-- Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR PEREYRA.- El señor senador Astori tiene la segu- 
ridad de que la Comisión procederá a citar a las personas men- 
cionadas, pero es un pensamiento, una apreciación subjetiva 
suya... 


SEÑOR ASTORI.- ¡Son todas subjetivas, señor senador! 


SEÑOR PEREYRA.- Creo que tenemos que resolver sobre 
el hecho concreto. Aquí hay dos denuncias de violación al 
principio de laicidad; una formulada por el señor senador Ci- 
gliuti y otra, por mí. Si lo que se quiere investigar es si ha 
habido violación al principio de laicidad tenemos que proceder 
a citar a las dos personas que aparecen involucradas en las 
denuncias. 
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SEÑOR RICALDONI. ¿Me permite, señor senador? 


SEÑOR PEREYRA.- Yo no interrumpí cuando otros habla- 
ron; deseo continuar mi pensamiento. 


Si, por el contrario, lo que estamos aprovechando es la 
oportunidad del referéndum, entonces aclaremos de una vez 
que es eso lo que queremos saber: cómo se está llevando a 
cabo la campaña del referéndum y procederemos en conse- 
cuencia. Si se quiere... 


SEÑOR CIGLIUTI.- Nosotros vamos a votar su moción, 
señor senador, 


SEÑOR PEREYRA.- Como creo es la intención del señor 
senador Cigliuti investigar una presunta violación del principio 
de laicidad, yo he formulado otra denuncia similar y, entonces, 
el Cuerpo no puede separar una de la otra, salvo que actúe - 
cosa que no puedo creer ni estoy prejuzgando- según la situa- 
ción de que se trate, según el momento en que se formulan las 
denuncias o según la filiación política del presunto acusado, 
Creo que eso no puede estar en juego en el ámbito del Senado 
y por creerlo es que mantengo el agregado a la moción. Si no 
se toma como agregado, que se tome como moción aparte, 
señor Presidente. Pero creo que lo que tenemos que investigar 
son las violaciones al principio de laicidad denunciadas en el 


Cuerpo. 


SEÑOR ASTORL.- Pido la palabra para una aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor senador 
para otra aclaración. 


SEÑOR ASTORI.- Recuerdo a la Mesa que no había hecho 
uso de la palabra en todo el debate. 


Señor Presidente: deseo aclarar con toda sinceridad -a pesar 
de la atención con que seguí este debate- que no había percibi- 
do la propuesta del señor senador Pereyra como una denuncia, 
Sinceramente no la recibí en esos términos pero ahora él aclara 
que acaba de presentar una denuncia. Había creído o percibido 
que sugería invitar a la Comisión de Educación y Cultura a una 
persona determinada, 


SEÑOR PEREYRA.- Mocionar es el término, señor sena- 
dor. 


SEÑOR ASTORI.- Sí, mocionaba; pero no interpreté sus 
palabras como una denuncia, 


SEÑOR PEREYRA.- ¿Me permite? 


SEÑOR PRESIDENTE.- No es posible, porque el señor 
senador está en uso de una interrupción. 


Puede continuar el señor senador. 
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SEÑOR ASTORI.- Lamento no poder concederle esta inte- 
rrapción porque lo impide el Reglamento. Simplemente quería 
decir que no había entendido eso como una denuncia. Ahora el 
señor senador Pereyra aclara que es una denuncia de violación 
al principio de laicidad. Ahora tengo claro qué es lo que propo- 
ne el señor senador Pereyra, 


SEÑOR MILLOR.- Pido la palabra para una aclaración. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor senador, 


SEÑOR MILLOR.- Quería hacer una aclaración al señor 
senador Pereyra en nombre de los señores senadores que hemos 
podido intercambiar ideas mientras se estaba discutiendo este 
tema. En ningún momento se nos pasó por la mente no acom- 
pañar su solicitud. 


A mi juicio hay una pequeña diferencia entre las propuestas 
de los señores senadores Ricaldoni y Pereyra, En ese sentido, el 
señor senador Ricaldoni proponía -después retiró la propuesta, 
con muy buen criterio en mi modesta opinión- que concurrie- 
ran una serie de personas que podían ser eventuales testigos de 
las manifestaciones del señor Gabito, porque la crónica así lo 
señala; no ha efectuado una denuncia contra las personas men- 
cionadas. El señor senador Ricaldoni, con muy buen criterio, 
ha retirado la propuesta porque eso, en mi opinión, debe ser 
instrumentado por la propia Comisión. Pero desde el momento 
en que el señor senador Pereyra efectuó una denuncia de viola- 
ción al principio de laicidad, los señores senadores que nos 
ubicamos en estas Bancas del Senado nos dispusimos a acom- 
pañar su propuesta. De todos modos, quiero marcar una dife- 
rencia teniendo en cuenta que el señor senador Pereyra tampo- 
co vaciló en acompañar la propuesta formulada por el señor 
Cigliuti. En esta última se propone que sea citado por la Comi- 
sión de Educación y Cultura, pero aportando la documentación 
y las supuestas afirmaciones a través de las cuales el señor 
Gabito violenta el principio de laicidad. 


Por nuestra parte, acompañamos la propuesta formulada por 
el señor senador Pereyra sin requerir en lo más mínimo esa 
documentación y estando, pura y exclusivamente, al prestigio y 
al concepto que nos merece el senador proponente. Además, 
partimos de la base de que más allá del concepto que tenemos 
sobre el señor senador, por su seriedad y su defensa permanen- 
te al principio de laicidad, cualquier legislador que formula una 
propuesta de esta naturaleza luego asume su responsabilidad. 


SEÑOR PEREYRA. - ¿Me permite una interrupción? 


SEÑOR MILLOR. - Lo haría con mucho gusto, pero el 
señor Presidente me ha advertido que no puedo. 


Quiero hacer una precisión. Aclaro que no deseo trazarle 
normas de conducta a nadie, pero se me ocurre que cuando un 
senador de la República hace una manifestación de tal grave- 
dad como es que en su concepto determinado jerarca de la 
enseñanza ha violado el principio de laicidad, creo que por una 
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razón de elemental estilo parlamentario, si lo que está propo- 
niendo no constituye algo tremendo como puede ser la consti- 
tución de una Comisión Investigadora, sino simplemente exci- 
tar a la Comisión correspondiente a que cambie ideas con la 
persona involucrada, debe votarse esa propuesta sin más trámi- 
te, Debo indicar que nosotros estábamos dispuestos a ello. Sin 
embargo, nos hemos introducido en este debate porque la pro- 
puesta del señor senador Cigliuti, que venía acompañada de 
cierta documentación, fue cuestionada; de lo contrario, este 
debate no se hubiera producido. Reitero que los señores sena- 
dores del Partido Colorado que intercambiamos ideas inmedia- 
tamente a que el señor senador Pereyra formulara dicha denun- 
cia, nos dispusimos a acompañar su solicitud, 


SEÑOR PEREYRA. - Pido la palabra para una aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor, 


SEÑOR PEREYRA. - Quizás, en el momento en que quien 
habla formuló la moción se produjo algún dialogado que no 
permitió que se comprendieran en su totalidad los elementos 
manejados. Quien habla dijo que dicho consejero de Educación 
Primaria había formulado manifestaciones de claro y elemental 
contenido político al punto de afirmar que estaba en el Consejo 
de Educación Primaria para realizar acción política. Esto lo 
dijo a los diarios “Crónica” y “Acción” de la ciudad de Merce- 
des. 


De manera que no estoy hablando en el aire, sino señalando 
en forma concreta en donde aparecieron esas afirmaciones, 


SEÑOR ASTORI. - Con eso basta, señor senador. 
SEÑOR MILLOR. - Pido la palabra para una aclaración, 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR MILLOR. - Debo aclarar que en ningún momento 
pasó por mi mente la posibilidad de que el señor senador 
Pereyra cstuvicra haciendo una denuncia de esta naturaleza 
hablando en el aire. Simplemente, establecí -sin pretender indi- 
carle normas de conducta a nadie- lo que a mi entender debe 
ser el procedimiento a seguir cada vez que un señor senador 
formula una propuesta como esta. Reitero que en ningún mo- 
mento pasó por mi cabeza la posibilidad de que el señor sena- 
dor Pereyra estuviera hablando sin fundamento y sin contar 
con elementos que refrendaran sus afirmaciones. 


SEÑOR ARAUJO. - Pido la palabra para una aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor, 


SEÑOR ARAUJO. - Simplemente, quiero aclarar que voy a 
votar favorablemente la moción presentada por el señor sena- 
dor Cigliuti y también el agregado propuesto por el señor sena- 
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dor Pereyra, más allá de los dos puntos concretos a los cuales 
me voy a referir de inmediato. 


En primer lugar, entiendo que todos los señores senadores 
merecen idéntico respeto. En ese sentido me hubiera gustado 
que se aclararan íntegramente las expresiones del Consejero de 
Educación Primaria, el señor Elutchanz. Digo esto porque si 
están referidas sólo a las expresiones leídas en Sala por el señor 
senador Pereyra, desde ya debo adelantar mi impresión de que 
no se estaría violando el principio de laicidad. Digo esto por- 
que entiendo que todas las actuaciones de todos los seres hu- 
manos y referidas a todos los temas, no sólo a la temática 
legislativa sino también a la enseñanza y a la vida en sociedad, 
constituyen acciones políticas. A mi juicio, más allá de que se 
establezca o no de esta manera, toda persona que tiene una 
responsabilidad y actúa en consecuencia está haciendo política. 
De todos mudos, aclaro que hay una distancia enorme entre 
ello y el hecho de hacer política partidaria en favor de un 
sector; y parecería que eso no lo expresó. 


SEÑOR PEREYRA. - Es así, política partidaria, señor se- 
nador, 


SEÑOR ARAUJO, - No conozco el conjunto de las declara- 
ciones efectuadas por el señor Elutchanz. Digo que si me dejo 
guiar por lo que expresó el señor senador Pereyra en Sala y si 
el tema se limita a esas expresiones, tengo la impresión de que 
no se habría violado el principio de laicidad. Más allá de ello, 
creo que de todos modos corresponde que sea convocado a la 
Comisión a efectos de realizar las aclaraciones del caso y, en 
ese sentido, no tengo ninguna clase de reparos. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar la moción formulada por el señor senador Ci- 
gliuti, 

(Se vota:) 

-25 en 25. Afirmativa, UNANIMIDAD, 

Léase la moción presentada por el señor senador Pereyra. 

(Se lee:) 

“Solicito se agregue a la moción del señor senador Cigliuti 
la comparecencia del señor Consejero de Primaria, señor Wil- 
son Elutchanz. Carlos Julio Pereyra”. 

-Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

-24 en 24, Afirmativa. UNANIMIDAD. 

El señor Presidente quiere fundar el voto diciendo que ha 
acompañado las dos mociones, pero que también estaba en 


condiciones de votar afirmativamente la propuesta por el señor 
senador Ricaldoni, 


CAMARA DE SENADORES 


€.S.- 337 


1 
Además, creo que en determinadas oportunidades el Cuerpo 
puede sugerir a una Comisión lo que considera imprescindible 
que haga con respecto a cierto procedimiento. En consecuen- 
cia, en este caso en el que hay testigos presenciales que han 
sido nombrados, puede indicar que ellos deben comparecer a 
efectos de colaborar con Ja Comisión. 


SEÑOR ARANA. - Pido la palabra para fundar el voto. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR ARANA. - Obviamente, he votado en forma favo- 
rable ambas mociones y en tanto integro la Comisión de Edu- 
cación y Cultura lo hice en el entendido de que se podría hacer 
llegar a dicho Cuerpo la fundamentación realizada por el señor 
senador Pereyra a fin de contar con todo el material disponible 
para mantener un diálogo adecuado con la otra persona aludi- 
da. Pienso que sería muy importante contar con ese material 
antes que se concretaran esas entrevistas. 


SEÑOR PEREYRA.- Pido la palabra para una aclaración. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR PEREYRA.- Quiero señalar que las pruebas de 
todas las afirmaciones que he realizado serán presentadas en 
Comisión. 


SEÑOR SANTORO.- Pido la palabra para fundar el voto. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR SANTORO.- Simplemente deseo señalar que los 
señores senadores que integran la bancada del Herrerismo y 
que se encuentran presentes en Sala votaron favorablemente 
ambas mociones. 


En cuanto al trabajo de la Comisión, observo que no se ha 
señalado plazo para que la misma culmine dicha tarea. Tenien- 
do en cuenta la naturaleza del tema, estimamos que la Comi- 
sión procederá a actuar en forma diligente a efectos de que un 
tema que ya está en el conocimiento de la opinión pública 
pueda alcanzar en forma rápida toda su dimensión a través de 
la información consiguiente que será totalmente veraz al ser 
corroborada por las actuaciones de la Comisión. A nuestro 
juicio, debía establecerse un plazo para que la Comisión termi- 
nara su trabajo, pero nos remitimos a la responsabilidad de sus 
integrantes que, sin dudas, antes de que venza el Período Legis- 
lativo correspondiente a este año procederán a elevar ante este 
Cuerpo la información pertinente. 


En lo que hace a los cometidos de la Comisión y a la 
posibilidad de que ésta trabaje en base a las indicaciones que le 
da el Senado, no compartimos tal criterio y oportunamente 
hemos señalado una posición contraria al respecto, 


SEÑOR CIGLIUTI.- Pido la palabra. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR CIGLIUTI.- Señor Presidenie: quiero señalar que 
la labor de la Comisión está condicionada por la actitud que 
adopte el Senado. En este caso, la moción aprobada dice que el 
Senado invitará al Presidente del CODICEN, De manera que la 
nota que se envíe a este Organismo invitando a su Presidente a 
concurrir a la Comisión de Educación y Cultura debe ser trami- 
tada por el Cuerpo. Cuando éste informe a la Comisión el día 
que el señor Presidente del CODICEN esté dispuesto a venir, 
de inmediato lo recibiremos; supongo que contamos con el 
tiempo suficiente como para reunirnos lo antes posible. Obvia- 
mente, esto leva a que haya un enlace entre la Mesa del Sena- 
do y el señor Presidente del CODICEN, 


14) SESIONES ORDINARIAS DEL CUERPO DE LOS 
DIAS 8 Y 9 DE DICIEMBRE, Su suspensión. 


SEÑOR MILLOR, - Pido la palabra para una cuestión de 
orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR MILLOR. - No es mi intención entorpecer el trata- 
miento del orden del día, pero voy a hacer este planteo debido 
a lo avanzado de la hora. 


Quisiera saber cuál es el mecanismo para poder suspender 
las sesiones ordinarias del Senado correspondientes a la semana 
próxima, dado que a nadie escapa que el domingo 13 la ciuda- 
danía deberá pronunciarse sobre un tema que se está debatien- 
do a nivel público. Pienso que no es por capricho que en la 
Constitución de la República se establece que en los años elec- 
torales el receso parlamentario comience antes de lo habitual. 
Precisamente, creo que tiene un doble sentido: el de permitir a 
quienes legítimamente ejercen la prédica política hacerlo sin 
desmedro de su trabajo y, a la vez, el de no influir sobre la 
decisión del votante con actos que emerjan del Poder Legistati- 
vo. En este sentido, creo que sería prudente, conveniente que 
por lo menos en los días previos al pronunciamiento soberano 
este Cuerpo cesara su actividad regular. 


En consecuencia, formulo moción concreta para que se sus- 
pendan las sesiones ordinarias de la semana próxima. 
15) PROTECCION DEL MEDIO AMBIENTE E IMPAC- 
TO AMBIENTAL . Proyecto de ley. 


SEÑOR BRUERA. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR BRUERA. - Señor Presidente: comparto plenamente 
la opinión del señor senador Millor, pcro deseo solicitar al 
Cuerpo que intentemos encontrar una solución global en cuanto 
a buscar, una fecha adecuada para discutir el punto que figura- 
ba en primer término del orden del día del próximo martes, Me 
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refiero al proyecto de ley sobre impacto ambiental que hace 
largu uempo que está a estudio de la Comisión y cuyo trala- 
miento en el Senado fue aplazado por los motivos que todos 
conocemos. j 


Concretamente, propongo que este asunto se considere el 
día martes 15. 


SEÑOR PEREZ. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR PEREZ. - Considero que sería bueno que el día 15 
el Senado pudiera tratar el proyecto de ley sobre impacto am- 
biental, pero propondría que se fijara una hora de comienzo de 
la sesión más temprana de lo común, a efectos de que también 
podamos convocar a la Asamblea General para analizar los tres 
asuntos que estaban incluidos en el orden del día de ayer y que 
no fue posible votar por falta de quórum. Me refiero al tema 
del cuero, del Banco Hipotecario y del Tribunal de lo Conten- 
cioso Administrativo. Además, no debemos olvidar que ese 
mismo día la Asamblea General debe proceder a la clausura 
del Período ordinario de sesiones. Por lo tanto, la Mesa debe 
tener en cuenta que el día 15 tiene que haber sesión de Senado, 
de la Asamblea General para considerar estos tres puntos y, 
posteriormente, tendrá lugar la sesión de clausura, que conside- 
rando el cambio de horario, se podrá realizar a las 19 ó 20, ya 
que todavía hay luz solar. 


Consulto a la Mesa acerca de si es necesario votar una 
moción en este sentido o si ello queda a su discreción. 


SEÑOR MILLOR. - Pido la palabra, 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR MILLOR. - Voy a hacer una aclaración que viene 
al caso a raíz de lo manifestado por el señor senador Bruera. 


Cuando en el día de ayer comentaba esta sugerencia al 
señor senador Batalla, él, a su vez, me hizo una que creo es de 
recibo: que sería conveniente que los coordinadores de banca- 
da se reunieran con más frecuencia. Estimo que más allá de 
que acordemos una sesión para el día 15, podríamos instrumen- 
tar una agencia que contuviera determinados temas para los 
cuales hubiese predisposición por parte de las mayorías para 
tratarlos, e ir pensando en la posibilidad de realizar alguna 
sesión después de culminado el Período ordinario. Con esto 
quiero dar tranquilidad a los señores senadores Brucra y Pérez, 
en el sentido de que nuestra propuesta no tiene la intención de 
evitar que se considere algún asunto, sino que sus razones son 
las que apuntábamos. Simplemente, no nos parece que sea 
bueno para nadie sesionar a pocas horas del pronunciamiento 
obligatorio que debe efectuar la ciudadanía sobre un tema que 
nosotros mismos estamos debatiendo públicamente. 
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SEÑOR ARAUJO. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR ARAUJO. - Vamos a acompañar la moción presen- 
tada por el señor senador Millor. Simplemente a efectos de un 
mayor conocimiento por parte del Cuerpo de lo actuado por la 
Comisión de Transporte y Obras Públicas, nos parece de gran 
interés que antes de culminar este Período se apruebe el pro- 
yecto de ley de abanderamiento de buques, cuyo tratamiento ha 
sido postergado en diversas oportunidades y por distintas razo- 
nes. Consideramos que esto es de muchísima importancia para 
nuestra Nación, en razón de que suponemos que este proyecto 
resultará altamente beneficioso para nuestros propios intereses, 
Por lo tanto, sería conveniente que la Mesa tuviera en cuenta la 
inclusión de este punto en el orden del día. A la vez, también 
sería oportuno que la Presidencia del Cuerpo junto con los coordi- 
nadores de bancada consideraran la posibilidad de sesionar el día 
15 en horas de la mañana, a efectos de poder aprobar éste y otros 
temas de indudable interés, tal como ha sido expuesto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - En cuanto a la Asamblea Gene- 
ral, debo aclarar que ésta puede ser convocada por 15 legisla- 
dores. De modo que la propuesta presentada por el señor sena- 
dor Pérez tendrá que ser cursada por la vía regular de solicitud 
de sesión. 


16) SESIONES ORDINARIAS DEL CUERPO DE LOS 
DIAS 8 Y 9 DE DICIEMBRE. Su suspensión. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar la moción formulada por el señor senador Millor 
en el sentido de que se suspendan las sesiones ordinarias del 
Senado previas al día 13 de diciembre. 


(Se vota:) 
-18 en 18. Afirmativa, UNANIMIDAD, 


17) PROTECCION DEL MEDIO AMBIENTE E IMPAC- 
TO AMBIENTAL. Proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar la moción formulada por el señor senador Bruera 
en sentido de incluir en primer término del orden del día de la 
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sesión del día 15 -que será citada también a petición del señor 
senador Bruera a la hora 15- el proyecto de ley sobre Impacto 
Ambiental así como todos los asuntos que figuraban para ha 
sesión de hoy y que no ha sido posible considerar. 


(Se vota:) 
-18 en 18. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
18) SELEVANTA LA SESION 


SEÑOR PRESIDENTE. - Correspondería pasar a conside- 
rar el asunto que figura en 4* término del orden del día. 


SEÑOR CIGLIUTTI. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR CIGLIUTL. - Formulo moción en el sentido de que 
se levante la sesión. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar la moción formulada. 


(Se vota:) 

-15 en 17. Afirmativa. 

Se levanta la sesión. 

(Así se hace a la hora 19 y 51 minutos presidiendo el señor 
senador Gargano y estando presentes los señores senadores 
Alonso Tellechea, Amorín Larrañaga, Araújo, Batalla, Bel- 
visi, Bruera, Cadenas Boix, Cassina, Cigliuti, de Fuentes, 


Irurtia, Korzeniak, Oxacelhay, Pérez, Santoro y Urioste). 
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